17 de junio de 2008.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación, de un dictamen con el sentir de los ayuntamientos, presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para reformar los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; sobre “El trámite del informe del gobernador en su último mes de mandato”, planteada por el Diputado Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles”, del Partido de la Revolución Democrática; así como a una segunda iniciativa  de decreto para reformar los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sobre “El informe anual que rinde el Gobernador del Estado ante el Congreso, en relación al estado general que guarda la administración pública estatal”, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a las siguientes iniciativas: iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Pública y al Código Penal de Coahuila, formulada por los integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional; a la iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Pública, respecto a los artículos 18, 22, 31, 49, 52, 60, 70, 72 y 73, planteada por el Diputado César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional; a la iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Pública y a la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública en materia de responsabilidad administrativa; a la iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Pública en materia de medios de impugnación y a la iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Pública en materia de datos personales, presentadas por el Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y por último a la iniciativa de Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila, planteada por el Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado y los CC. Consejeros del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.
B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, con relación a la iniciativa de decreto para la expedición de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, así como diversas adiciones a la Ley del Instituto Coahuilense de las Mujeres, a la Ley Estatal de Salud, a la Ley de Asistencia Social del Estado, al Código Penal del Estado y a la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional; los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y el Diputado Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles”, del Partido de la Revolución Democrática
C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual autoriza al Gobierno del Estado, a enajenar a título gratuito, un terreno con una superficie de 2,000.00 m2, conocido como Parque las Maravillas, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Asociación “Por Amor a Ti Fundación Saltillo, A.C.”, con objeto de la construcción y puesta en marcha de sus instalaciones.
D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación al oficio del Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 11,163.3537 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Colinas de San Lorenzo” de esa ciudad a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la secretaría de educación y cultura, para la construcción de un jardín de niños y una escuela primaria, el cual fue desincorporado mediante decreto número 465 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de marzo de 2008.
E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 7,038.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Misión Cerritos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al gobierno del estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, para la construcción de un jardín de niños y una escuela primaria.
F.- Dictamen presentado por la comisión de Finanzas, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual solicitan la autorización  para que el Colegio de Bachilleres de Coahuila, suscriba un convenio para la contratación del servicio médico con el Instituto Mexicano del Seguro Social.
G.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una superficie de 34,145.68 m2., que conforman el asentamiento humano denominado “Teotihuacan, parte baja” ubicado en Acuña, Coahuila, a favor de sus actuales poseedores.
H.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la C. Victoria Araceli Sánchez Valdés, viuda del Lic. René Dávila Cepeda.
I.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Secretario del ayuntamiento del Municipio de Monclova, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para otorgar en comodato por un plazo de 10 años, el parque zoológico y su bosque urbano, a la Asociación Civil “Parque Santiago de la Monclova”, con el fin de participar en la adecuación y construcción del zoológico municipal.
J.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación al oficio del Secretario del ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila, mediante el cual solicita la reforma para adicionar en el capítulo 7, la sección novena e incluir el artículo 16 bis, a la Ley de Ingresos del Municipio de Múzquiz para el ejercicio fiscal 2008, la cual fue publicada mediante decreto número 444 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de diciembre de 2007.
K.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación al oficio del Presidente municipal de Nava, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Chamizal, sector poniente, otros sectores, colonia Carlos Salinas de Gortari y colonia Juan Antonio Osuna de ese municipio, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 233, de fecha 15 de diciembre de 1998, y decreto 47, de fecha 26 de mayo del 2000, en los que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.
L.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación al oficio del Presidente municipal de Guerrero, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para obtener como reserva territorial para el municipio la superficie de 76-28-31.60 hectáreas que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “El Pelillal” ubicado en el ejido Santa Mónica del municipio de Guerrero, Coahuila, el cual fue desincorporado mediante decreto número 494, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de abril de 2008, con objeto de que esta administración construya viviendas habitacionales, escuela, centro de salud, plaza pública, unidad deportiva, una biblioteca, además de reserva territorial para desarrollo industrial, agrícola, ganadero y cinegético.
M.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de Educación, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Intervención del Ejecutivo Federal, en relación al decomiso y aseguramiento de diversas cantidades en la colonia Lomas de Chapultepec, del Distrito Federal, por la Procuraduría General de la República”, planteada por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, con vista del sentir de los Ayuntamientos, respecto  de la Reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV,  de la Constitución Política del Estado de Coahuila; relativo al formato del informe que rinde el Gobernador del Estado y, 

RESULTANDO

Que a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales le fue turnado expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila, mediante oficio de fecha 10 de Junio del año en curso, enviando el Proyecto de Decreto relativo a la Iniciativa de Reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila, a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción IV, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 187 y 188 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que se comunico a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 187 y 188 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; recibiéndose la opinión de los Ayuntamientos de los Municipios de Abasolo, Acuña, Allende, Arteaga, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Francisco I. Madero, Frontera, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Juárez, Lamadrid, Matamoros, Monclova, Morelos, Múzquiz, Nadadores, Ocampo, Parras, Piedras Negras, Progreso, Sabinas, San Juan de Sabinas, Sacramento, San Buenaventura, Sierra Mojada, Villa Unión, Viesca y Zaragoza, siendo 31 de los 38 Municipios del Estado los que emitieron su voto a favor de la Iniciativa de Reforma en comento, consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por los artículos 196 fracción VI  de la Constitución Local y 188 de la Ley Orgánica del Congreso, habiéndose recibido  la opinión favorable de la Mayoría de los Municipios del Estado, se procede a emitir el presente Dictamen.  

SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que emitiera dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, por lo que la Comisión Dictaminadora, analizado el expediente de referencia y   

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
SEGUNDO.- Que en la sesión celebrada el día 10 de Junio del 2008 , el Pleno del Congreso aprobó la reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV  de la Constitución Política del Estado de Coahuila al tenor literal siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO UNICO.-  Se reforman los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 
Articulo 49. EI Gobernador del Estado informará por escrito anualmente al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, sobre el estado general que guarda la administración pública estatal.

Artículo 84. Son deberes del Gobernador:

I a III. . . .

IV. Informar por escrito anualmente al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, sobre el estado general que guarda la administración pública estatal.

V a XIX. . . .

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. EI presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 
DICTAMEN

PRIMERO. Se aprueba la  reforma a los Artículos 49 y 84 fracción IV,  de la Constitución Política del Estado contenida en el dictamen aprobado por el Pleno del Congreso el 10 de Junio de 2008, en los términos que se transcriben en el considerando segundo del presente dictamen.

SEGUNDO. Por los motivos, razones y fundamentos expuestos en los considerandos de este dictamen, ha lugar a que el Congreso haga declaratoria de que quedó aprobada la reforma constitucional, contenida en el decreto que se transcribe en el considerando segundo de este dictamen; y, una vez hecho lo anterior, ordenar que se expida el decreto correspondiente y que se envíe al Ejecutivo Estatal para su promulgación, publicación y observancia. 

TERCERO.- Comuníquese éste dictamen al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y en su caso, aprobación.

Así, con fundamento en los artículos 100 y 130 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila lo dictaminan y acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales pertenecientes a la Quincuagésima Séptima Legislatura Francisco Saracho Navarro, Román Alberto Cepeda González, Juan Alejandro de Luna González, Demetrio Zúñiga Sánchez, Guadalupe Sergio Resendíz Boone, José Ignacio Máynez Varela, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Virgilio Maltos Long y Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 16  de Junio de 2008.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR
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EN CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las siguientes Iniciativas:  Iniciativa de Reforma a la ley de Acceso a la Información Publica y al Código Penal de Coahuila, formulada por los Integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional, a la Iniciativa de Reforma a la Ley de Acceso a la Información Publica, respecto a los artículos 18, 22, 31, 49, 52, 60, 70, 72, 73, planteada por el Diputado Cesar Flores Sosa Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional; a la Iniciativa de Reforma  a la Ley de Acceso a la Información Publica y a la ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Publica en Materia de Responsabilidad Administrativa, a la Iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Publica en materia de Medios de Impugnación, y a la Iniciativa de reforma a la Ley de Acceso a la Información Publica en materia de datos Personales, presentadas por el Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Publica y por ultimo  a la Iniciativa de Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales Para el Estado de Coahuila, planteada por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado y los CC. Consejeros del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 9 de abril y 13 de diciembre del año 2006 y el día 11 de junio del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, las  Iniciativas a que se ha hecho referencia en el enunciado de este dictamen.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnaron a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales las mencionadas Iniciativas de reforma a la Ley de acceso a la Información Publica  y la Iniciativa de Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales Para el Estado de Coahuila, planteada por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado y los CC. Consejeros del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública; y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales Para el Estado de Coahuila, formulada por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, se basa en las consideraciones siguientes:

El derecho de acceso a la información es de carácter fundamental y se encuentra reconocido dentro del artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, desde  1977. Hoy este derecho es cada vez más sólido y se ejerce bajo la modalidad de acceso a la información pública, gracias a su instrumentación jurídica –llevada a cabo en el 2002--, por la cual, hemos sido partícipes de un cambio importante en la cultura de acceso a la información, respecto al uso, manejo, distribución, protección y publicación de los datos que se generan entre ciudadanos y autoridades, con motivo de su actuar cotidiano.

Este derecho se traduce en la posibilidad que tenemos todas las personas para obtener información y así, poder construir una sociedad democrática que nos permita asegurar el lugar que merece la participación social activa de los ciudadanos, al conocer la información que generan los poderes públicos. Este derecho, a su vez se va vinculando con otros, como la libertad de pensamiento, expresión e imprenta, sin más limitaciones que aquellas plasmadas en la propia Constitución, tal como lo es la protección a la vida privada y los datos personales.
 

Desde el año 2002, se dieron los primeros pasos sólidos para garantizar el libre acceso a la información pública. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, aprobada por unanimidad por el Congreso de la Unión, marcó el inicio de una nueva época en el país. Esta Ley reconoció por primera vez que la información en posesión de los órganos del Estado es pública --y no un patrimonio de los funcionarios que les permitiera disponer libre y discrecionalmente de ella— y permitió, mediante un procedimiento sencillo y expedito, que cualquier persona pudiera solicitar información.

A partir de la entrada en vigor de esta Ley, en Coahuila se redoblaron los esfuerzos. En el año 2003, se aprobó la inserción de dos párrafos al artículo 7° de nuestra Constitución Local
 relativos a los derechos de acceso a la información pública así como de protección a los datos personales
. De la misma suerte, se expidió la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza
 y demás instrumentos jurídicos que permitieron garantizar el sano funcionamiento y respeto de estos derechos a nivel local. 

A casi cinco años de la entrada en vigor de estas disposiciones, hemos visto resultados óptimos que se reflejan en la participación que ha demostrado la gente así como en el interés que manifiestan respecto a los asuntos propios del Estado, lo cual nos ha permitido garantizar la inclusión social y el conocimiento por parte de la ciudadanía respecto de la información que se genera dentro de los Poderes del Estado, así como de otras instituciones de carácter público. 

Sin embargo, es necesario que nuestra legislación en la materia sea aún más completa y eficaz, en virtud del mandato que nuestras Constituciones General y  Local establecen en esta materia. Hoy, proponemos un proyecto incluyente del tema de la protección a los datos personales, que refleje a nuestro Estado como uno a la vanguardia en el respeto al derecho que tienen las personas de acceder a la información que se genera dentro de las instituciones gubernamentales, pero también un Estado que asegure a sus habitantes, una estricta protección respecto al tratamiento que se de a sus datos personales.

Por lo anterior sometemos a consideración de este H. Congreso, la presente iniciativa de Ley, misma que encuentra justificación en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Coahuila se ha caracterizado por mantenerse en constante actualización la legislación estatal, a fin de satisfacer las demandas y necesidades reales de su población. En ese mismo sentido, hemos creado instituciones que tienen por objeto garantizar la debida observancia y respeto a los derechos de los coahuilenses, sin importar condición social, económica, ideología religiosa, política o cultural, preferencias sexuales, condición de género o edad.

Con motivo de la reforma al artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 20 de julio del año 2007, se estableció que la Federación, los Estados y el Distrito Federal tienen la obligación –en materia de acceso a la información-- de regirse por los principios siguientes:

1) Máxima publicidad;

2) Protección a la vida privada y datos personales;

3) Legitimación para acceder a la información, sin necesidad de acreditar interés alguno; 

4) Gratuidad de la información; 

5) Procesos expeditos para acceder a la información; 

6) Instancias especializadas, imparciales y con autonomía presupuestal y de gestión; 

7) Preservación de la documentación pública; 

8) Transparencia en el uso de recursos públicos, y 

9) Responsabilidad administrativa en materia de acceso a la información.

Estos principios se encuentran plenamente establecidos en la Constitución Política de nuestro Estado. Sin embargo, tarea pendiente es el rubro relativo a la regulación de la protección de los datos personales que, si bien se encuentra contemplado en la Constitución Local, actualmente este derecho no tiene una regulación específica en el Estado.

El derecho de acceso a la información pública se enlaza directamente con el derecho a la protección de datos personales, debido al alcance y límites que, como derechos relacionados con datos e información, deben de contar con un marco jurídico completo, integral y eficiente que asegure la protección de los mismos.

Defender los datos y vida privada es un derecho reconocido por diversas disposiciones de carácter internacional de las cuales México forma parte.
 Entre estas, se encuentra la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, la cual dispone que: Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.
 

En ese sentido, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos plasma el derecho a la vida privada como límite a la intromisión del Estado en el ámbito de la persona, al establecer en su artículo 16 que “nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”.

Por su parte, los artículos 6° y 7° constitucionales establecen como límite a la manifestación de ideas y a la libertad de imprenta respectivamente, el ataque a los derechos de un tercero y el respeto a la vida privada. Así, dado que los datos personales se encuentran dentro de la esfera de la vida privada de una persona, el Estado tiene el deber de brindar protección a los datos personales de los ciudadanos.

De manera que el derecho a la protección de datos personales se traduce en el reconocimiento y establecimiento de prerrogativas, principios y procedimientos para el tratamiento por parte del Estado o de terceros, de la información concerniente a personas físicas.

Dado que el derecho de acceso a la información pública es una materia que se relaciona con situaciones muy diversas de las personas, así como de las instituciones de gobierno que, están en constante movimiento y transformación, nuestra legislación es susceptible de actualizarse. 

Por ello, hoy más que nunca es fundamental establecer una serie de normas que reúnan de manera integral los principios constitucionales y sean compatibles con la normatividad existente, a efecto de dar cumplimiento en tiempo a lo dispuesto por mandato constitucional.
 Con la presente iniciativa de Ley proponemos, un nuevo texto que incluya disposiciones simples, sencillas en su interpretación y eficaces en su aplicación. Buscamos dar a los coahuilenses un ordenamiento que les permita entender como funcionan la mecánica para acceder al derecho de contar con información de carácter público y, que además cuenten con la certeza de que los datos e información que sean de carácter personal, se encuentra plenamente protegida y que existen mecanismos e instrumentos para fortalecer aún más esta protección. 

El presente proyecto es producto de una revisión de las prácticas internacionales y nacionales en la materia. Uno de los documentos que se analizaron y tomaron como punto de partida para la elaboración de la presente iniciativa de Ley, es el Código de Buenas Prácticas y Alternativas para el Diseño de Leyes de Transparencia y Acceso a la Información en México, elaborado por prestigiadas instituciones académicas del país y en el que participaron la totalidad de los órganos encargados de la protección del derecho a la información en México, además de contener e incorporar ideas de la sociedad civil. Dicho instrumento nos sirvió para asegurar la inclusión de los aspectos básicos indispensables que deben observarse en esta materia.

El campo de experiencia en la Comunidad Europea, nos sirvió para tomar en consideración diversos aspectos necesarios para el tema de la protección de los datos personales. En ese sentido, y en virtud de la necesidad de adecuar de forma sistemática los principios constitucionales a nuestra legislación, Coahuila se pone a la vanguardia en el análisis y elaboración de una nueva legislación en materia de acceso a la información pública que, además incluye un apartado completo para la regulación el tema relativo a la protección de los datos personales.

Aunado a lo anterior, se incluyen elementos que permiten que los archivos administrativos de las entidades sujetas al cumplimiento de las disposiciones en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, se encuentren ordenados y debidamente actualizados, de conformidad con las recientes reformas al artículo 6° de la Constitución General.

Esta iniciativa de Ley plantea un panorama con mayor exigencia para los sujetos obligados a proporcionar información pública y mayores derechos para los ciudadanos. Establece mecanismos y procesos de expedición de información pública observando en todo momento, la rapidez y sencillez necesaria para que ésta cumpla en todo momento con el mandato constitucional. Y además, incluye el tema de la protección de los datos personales de manera correcta, aplicable y en estricto apego a la garantía individual que lo ampara.

El contenido de esta iniciativa se encuentra estructurado bajo 12 apartados o capítulos, que contemplan, entre otros, los siguientes rubros:


Disposiciones generales. Incluye el objeto de la ley, las acciones para cumplir con el objeto de la misma, un amplio catálogo de definiciones y términos que se emplean en el texto, a fin de facilitar su lectura y aplicación; así como las entidades e instituciones obligadas a llevar a cabo las acciones en la materia, en los términos que marca esta ley y demás disposiciones aplicables.


La cultura de transparencia y protección de los datos personales. Este segundo apartado regula la intervención y participación del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, en aquellas acciones que se llevarán a cabo con el fin de garantizar el debido respeto a los derechos protegidos por mandato constitucional. Establece los mecanismos para instrumentar el Programa de cultura de la transparencia y protección de datos personales, así como la coordinación con las entidades públicas para la consecución de los fines previstos en dicho apartado.


La información pública mínima. Uno de los temas de mayor relevancia es el relacionado con la información pública mínima que las instituciones y entidades de carácter público y consideradas como sujetos obligados –de acuerdo a esta iniciativa de ley—  deben proporcionar al ciudadano. En este y otros apartados se incluye el uso de medios electrónicos para la difusión y publicación de esta información, en función de que, hoy en día, estos medios se han convertido en útiles herramientas de trabajo y comunicación. 

Incluye además, toda aquella información con la que debe cumplirse, en un listado genérico y en listados específicos para cada uno de los sujetos obligados.


La información clasificada como reservada y la información confidencial. En estos dos rubros, siguiendo con las disposiciones que establece la normativa vigente, se establecen los supuestos o tipos de información que se consideran bajo una clasificación u otra condición, el tiempo que dura bajo la clasificación –en el caso de la reservada--, el manejo que debe darse en ambos tipos de información y los procedimientos relacionados con su manejo y protección.


La protección de los datos personales. Como mencionamos en líneas anteriores, una de las mayores razones que dan mayor impulso a esta iniciativa de ley, obedece a la necesidad de regular el tema de la protección de los datos personales en el Estado. El Capítulo Sexto refiere los temas relativos al tratamiento que debe darse a los datos personales, entendiéndose por tal, a todas aquellas operaciones que se lleven a cabo con este tipo de datos. Además regula los derechos relativos al acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales respecto a los que, los ciudadanos tendrán previstos diversos procedimientos para su debido ejercicio, frente a lo cual, los sujetos obligados deberán observar y cumplir una serie de lineamientos para garantizar su debida protección.


Los archivos administrativos. Las disposiciones constitucionales establecen la obligatoriedad de que las entidades e instituciones públicas sujetas al cumplimiento de esta ley y demás disposiciones en la materia, aseguren la preservación, organización y actualización de los archivos de carácter administrativos que generen y manejen. Para lo anterior, deberán observarse las disposiciones que garanticen su cumplimiento, mismas que se encuentran reflejadas en esta iniciativa de Ley, así como en el ordenamiento propio en la materia.


El procedimiento de acceso a la información. Establece los principios de deben observarse en todo momento, relativo a la acceso de las personas a la información, siendo éstos los descritos en la reforma constitucional. La garantía de que cualquier persona puede tener acceso a la información que requiera, sin necesidad de acreditar interés y bajo la modalidad que elija, son elementos claves para asegurar la protección a los derechos de las personas así como para impulsar el fortalecimiento de la sociedad democrática que construimos día con día.


El recurso de revisión. Ante la irregularidad de un sujeto obligado, reflejado en una falta o violación a lo que dispone la ley, se prevé la posibilidad de ser impugnado mediante la interposición de un medio de defensa, el cual se interpone bajo la forma de recurso de revisión ante el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información. El Capítulo Décimo establece los supuestos bajo los cuales podrá instrumentarse dicho recurso, el procedimiento que sigue el Instituto para la substanciación del mismo, la resolución y consecuencias de la misma.

Los rubros mencionados, aunados a otros como el relativo a las Unidades de Atención, las responsabilidades, sanciones y leyes que se aplicarán de manera supletoria a lo que no establezca la ley, forman parte del contenido de la iniciativa que sometemos el día de hoy al estudio esta Honorable Legislatura.

Por las razones antes expuestas, en ejercicio de las facultades que nos confieren los Artículos 59, fracciones II y VII y 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 16, Apartado A, fracciones I y VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 181 fracciones II y VI de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; 13, 40 fracción II inciso 9, de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, sometemos a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente iniciativa de. . . . . 

TERCERO.-  La sociedad coahuilense de finales del Siglo XX y la que vió nacer el Siglo XXI, merced a los avances culturales, sociales, económicos y políticos del Estado, se ha desarrollado en un ambiente plural, critico y participativo; es una sociedad que desea y exige estar informada.

En efecto, en 1977 se reformó el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para efecto de garantizar  por parte del Estado el derecho a la información; y, en el 2003, se adiciona al artículo 7°  de la Constitución Política del Estado un tercero y cuarto párrafo, que comprende las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VIII, y el artículo 8° con un quinto y sexto párrafo a efecto de garantizar el derecho a la información pública, reforma constitucional que dio lugar a la Ley de Acceso a la Información Pública, a la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y a la Ley de Archivos Públicos.

Así las cosas, Coahuila  fue de las primeras entidades federativas que reconoció como garantía constitucional el derecho a la información pública y ahora con esta nueva Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, continúa siendo Estado de avanzada en lo que al derecho a la información se refiere.

Con fecha 20 de julio del pasado año, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la adición de un segundo párrafo con siete fracciones al artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

“ Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. 
Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.

II. 
La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

III. 
Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.

IV. 
Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u organismos especializados e imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y de decisión.

V. 
Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos.

VI. 
Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales.

VII. 
La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes.”

La iniciativa de Ley que ahora se estudia y dictamina, no sólo observa las prescripciones constitucionales antes mencionadas, sino que con base en la experiencia adquirida en materia de información pública, hace significativas aportaciones al incluir instituciones esenciales en materia de información pública, que limitan la discrecionalidad y garantizan para el gobernado el derecho y protección de  su intimidad, al regular todo lo referente a la protección de datos personales.

Lo anterior es así, pues con toda claridad se establece en el artículo 1° de la Ley objeto de estudio, que es de orden público y tiene por objeto establecer las bases para garantizar el derecho de cualquier persona al acceso a la información pública y la protección de datos personales, contenidos en los párrafos tercero, cuarto y octavo del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Además, la Ley en comento, no se limita a una simple declaración, pues con base en la misma, el Capítulo Sexto, dividido en cuatro secciones, lo dedica a la protección de los datos personales: la sección primera de dicho capítulo se refiere a las disposiciones generales y contiene un glosario para los efectos del propio capítulo, lo que se traduce en una garantía de seguridad para el gobernado; la sección segunda regula el tratamiento de datos personales; la tercera se refiere al acceso, rectificación, cancelación u oposición respecto a datos personales y la última, que es la cuarta, a los sujetos obligados frente al tratamiento de los datos personales.

Es de destacar, que la Iniciativa de Ley que ahora se dictamina, contiene también un capítulo, el décimo primero, en el que regula lo relativo a la responsabilidad de los servidores públicos en materia de información pública y las sanciones aplicables, disposiciones éstas de que adolecía la Ley de Acceso a la Información Pública y que desde luego son necesarias para garantizar de un modo más efectivo, el derecho del gobernado no sólo a  la información pública, sino también a la protección de sus datos personales.

Asimismo es importante señalar que esta comisión dictaminadora analizo todas y cada una de las Iniciativas de Reforma señaladas en el proemio del  presente dictamen y las tomo en consideración para formular el proyecto de decreto correspondiente por ser todas coincidentes en la materia y con la misma finalidad de fortalecer el derecho de los Coahuilenses a un mejor y eficaz acceso a la información publica.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía apruebe la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales Para el Estado de Coahuila, formulada por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, para quedar como sigue:
LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES  

PARA EL ESTADO DE COAHUILA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES 

SECCIÓN PRIMERA 

OBJETO DE LA LEY

Artículo 1.- La presente ley es de orden público y tiene por objeto establecer las bases para garantizar el derecho de cualquier persona al acceso a la información pública y la protección de datos personales, contenidos en los párrafos tercero y cuarto del artículo 7 y quinto del artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 2.- Para cumplir con su objeto, esta ley: 

I. Proveerá lo necesario para garantizar que toda persona tenga acceso a la información pública mediante procedimientos antiformales, sencillos, prontos, eficaces y expeditos; 

II. Garantizará los mecanismos que permitan transparentar la gestión pública, mediante la difusión de la información que generen los sujetos obligados;

III. Promoverá la generación y consolidación de una cultura de transparencia en la ciudadanía y los servidores públicos;

IV. Proveerá lo necesario para la debida administración, conservación y preservación de los archivos administrativos y la documentación en poder de los sujetos obligados para garantizar el acceso a la información pública;

V. Contribuirá a la consolidación de la democracia, mediante el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, y

VI. Garantizará la protección de los datos personales en poder de los sujetos obligados, los derechos de acceso, rectificación, cancelación, y oposición mediante procedimientos sencillos y expeditos.    

SECCIÓN SEGUNDA

CATÁLOGO DE DEFINICIONES

Artículo 3.- Para efectos de esta ley se entenderá por: 

I. Datos Personales: La información numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, acústica o de cualquier otro tipo concerniente a una persona, identificada o identificable: el nombre asociado al origen étnico o racial, o las características físicas, morales o emocionales, a la vida afectiva y familiar; el domicilio, número de teléfono, cuenta personal de correo electrónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias, convicciones religiosas, filosóficas, los estados de salud físicos, o mentales, las preferencias sexuales, la huella dactilar, el ADN, la fotografía y el número de seguridad social. 

II. Días: Días hábiles.

III. Documentos: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos. Los documentos podrán estar en cualquier medio, entre otros escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico.

IV. Entidad Pública: Los sujetos obligados a proporcionar información en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables, contenidos en el artículo sexto de esta ley, con excepción de los partidos políticos y las agrupaciones políticas.
V. Expediente: Un conjunto de documentos relacionados.

VI. Indicadores de Gestión: Medios, instrumentos o mecanismos para evaluar hasta qué punto o en qué medida se están logrando los objetivos estratégicos o las metas establecidas en los planes, programas o proyectos de los sujetos obligados en los que resulte aplicable de acuerdo a su naturaleza jurídica.

VII. Información: La contenida en los documentos que los sujetos obligados generan, obtienen, adquieren, transforman o conservan por cualquier título.

VIII. Información Confidencial: La información clasificada como tal en los términos del Capítulo Quinto de la ley.

IX. Información Pública: Toda información en posesión de los sujetos obligados, con excepción de la  que tenga el carácter de confidencial.

X. Información Reservada: La información pública restringida al acceso de manera temporal, de conformidad con el Capítulo Cuarto de la ley.

XI. Instituto: El Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.

XII. Ley: La Ley de Acceso a la Información Pública y de Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila. 

XIII. Reglamento: Reglamento de la Ley de Acceso a la Información Pública y de Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila. 

XIV. Servidor público: Los señalados con tal carácter, en la Constitución Política y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Coahuila.

XV. Sistema de Datos Personales: El conjunto organizado de datos personales, que estén en posesión de un sujeto obligado, sea en formato escrito, impreso, digital, sonoro, visual, electrónico, informático, holográfico o cualquier otro medio.

XVI. Sistema Electrónico: Aquél validado por el Instituto, mediante el cual se podrán realizar solicitudes de acceso a la información, protección de datos personales y recursos de revisión.

XVII. Sujetos obligados: Los señalados en el artículo 6  de esta ley.

XVIII. Unidad Administrativa: Las que, de acuerdo con la normatividad de cada uno de los sujetos obligados, tengan la información de conformidad con las facultades que les correspondan.
XIX. Unidad de Atención: Los órganos responsables de tramitar las solicitudes de acceso a la información de acuerdo con las disposiciones contenidas en el Capítulo Octavo de esta ley.

XX. Versiones Públicas: Documento en el que, para permitir su acceso, se testa u omite la información clasificada como reservada o confidencial.

SECCIÓN TERCERA

LOS SUJETOS OBLIGADOS

Artículo 4.- Toda la información en posesión de un sujeto obligado es pública, en los términos de esta ley, excepto aquella que sea considerada como confidencial. Las personas tendrán acceso a ella en los términos y condiciones que establece esta ley.

Artículo 5.- Los servidores públicos responsables de la aplicación de esta ley deberán de interpretarla bajo el principio de máxima publicidad. 

Conforme a este principio y en caso de duda razonable entre la publicidad y la reserva de la información, el servidor público deberá favorecer la publicidad de la misma, o bien, siempre que sea posible, elaborará versiones públicas de los documentos que contengan información clasificada como reservada o que sea confidencial.

En caso de duda razonable entre la publicidad y confidencialidad de los datos personales, el servidor público deberá resolver al bien jurídico de mayor valor, atendiendo a  razones de interés público establecidas en la presente ley. 

Artículo 6.- Son sujetos obligados de esta ley:

I. El Poder Ejecutivo del Estado

II. El Poder Judicial del Estado. 

III. El Poder Legislativo del Estado. 

IV. Los ayuntamientos o concejos municipales y la Administración Pública Municipal.

V. Los organismos descentralizados y desconcentrados de la Administración Pública Estatal y Municipal así como las empresas de participación estatal o municipal.

VI. Los organismos públicos autónomos del Estado.

VII. Las universidades públicas. 

VIII. Los partidos políticos y agrupaciones políticas, en los términos de las disposiciones aplicables.  

Quedan incluidos dentro de esta clasificación todos los órganos y dependencias de las fracciones I, II, III y IV del presente artículo, cualquiera que sea su denominación.

Artículo 7.- Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que se emita en ejercicio de las facultades expresas que les otorguen los ordenamientos jurídicos y demás disposiciones aplicables, así como en el ejercicio de recursos públicos, debiendo sistematizar la información.

Artículo 8.- Son obligaciones de los sujetos obligados en materia de acceso a la información las siguientes:

I. Constituir y mantener actualizados sus sistemas de archivo y gestión documental;

II. Publicar, actualizar y mantener disponible a través de medios electrónicos con que cuenten, la información a que se refiere el Capítulo Tercero de esta ley;

III. Asegurar la protección de los datos personales en su posesión, en términos de esta ley;

IV. Dar acceso a la información pública que le sea requerida, en los términos de ésta ley y demás disposiciones aplicables;

V. Capacitar a los servidores públicos en materia de transparencia y acceso a la información pública y protección de datos personales;

VI. Cumplir cabalmente las resoluciones del Instituto y colaborar con éste en el desempeño de sus funciones;

Artículo 9.- Los sujetos obligados podrán emitir acuerdos o lineamientos en el ámbito de su competencia, para el mejor ejercicio del acceso a la información y protección de datos personales. Esta atribución tendrá que ser ejercida en base a las disposiciones legales y reglamentarias en la materia. 

Artículo 10.- Las personas físicas y morales que, en el ejercicio de sus actividades, actúen en auxilio o colaboración de las entidades públicas, ejerzan gasto público, reciban, utilicen o dispongan de recursos públicos, estarán obligadas a entregar la información relacionada con dichos actos a través del sujeto obligado que entregue el recurso, supervise o coordine estas actividades.

CAPÍTULO SEGUNDO

DE LA CULTURA DE LA TRANSPARENCIA Y

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES
SECCIÓN ÚNICA

ACCIONES EN MATERIA DE CULTURA DE LA

TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Artículo 11.-  El Instituto, en coordinación con los demás sujetos obligados deberá promover y difundir de manera permanente la cultura de la transparencia y acceso a la información pública, así como la protección de los datos personales. 

Artículo 12.- En materia de cultura de la transparencia y protección de datos personales, el Instituto deberá:

I. Elaborar e instrumentar un programa de capacitación y actualización de los servidores públicos en materia de transparencia y acceso a la información pública, así como de protección de datos personales, en coordinación con los sujetos obligados; 

II. Promover la inclusión del contenido y derechos tutelados en esta ley, dentro de los programas y planes de estudio de las instituciones educativas de todos los niveles y modalidades del Estado, en conjunto con las instancias educativas correspondientes. Para lo anterior, el Instituto coadyuvará con las autoridades educativas en la preparación de los contenidos y en el diseño de los materiales didácticos de dichos planes y programas.

III. Promover la creación de centros de investigación, difusión y docencia sobre transparencia, derecho de acceso a la información pública y  protección de datos personales, que desarrollen el conocimiento sobre estos temas y coadyuven con el Instituto en sus tareas sustantivas, en coordinación con las instancias correspondientes, y

IV. Orientar y auxiliar a las personas para ejercer los derechos de acceso a la información y protección de datos personales. 

Artículo 13.- El Instituto elaborará el Programa de la cultura de transparencia y de protección de datos personales, conforme a las bases siguientes:

I. Se definirán los objetivos, estrategias y acciones particulares para hacer de conocimiento general el derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales;

II. Se definirá la participación que corresponde a los sujetos obligados y a la comunidad en general;

III. Se deberá propiciar la colaboración y participación activa del Instituto con los sujetos obligados y las personas, conforme a los lineamientos siguientes:
1. Se instrumentarán cursos de capacitación, talleres, conferencias o cualquier otra forma de aprendizaje, a fin de que las personas tengan la oportunidad de ejercer los derechos que establece esta ley;

2. El Instituto certificará a los sujetos obligados, organizaciones u asociaciones de la sociedad, así como personas en general, que ofrezcan, en forma interdisciplinaria y profesional, la posibilidad de llevar a cabo cursos o talleres en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales;

3. Las escuelas o facultades de derecho o de las ciencias sociales relacionadas con el tema, así como las asociaciones, barras y colegios de abogados en el Estado, ofrecerán una función social de asesoría y apoyo legal a las personas que pretendan ejercitar los derechos, y

4. El Instituto tendrá la obligación de prestar la asesoría, el apoyo o el auxilio necesario a las personas que pretendan ejercitar el derecho a la información pública y de protección de datos personales. Para tal efecto, diseñará e instrumentará mecanismos que faciliten el ejercicio pleno de estos derechos.

IV. Se evaluará objetiva, sistemática y periódicamente, el avance del programa y los resultados de su ejecución, así como su incidencia en la consecución de la finalidad prevista en esta ley, y

V. Con base en las evaluaciones correspondientes, el programa se modificará y/o adicionará en la medida en que el Instituto lo estime necesario.

Artículo 14.-  El Programa de la Cultura de Transparencia y, en su caso, las modificaciones al mismo, deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

El Instituto instrumentará los mecanismos para la difusión, eficacia y vigencia permanente de dicho programa.  

CAPÍTULO TERCERO

LA INFORMACIÓN PÚBLICA MÍNIMA 

SECCIÓN PRIMERA

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 15.- Con excepción de la información reservada o confidencial prevista en esta Ley, los sujetos obligados deberán difundir, actualizar y poner a disposición del público la información pública a que se refiere este Capítulo. 

Artículo 16.- Las páginas electrónicas utilizadas por los sujetos obligados para la difusión de información pública, observarán los siguientes lineamientos:

I. La página de inicio tendrá un vínculo de acceso directo a donde se encuentre la información pública a la que se refiere este Capítulo;

II. La información que se difunda en las paginas electrónicas deberá ser confiable, completa y oportuna, y

III. El lenguaje utilizado será claro, sencillo, accesible y que facilite la comprensión de las personas que consulten dichas páginas.

El Instituto establecerá los lineamientos necesarios para asegurar que la información cumpla con lo dispuesto en este artículo.

Artículo 17.- El reglamento establecerá la periodicidad con la que se deberá actualizar la información en los medios electrónicos disponibles por cada rubro. En todos los casos se deberá indicar en el medio electrónico la fecha de actualización por cada rubro de información.

En caso de que no exista una norma que instruya la actualización de algún contenido, este deberá actualizarse al menos cada tres meses. La calidad de la información a que se refiere este Capítulo será responsabilidad de quienes la proporcionen.

Artículo 18.- El sujeto obligado deberá difundir, dentro del primer mes de cada año, un calendario de actualización de la información, por cada contenido y área responsable.  

SECCIÓN SEGUNDA

LA INFORMACIÓN PÚBLICA MÍNIMA SUJETA A PUBLICACIÓN 

Artículo 19.- Las entidades públicas deberán difundir, en su caso, a través de medios electrónicos la siguiente información:

I. Su estructura orgánica en un formato que permita vincular por cada eslabón de la misma, nivel tabular, las facultades y responsabilidades que le corresponden de conformidad con las disposiciones aplicables, y los puestos públicos vacantes de dicha estructura, así como los requisitos para poder acceder a los mismos;

II. El marco normativo aplicable;

III. El directorio de los servidores públicos, a partir del nivel de jefe de departamento o equivalente, con nombre, domicilio, números telefónicos, y, en su caso, dirección electrónica oficiales;

IV. La remuneración mensual por puesto, incluyendo todas las percepciones;

V. El importe por concepto de viáticos del titular del sujeto obligado;

VI. El curriculum de los servidores públicos de primer nivel;

VII. La relativa a los convenios de colaboración que los sujetos obligados celebren con la Federación, otros estados, con los municipios y cualquier otra persona de derecho público o privado;

VIII. Las condiciones generales de trabajo, o instrumentos que regulen las relaciones laborales del personal sindicalizado y de confianza que se encuentre adscrito a los sujetos obligados y los recursos económicos o en especie que por cualquier motivo se hayan entregado a los sindicatos, incluso los donativos y el monto global de las cuotas sindicales;

IX.  Los planes, programas o proyectos con los indicadores de gestión que permitan conocer las metas, por unidad responsable;

X. Un listado con los servicios que ofrece, incluyendo los trámites para acceder a éstos y la población o sector a quien vayan dirigidos;

XI. Los programas de subsidio, estímulos y apoyos que ofrece, incluyendo montos asignados y requisitos para acceder a éstos, así como en su caso, las reglas de operación;

XII. Para los últimos tres ejercicios fiscales, la relativa al presupuesto asignado en lo general y por programa. 

XIII. La calendarización de las sesiones o reuniones públicas a que se convoquen, y en su caso, la minuta o acta correspondiente;

XIV. Nombre, domicilio oficial y dirección electrónica, en su caso, de los servidores públicos encargados de la Unidad de Atención;

XV. Los catálogos documentales de sus archivos administrativos de conformidad con lo establecido en esta ley;

XVI. Las solicitudes de acceso a la información pública y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, a través del sistema electrónico correspondiente;

XVII. Los informes de avances de gestión financiera cuatrimestrales y la cuenta pública anual, una vez que se presenten ante el Congreso del Estado; 

XVIII. Los resultados de todo tipo de auditorías practicadas y concluidas al ejercicio presupuestal de cada una de las entidades públicas, con excepción de los que debe publicar la Auditoría Superior del Estado, de acuerdo a lo previsto en la fracción IX del artículo 21 de este ordenamiento;
XIX. Respecto de los contratos celebrados por el sujeto obligado, un listado que relacione el número de contrato, su fecha de celebración, el nombre o razón social del proveedor y el monto del valor total de la contratación;

XX. Las convocatorias a concurso o licitación de obras, adquisiciones, arrendamientos, prestación de servicios, concesiones, permisos y autorizaciones, así como sus resultados en su caso en el sistema electrónico diseñado para tal efecto;
XXI. Los índices de expedientes clasificados como reservados elaborados semestralmente y por rubros temáticos;

XXII. Respecto de las concesiones, licencias, permisos y autorizaciones: su objeto, el nombre o razón social del titular, el tipo y vigencia de las mismas;

XXIII. La entrega de recursos públicos, cualquiera que sea su destino.
XXIV. El informe anual de actividades, y 

XXV. Cualquier otra información que sea de utilidad o resulte relevante para el conocimiento y evaluación de las funciones responsabilidad del sujeto obligado.

Artículo 20.- Además de lo señalado en el artículo anterior, el Poder Ejecutivo del Estado, deberá publicar la siguiente información: 

I. Las estadísticas e indicadores de la procuración de justicia;

II. En materia de procuración de justicia: estadísticas sobre denuncias y/o querellas presentadas y averiguaciones previas desestimadas;

III. Los reglamentos de las leyes expedidos en ejercicio de sus atribuciones;

IV. Las iniciativas de leyes o decretos y demás disposiciones generales o particulares en materia administrativa;

V. El listado de expropiaciones por causa de utilidad pública, realizadas en los últimos seis años;

VI. Los convenios de coordinación  con la Federación, Estados y Municipios  y de concertación con los sectores social y privado;

VII. El listado de patentes de las notarías públicas otorgadas y sus titulares, en los términos de la ley respectiva, y

VIII. La información que sea de utilidad o relevante para el conocimiento y evaluación de las funciones y políticas públicas responsabilidad de cada dependencia y entidad pública. 

Artículo 21.- Además de lo señalado en el artículo 19, el Poder Legislativo del Estado, deberá publicar la siguiente información:

I. Los nombres y currículum de los diputados electos, incluyendo los suplentes;

II. La agenda legislativa;

III. Las listas de asistencia y votación de los dictámenes tratados en cada una de las sesiones, con excepción de las votaciones relativas a la elección de personas, según lo dispuesto por el artículo 245 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza;

IV. La descripción general de las iniciativas de ley o decreto, quién las presenta, la fecha en que se recibieron, las Comisiones a las que se turnaron, y los dictámenes emitidos respecto a las mismas;

V. Las leyes, decretos y acuerdos aprobados por el Congreso o la Diputación Permanente;

VI. El Diario de Debates y la Gaceta Parlamentaria;

VII. Los montos de las partidas presupuestales asignadas a los Grupos Parlamentarios, las Comisiones o Comités, la Mesa Directiva, la Junta de Gobierno, y los demás órganos del Congreso;

VIII. Las convocatorias, actas, acuerdos y listas de asistencia de cada una de las comisiones o comités  así como del Pleno;

IX. A través de la Auditoría Superior del Estado,  los informes de resultados y en su caso,  los dictámenes de las Cuentas Públicas, y
X. Los demás informes que deban presentarse conforme a su Ley Orgánica.

Artículo 22.- Además de lo señalado en el artículo 19, el Poder Judicial del Estado, deberá publicar la siguiente información:

I. Su estructura jurisdiccional y administrativa;

II. Las funciones de las unidades jurisdiccionales, así como de las unidades administrativas;

III. El directorio de los funcionarios judiciales y administrativos. En el caso de los primeros deberá incluir desde el nivel de actuario o equivalente;

IV. La información desglosada sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución;

V. El monto,  destino y aplicación del Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia;

VI. Los principales indicadores sobre la actividad jurisdiccional que deberán incluir, al menos, los asuntos iniciados, en trámite y resueltos;

VII. Las listas de acuerdos de todos los órganos jurisdiccionales, las sentencias relevantes con los respectivos votos particulares si los hubiere, en los casos de los tribunales colegiados y la jurisprudencia sentada por los órganos competentes para establecerla;

VIII. Las convocatorias a concursos para ocupar cargos jurisdiccionales y los resultados de los mismos;

IX. Los procedimientos de justicia constitucional local;

X. En el caso del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado,  las sentencias concluidas;

XI. Las resoluciones dictadas por el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado y las sanciones disciplinarias impuestas a los integrantes de este Poder, en su caso;

XII. Las tesis aisladas y jurisprudenciales publicadas en el Boletín de Información Judicial o en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, y

XIII. Cualquier otra información que se considere relevante a juicio del Pleno del Tribunal Superior de Justicia o del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado.

Artículo 23.- Además de lo señalado en el artículo 19, los municipios deberán publicar la siguiente información:

I. Estadísticas e indicadores del desempeño a los cuerpos de Policía;

II. Las cantidades recibidas por concepto de multas, así como en su caso, el uso o aplicación que se les da;

III. Las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria;

IV. Los indicadores oficiales de los servicios públicos que presten;

V. El contenido de la Gaceta Municipal, en su caso;

VI. El calendario con las actividades culturales, deportivas y recreativas a realizar;

VII. Las actas de sesiones de cabildo;

VIII. La información que muestre el estado que guarda su situación patrimonial, incluyendo la relación de los bienes muebles e inmuebles y los inventarios relacionados con altas y bajas en el patrimonio del municipio;

IX. Los empréstitos, deudas contraídas, así como la enajenación de bienes;

X. Respecto al ejercicio del presupuesto: un reporte cuatrimestral sobre la  ejecución de las aportaciones federales y estatales, pudiendo identificar el programa para el cual se destinaron y, en su caso, el monto del gasto asignado por el propio municipio;

XI. Los controles de asistencia de los integrantes del Ayuntamiento a las sesiones de ese cabildo, y

XII. Las iniciativas de ley, decretos, reglamentos o disposiciones de carácter general o particular en materia municipal.

Artículo 24.- Los Municipios de menos de 70 mil habitantes podrán solicitar al Instituto que de manera subsidiaria divulgue vía electrónica la información pública mínima que señala este Capítulo. Para ello, el Congreso del Estado deberá hacer las previsiones presupuestales que se requieran para la integración y publicación en línea de la información obligatoria en medios electrónicos.

Artículo 25.- Además de lo señalado en el artículo 19, el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, deberá publicar la siguiente información:

I. Los informes que presenten los partidos políticos, asociaciones  y las agrupaciones políticas;

II. Los expedientes sobre quejas resueltas por violaciones a la Ley Electoral;

III. La información detallada de su estado financiero y del uso y manejo de su presupuesto;

IV. Las actas y acuerdos del Consejo General y sus comisiones;

V. Los programas institucionales en materia de capacitación, educación cívica y fortalecimiento de los partidos políticos y demás asociaciones políticas;

VI. La división del territorio que comprende el Estado en distritos electorales uninominales;

VII. Los listados de partidos políticos y demás asociaciones políticas registrados ante la autoridad electoral;

VIII. El registro de candidatos a cargos de elección popular;

IX. Los montos de financiamiento público por actividades ordinarias, de campaña y específicas otorgadas a los partidos y demás asociaciones políticas, así como el monto autorizado de financiamiento privado para campañas electorales;

X. Los cómputos totales de las elecciones y procesos de participación ciudadana llevados a cabo en el Estado;

XI. Las auditorías concluidas a los partidos políticos, y

XII. Los informes sobre sus demás  actividades. 

Artículo 26.- Además de lo señalado en el artículo 19, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila deberá publicar la siguiente información:

I. Las recomendaciones enviadas, y su destinatario;

II.  Los medios de impugnación derivados de las recomendaciones enviadas, y

III. Las estadísticas sobre las denuncias o quejas presentadas que permitan identificar el género de la víctima, su ubicación geográfica, edad y el tipo de violación.

Artículo 27.- Además de lo señalado en el artículo 19, las universidades públicas deberán publicar la siguiente información:

I. Los planes y programas de estudio según el sistema que ofrecen, ya sea escolarizado o abierto, con las áreas de conocimiento, el perfil profesional requerido para cursar el plan de estudios, la duración del programa con las asignaturas por semestre, su valor en créditos y una descripción sintética para cada una de ellas;

II. Toda la información relacionada con sus procedimientos de admisión;

III. Los programas de becas y apoyos, los requisitos y el procedimiento para acceder a los mismos;

IV. Los indicadores de resultados en las evaluaciones al desempeño de la planta académica, y

V. La remuneración de los profesores, incluyendo los estímulos al desempeño, nivel y monto.

Artículo 28.- Además de lo señalado en el artículo 19, el Instituto deberá hacer pública la siguiente información: 

I. El resultado de los recursos de revisión interpuestos y las versiones públicas de las resoluciones emitidas;

II. Los estudios que apoyan la resolución de los recursos de revisión;

III. En su caso, los amparos que existan en contra de sus resoluciones;

IV. Las estadísticas sobre las solicitudes de información. En ellas, se deberá  identificar: el sujeto obligado que la recibió, el perfil del solicitante, el tipo de respuesta, y la temática de las solicitudes;

V. El resultado en materia de los programas implantados para la protección de datos personales y organización de archivos;

VI. Los resultados de la evaluación al cumplimiento de la ley por parte de los sujetos obligados, y

VII. El informe sobre las acciones de promoción de la cultura de transparencia.

Artículo 29.- Los partidos políticos y las agrupaciones políticas, tendrán las obligaciones previstas en las fracciones I, II, III, IV y XIV del artículo 19 de la presente ley, así como:  
I. Sus documentos básicos y su plataforma política;

II. Los reglamentos, acuerdos y demás disposiciones de carácter general, aprobados por sus órganos de dirección, que regulen su vida interna, las obligaciones y derechos de sus afiliados, la elección de sus dirigentes y la postulación de sus candidatos a cargos de elección popular;

III. Las plataformas electorales y programas de gobierno que registren ante el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila;

IV. Los convenios de coalición o fusión que celebren, o de participación electoral que realicen con agrupaciones políticas;

V. Las convocatorias que emitan para la elección de sus dirigentes o la postulación de sus candidatos a cargos de elección popular, y en su caso el registro correspondiente;

VI. Los montos de financiamiento público otorgados mensualmente, en cualquier modalidad, a sus órganos estatales y municipales, durante los últimos tres años y hasta el mes más reciente y, en su caso, los descuentos correspondientes por sanciones;

VII. Los informes, anuales o parciales, de ingresos y gastos, tanto ordinarios como de precampaña y campaña que se presentan ante la autoridad electoral; el estado de situación patrimonial; el inventario de los bienes inmuebles de los que sean propietarios, así como los anexos que formen parte integrante de los documentos anteriores; la relación de donantes y los montos aportados por cada uno, en términos de la legislación electoral;

VIII. Las resoluciones que emitan sus órganos disciplinarios de cualquier nivel, una vez que hayan causado estado;

IX. Los nombres de sus representantes ante los órganos del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila;

X. El listado de las fundaciones, centros o institutos de investigación o capacitación, o cualquier otro, que reciban apoyo económico permanente del partido político, y

XI. 
La demás que señalen las disposiciones en materia electoral. 

CAPÍTULO CUARTO

LA INFORMACIÓN RESERVADA

SECCIÓN PRIMERA

CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN RESERVADA

Artículo 30.- El acceso a la información pública será restringido cuando ésta sea clasificada como reservada. Se clasificará como información reservada: 

I. La que ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; 

II. La que pueda comprometer la materia de seguridad pública del Estado y sus municipios;

III. La que pueda dañar la estabilidad económica y financiera del Estado;

IV. La que pueda poner en riesgo la implementación, administración y seguridad de los sistemas de datos personales;

V. Aquella cuya divulgación pueda causar un serio perjuicio a:

1. Las actividades de prevención o persecución de los delitos;

2. La gobernabilidad;

3. La impartición de justicia o la seguridad de un denunciante o testigo, y sus familias, en los términos de las disposiciones aplicables;

4. La recaudación de las contribuciones;

5. Cualquier otra acción que tenga por objeto la aplicación de las leyes.

VI. La que contengan las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada. Se considera que se ha adoptado la decisión definitiva cuando él o los servidores públicos responsables de tomar la última determinación resuelvan de manera concluyente una etapa, sea o no susceptible de ejecución;

VII.  Cuando se trate de información sobre estudios y proyectos cuya divulgación pueda causar daños al interés del Estado o suponga un riesgo para su realización, y

VIII. La que por disposición expresa de una ley sea considerada como confidencial o  reservada. 

Artículo 31.- Además se clasificará como información reservada la siguiente:

I. Los expedientes de  averiguaciones previas. Una vez que se determinó el ejercicio de la acción penal o el no ejercicio de la misma, serán susceptibles de acceso, a través de versiones públicas, en términos de las disposiciones aplicables; 

II. Los acuerdos y procedimientos de mediación, negociación, arbitraje y conciliación hasta en tanto no se tome un acuerdo firme;

III. Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en tanto la sentencia no haya causado ejecutoria. Una vez que dicha resolución cause ejecutoria los expedientes serán públicos, salvo la información reservada o confidencial que pudieran contener, y

IV. Los expedientes de las denuncias y procedimientos de juicio político y de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, que se tramiten ante el Congreso del Estado de Coahuila, sobre las responsabilidades de servidores públicos estatales y municipales. Una vez que se concluya con el trámite de estos expedientes, su contenido será público, salvo la información clasificada como reservada o aquella de carácter confidencial, en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 32.-   La información clasificada como reservada podrá perma​necer con tal carácter hasta por un periodo de ocho años. 
Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior, si aún subsistieren las causas que dieron origen a la clasificación de información reservada, los sujetos obligados podrán ampliar dicho plazo hasta por otro igual, previa fundamentación y motivación en términos de esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 33.- No podrá clasificarse como información reservada aquella relacionada con la investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad.

SECCIÓN SEGUNDA

REQUISITOS PARA LA CLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN RESERVADA

Artículo 34.- El acuerdo de clasificación de la información como reservada, que emita el titular de la Unidad Administrativa  deberá indicar:

I. La fuente y el archivo donde se encuentra la información;

II. La fundamentación y motivación que dieron origen a la clasificación;

III. La parte o las partes del documento que se reserva, o si este se reserva en su totalidad;

IV. El plazo de reserva, y

V. La Unidad Administrativa  responsable de su custodia.

Artículo 35.- La clasificación de la información deberá estar debidamente fundada y motivada y deberá demostrar la existencia de elementos objetivos a partir de los cuales se infiera que con el acceso a la información existe probabilidad de dañar el interés público.

Cuando el sujeto obligado clasifique la información como reservada con fundamento en el artículo 31 de esta ley, sólo deberá cumplir con la debida fundamentación y motivación. 

Artículo 36.- La información deberá ser clasificada por el titular de la Unidad Administrativa en el momento en que se genere el documento o el expediente, o en el que se reciba una solicitud de acceso a la información, en cuyo caso deberá tomarse en consideración la fecha en que se generó el documento o expediente para efectos del periodo de su clasificación.

La reserva de información no necesariamente abarca la totalidad de un registro público; la información, contenida en un documento, que no esté expresamente reservada se considerará pública, para efectos de generar una versión pública. 
Artículo 37.- La información reservada dejará de tener dicho carácter y será de acceso a las personas cuando ocurran cualquiera de las siguientes causas:

I. Venza el plazo de reserva;

II. Cesen las causas que dieron origen a su clasificación, y/o

III. Por resolución del Instituto que revoque o modifique la clasificación de reserva emitida por el sujeto obligado.

Artículo 38.- El Instituto será el encargado de interpretar en la esfera administrativa, la debida clasificación de información prevista en esta ley.

CAPÍTULO QUINTO

LA  INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 

SECCIÓN PRIMERA

LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL

Artículo 39.- La información que se refiere a la vida privada y los datos personales mantendrá el carácter de confidencial de manera indefinida y sólo podrán tener acceso a ellas los titulares de la misma y los servidores públicos que requieran conocerla para el debido ejercicio de sus funciones.

Artículo 40.- Se considerará como información confidencial:

I. Los datos personales que requieran del consentimiento de las personas para su difusión, distribución o comercialización y cuya divulgación no esté prevista en una ley;

II. La protegida por los secretos comercial, industrial, bancario, fiscal, fiduciario, médico y profesional;

III. La información protegida por la legislación en materia de derechos de autor o propiedad intelectual, y

IV. La recibida por los sujetos obligados, en los términos del artículo 41 de esta ley.

Artículo 41.- Los particulares podrán entregar a las dependencias y entidades con carácter de confidencial la siguiente información:

I. La relativa al patrimonio de una persona moral, con excepción de cualquiera de los sujetos obligados;

II. La que comprenda hechos y actos de carácter económico, contable, jurídico o administrativo relativos a una persona física o moral, que pudiera utilizarse en perjuicio de éste, y

III. Aquella cuya difusión afecte el patrimonio de un particular.

Artículo 42.- No se considerará como información confidencial:

I. Aquella que se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público, en cuyo caso se le hará saber al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar esta información, y

II. La que por  ley, tenga el carácter de pública.   

SECCIÓN SEGUNDA

EL MANEJO DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL

Artículo 43.- Los sujetos obligados que se constituyan como fideicomitentes o fideicomisarios de fideicomisos públicos, o como titulares de operaciones bancarias o fiscales que involucren recursos públicos, no podrán clasificar la información relativa al ejercicio de dichos recursos como secreto fiduciario, bancario o fiscal, respectivamente, sin perjuicio de que dicha información pueda ubicarse en algún otro supuesto de clasificación previsto en esta ley.

La información relativa a los fideicomisos o mandatos, se entregará a través de sus fideicomitentes o mandantes.

Artículo 44.- Cuando los particulares entreguen información confidencial a los sujetos obligados como resultado de una obligación establecida en una disposición jurídica, así como por un trámite o procedimiento del cual puedan obtener un beneficio la información será protegida de oficio. En el caso de que exista una solicitud de acceso que incluya información confidencial, los sujetos obligados podrán comunicarla, siempre y cuando medie el consentimiento expreso del titular  de dicha información confidencial.

Artículo 45.- La información confidencial a que se refiere este Capítulo, podrá divulgarse cuando, ante la presentación de un recurso de revisión y a juicio del Instituto, existan razones de interés público relacionadas con los objetivos de esta ley debidamente acreditadas.  Para este efecto, el recurrente aportará los elementos de prueba que considere pertinentes, que justifiquen la divulgación de la información confidencial.

Artículo 46.- Durante el procedimiento de sustanciación del recurso de revisión, deberá respetarse la garantía de audiencia de los titulares de la información confidencial y el Instituto realizará una valoración objetiva, cuantitativa y cualitativa, de los intereses en conflicto que permita razonablemente asegurar que los beneficios de divulgar la información sean mayores a la eventual afectación de los intereses de los particulares.

CAPÍTULO SEXTO

LOS DATOS PERSONALES 

SECCIÓN PRIMERA

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 47.- Los sujetos obligados, al tratar los sistemas de datos personales, deberán contar previamente con el consentimiento del titular, además de observar los siguientes principios: información previa, licitud, calidad de la información, confidencialidad y seguridad, así como garantizar el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, corrección y oposición en términos de la presente ley.

Artículo 48.- Para efectos de este Capítulo, se entenderá por:

I. Bloqueo: La conservación de datos personales una vez cumplida la finalidad para la que fueron recabados, con el único propósito de determinar posibles responsabilidades en relación con su tratamiento, hasta el plazo de prescripción de éstas.

II. Consentimiento: Toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, específica, expresa e informada, mediante la que el titular de la información consienta el tratamiento de datos personales que le conciernen; 

III. Datos personales especialmente protegidos: La información de una persona concerniente a su vida afectiva, familiar, ideología, opinión política, filiación sindical, creencia o convicción religiosa o filosófica, estado de salud físico o mental y la preferencia sexual;

IV. Disociación: El procedimiento mediante el cual los datos personales no pueden asociarse al titular ni permitir, por su estructura, contenido o grado de desagregación, o la identificación del mismo;

V. Encargado: El servidor público facultado por un instrumento jurídico o expresamente autorizado por el responsable para llevar a cabo el tratamiento físico o auto​matizado de los datos personales;

VI. Responsable: El servidor público titular de la unidad administrativa responsable de las decisiones so​bre el tratamiento físico o automatizado de datos personales, así como el contenido y finalidad de los sistemas de datos personales;

VII. Tercero: La persona física o moral, pública o privada, autoridad, entidad, órgano u organismo distinta del Titular, del responsable del tratamiento, del responsable del sistema de datos personales, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos bajo la autoridad directa del responsable del tratamiento o del encargado del tratamiento;

VIII. Titular: Persona física titular de los datos que sean objeto del tratamiento;

IX. Transmisión: Toda comunicación o cesión de datos personales a una persona distinta del Titular. No se considerará como tal la efectuada por el responsable al encargado de los datos personales, y

X. Tratamiento de datos personales: Cualquier operación o conjunto de operaciones efectuadas me​diante procedimientos automatizados o físicos y aplicados a datos personales, como la obtención, registro, organización, conservación, elaboración o modificación, extracción, consulta, utilización, co​municación por transmisión, difusión o cualquier otra forma que facilite el acceso a los mismos, cotejo o interconexión, así como su bloqueo, supresión o destrucción.

SECCIÓN SEGUNDA

EL TRATAMIENTO DE LOS DATOS PERSONALES

Artículo 49.- El tratamiento de los datos personales requerirá el consentimiento de su titular, salvo las excepciones señaladas en esta ley o en otra disposición legal. Tal consentimiento podrá ser revocado cuando exista causa justificada para ello sin que se le atribuyan efectos retroactivos. 

Al efecto, la Unidad de Atención contará con los formatos necesarios para recabar dicho consentimiento, pudiendo utilizarse, en su caso, medios electrónicos.

Artículo 50.- No será necesario el consentimiento para la obtención de los datos personales cuando:

I. Se recaben para el ejercicio de las atribuciones legales conferidas a las entidades públicas;

II. Se refieran a una relación de negocios, laboral o administrativa, siempre y cuando sean pertinentes;

III. Sean necesarios para efectuar un tratamiento para la prevención o para el diagnóstico médico, la prestación de asistencia sanitaria o tratamientos médicos o la gestión de servicios sanitarios, siempre que el titular no esté en condiciones de otorgar el consentimiento y que dicho tratamiento de datos se realice por una persona sujeta al secreto profesional u obligación equivalente;

IV. Los datos figuren en fuentes de datos personales de acceso público y se requiera su tratamiento siempre que no se vulneren los derechos del Titular, y

V. Por orden judicial.

Artículo 51.- Los sujetos obligados deberán informar al titular de los datos personales, de modo expreso, preciso e inequívoco y mediante un aviso de privacidad lo siguiente:

I. Que sus datos se incorporarán a un sistema de datos personales, la finalidad del tratamiento y los destinatarios;

II. Del carácter obligatorio o facultativo de la entrega de los datos personales;

III. De las consecuencias de la negativa a suministrarlos;

IV. De la posibilidad que estos datos sean transmitidos, en cuyo caso deberá constar el consentimiento expreso de la persona, salvo las excepciones previstas en esta ley;

V. De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, y

VI. Del cargo y dirección del responsable.

Artículo 52.- Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable cuando expresamente una ley lo establezca, cuando el tratamiento de los datos personales tenga fines históricos, estadísticos o científicos, o cuando la notificación al titular de dicha situación resulte imposible o exija esfuerzos desproporcionados, a criterio de la autoridad competente en la materia, en consideración al número de titulares, a la antigüedad de los datos y a las posibles medidas compensatorias. 

Artículo 53.- Los sujetos obligados desarrollarán o tendrán sistemas de datos personales sólo cuando estos se relacionen directamente con sus facultades o atribuciones, legales o reglamentarias. En todos los casos, los datos deberán obtenerse a través de los medios previstos en esta ley y demás disposiciones aplicables. 

La contravención a esta disposición será motivo de responsabilidad en términos que establece esta ley.

Artículo 54.- Los datos personales sólo podrán recabarse y ser objeto de tratamiento cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y la finalidad para las que se hayan obtenido. Los datos personales no podrán usarse para fines distintos a aquellos para las cuales fueron obtenidos o tratados. 

No se considerará como un fin distinto el tratamiento con fines his​tóricos, estadísticos o científicos. Los datos de carácter personal serán exactos. Los sujetos obligados deberán actualizarlos de forma que respondan con veracidad a la situación actual del titular. 

Artículo 55.- Deberá garantizarse el tratamiento confidencial de los datos personales, por lo que no podrán divulgarse o transmitirse salvo por disposición legal, por orden judicial o cuando medie el consentimiento del titular. Para lo anterior, deberán adoptarse las medidas que garanti​cen la seguridad de los datos personales y eviten su alteración, pérdida, transmisión y acceso no autoriza​do. 

Artículo 56.- Los responsables sólo podrán transmitir los sistemas de datos personales a terceros siempre y cuando se estipule, en su caso, en el contrato respectivo, la obligación del tercero de aplicar las medidas de seguridad y custodia previstas en el presente título, así como la imposición de las sanciones por su incumplimiento.

Artículo 57.- A los sujetos obligados que posean, administren o resguarden archivos de datos personales y a los servidores públicos de su adscripción, les estará prohibido:

I. Divulgar, distribuir o comercializar los datos personales que existan en sus archivos;

II. Usarlos para fines distintos para los cuales fueron obtenidos,

III. Confrontarlos y complementarlos con otros archivos de datos personales que posean, administren o resguarden otros sujetos obligados.

Artículo 58.- Los datos personales que hayan sido objeto de tratamiento, deberán ser suprimidos una vez que concluya el plazo de conservación establecido en las disposiciones aplicables. Los datos personales sólo  podrán ser conservados mientras subsista la finalidad para la que fueron obtenidos.

Artículo 59.- En el caso de que el tratamiento de los datos personales haya sido realizado por una persona distinta al sujeto obligado, el convenio o contrato que dio origen al tratamiento deberá establecer que a su término los datos deberán ser devueltos en su totalidad al sujeto obligado.

Artículo 60.- Los datos personales especialmente protegidos, sólo podrán ser recabados o tratados cuando, por razones de interés general, así lo disponga una ley o el titular lo consienta expresamente.

Quedan prohibidos los sistemas de datos personales creados con la finalidad exclusiva de almacenar los datos a que se refiere el presente artículo.

Artículo 61.- Los datos personales relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas únicamente podrán ser incluidos en los sistemas de datos personales de las entidades públicas competentes en los supuestos previstos por la normatividad aplicable.

SECCIÓN TERCERA

EL ACCESO, RECTIFICACIÓN, CANCELACIÓN U OPOSICIÓN RESPECTO A LOS DATOS PERSONALES

Artículo 62.- Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales son derechos independientes. El ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo ni impide el ejercicio de otro. La procedencia de estos derechos, en su caso, se hará efectiva una vez que el titular o su representante legal acrediten su identidad o representación, según sea el caso.

Artículo 63.- El titular tiene derecho a tener acceso a sus datos personales gratuitamente, a conocer el origen de dichos datos así como las transmisiones realizadas o que se prevean hacer de los mismos en términos de lo previsto por esta ley.

Artículo 64.- El titular tendrá derecho a la rectificación de sus datos personales cuando sean inexactos o incompletos, en los términos de esta ley.

Artículo 65.- El titular tendrá derecho a cancelar sus datos personales cuando:

I. El tratamiento de los mismos no se ajuste a lo dispuesto por la ley, así como por las disposiciones reglamentarias y administrativas conducentes, y

II. Hubiere ejercido el derecho de oposición, en los términos de lo previsto en esta ley y este haya resultado procedente.

Cuando un dato personal sea cancelado, el mismo será susceptible de ser bloqueado.

Artículo 66.- Cuando los datos personales hubiesen sido transmitidos con anterioridad a la fecha de rectificación o cancelación, esta situación deberá hacerse del conocimiento de las personas a quienes se les hubiera transmitido, dicha rectificación o cancelación, los cuales realizarán las adecuaciones correspondientes.

Artículo 67.- El titular tendrá derecho a oponerse al tratamiento de los datos personales que le conciernan, en el supuesto que los datos se hubiesen recabado sin su consentimiento, cuando existan motivos fundados para ello y la ley no disponga lo contrario. De actualizarse tal supuesto, el responsable del sistema deberá excluir del tratamiento los datos personales relativos al titular.

Artículo 68.- Sin perjuicio de lo que dispongan otras leyes, sólo los titulares o sus representantes legales podrán solicitar a la Unidad de Atención que les otorgue acceso, rectifique, cancele o haga efectivo su derecho de oposición, respecto de los datos personales que le conciernen y que obren en un sistema de datos personales en posesión de los sujetos obligados.

Artículo 69.- La solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición respecto a los datos personales, deberá contener:

I. El nombre del solicitante, copia de documento oficial con el que acredite su identidad y domicilio u otro medio para recibir notificaciones, así como los datos generales de su representante, en su caso;

II. El sujeto obligado a quien se dirija la solicitud;

III. La descripción clara y precisa de los datos personales respecto de los que se busca ejercer alguno de los derechos antes mencionados;

IV. Cuando se trate de una solicitud de rectificación de datos personales, deberán incluirse las modificaciones a realizarse y aportar la documentación que sustente su petición, y
Señalar la modalidad en la que el titular prefiere que se le otorgue el accesos a sus datos personalmente, la cual podrá ser verbalmente o mediante consulta directa, copias simples, certificadas, u otro tipo de medio.
Artículo 70.-  La Unidad de Atención deberá notificar al solicitante en un plazo de veinte días contados desde la presentación de la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición, la determinación adoptada en relación a su solicitud.

De resultar procedente la solicitud de rectificación, cancelación u oposición, ésta se hará efectiva dentro de los quince días siguientes a la fecha de la notificación. 

Los plazos antes referidos podrán ser ampliados una sola vez por un periodo de diez días, siempre y cuando las acciones que se deban llevar a cabo con motivo de la procedencia, o por la localización de los datos, lo justifiquen

Artículo 71.- Si los detalles proporcionados por el solicitante no bastan o son erróneos, la Unidad de Atención podrá requerir, por una vez y dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la solicitud de acceso, o diez días siguientes en el caso de solicitudes de rectificación, cancelación u oposición, que el titular indique otros elementos o corrija los datos. Este requerimiento interrumpirá los plazos establecidos en el artículo anterior.

Artículo 72.- En el supuesto que los datos personales a que se refiere la solicitud obren en los sistemas de datos personales de los sujetos obligados y éstos consideren improcedente la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición, emitirán una respuesta fundada y motivada al respecto, la cual deberán notificar al solicitante a través de la Unidad de Atención en los términos de lo previsto en este Capítulo.

Artículo 73.-  Si los sistemas de datos personales con que cuente el sujeto obligado no contienen la información solicitada, se hará del conocimiento del solicitante por conducto de la Unidad de Atención.

Artículo 74.- La entrega de los datos personales será gratuita, sin perjuicio de que el titular cubra el costo de los medios de reproducción y los gastos de envío, en términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 75.- Al titular que se le niegue el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición, podrá interponer el recurso de revisión previsto en esta ley.

Artículo 76.- No se requerirá el consentimiento previo del titular para la transmisión de sus datos personales entre entidades públicas cuando:

I. Esté previsto en una ley;

II. Se trate de datos obtenidos de fuentes de datos personales de acceso público;

III. Cuando la transmisión se realice al Ministerio Público en el ejercicio de sus atribuciones de investigación y persecución de los delitos, así como a los órganos impartidores de justicia en el ejercicio de sus funciones;

IV. Se trate de datos obtenidos por las entidades públicas en el ámbito de su competencia y sean utilizados para el mismo objeto, o 

V. Tenga por objeto el tratamiento posterior de los datos con fines históricos, estadísticos o científicos.

Artículo 77.- Si la transmisión se efectúa previo procedimiento de disociación, no será aplicable lo establecido en los artículos anteriores. 

SECCIÓN CUARTA

LOS SUJETOS OBLIGADOS FRENTE AL

TRATAMIENTO DE LOS DATOS PERSONALES

Artículo 78.- El tratamiento de datos personales sin el consentimiento de los titulares, que realicen las entidades públicas a cargo de la seguridad pública,, está limitada a aquellos supuestos y categorías de datos que resulten necesarios para la prevención de un peligro real para la seguridad pública o para la prevención o persecución de delitos, debiendo ser almacenados en sistemas específicos establecidos al efecto, que deberán clasificarse por categorías en función de su grado de fiabilidad.

Artículo 79.- El tratamiento de los datos personales especialmente protegidos por las autoridades de seguridad pública podrá realizarse exclusivamente en los supuestos en que sea absolutamente necesario para los fines de una investigación concreta, sin perjuicio del control de legalidad de la actuación administrativa o de la obligación de resolver las pretensiones formuladas, en su caso, por los titulares que corresponden a los órganos jurisdiccionales. Las entidades públicas cancelarán los datos personales recabados con fines policiales o de investigación cuando ya no sean necesarios para las investigaciones que motivaron su almacenamiento. A estos efectos, se considerará especialmente la edad del titular y el carácter de los datos almacenados, la necesidad de mantener los datos hasta la conclusión de una investigación o procedimiento concreto, la resolución judicial firme, en especial la absolutoria, el indulto, la rehabilitación, la prescripción de responsabilidad y la amnistía.

Artículo 80.- Los responsables de los sistemas que contengan los datos personales especialmente protegidos podrán negar el acceso, la rectificación o la cancelación en función del daño probable que pudieran derivarse para  la seguridad pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.

Artículo 81.- En materia tributaria, las autoridades fiscales podrán negar el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición cuando se pudieran obstaculizar las actuaciones administrativas tendientes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Artículo 82.- Los sujetos obligados deberán adoptar las medidas de seguridad físicas, técnicas y administrativas para cada sistema de datos personales que posean, las cuales garanticen el nivel de seguridad adecuado, de conformidad al tipo de datos contenidos en dichos sistemas.
Artículo 83.- Para garantizar la seguridad de los sistemas de datos personales los titulares de los sujetos obligados designarán un responsable, quien tendrá las siguientes atribuciones:

I. Atender y vigilar el cumplimiento de las medidas de seguridad necesarias para la protección de los datos personales;

II. Establecer los criterios específicos sobre el manejo, mantenimiento, seguridad y protección de los sistemas de datos personales;

III. Difundir la normatividad aplicable entre el personal involucrado en el manejo de los datos personales;

IV. Elaborar un plan de capacitación en materia de seguridad de datos personales;

V. Adoptar las medidas para el resguardo de los sistemas de datos personales, de manera que se evite su alteración, pérdida o acceso no autorizado;

VI. Autorizar a los encargados y llevar una relación actualizada de las personas que tengan acceso a los sistemas de datos personales, y

VII. Notificar al Instituto, a las autoridades competentes y a los titulares de los incidentes relacionados con la conservación o mantenimiento de los sistemas de datos personales previstos en las recomendaciones de medidas de seguridad de los mismos.
Artículo 84.- A efecto de facilitar el ejercicio de los derechos previstos en el presente Capítulo, los sujetos obligados deberán notificar al Instituto los sistemas de datos personales que posean, la categoría de datos de que se componen, su finalidad, la normatividad que les resulte aplicable; así como el responsable y las unidades administrativas en la que se encuentran dichos datos.

CAPÍTULO SÉPTIMO

LOS ARCHIVOS ADMINISTRATIVOS

SECCIÓN PRIMERA

MANEJO DE LOS ARCHIVOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 85.- Los sujetos obligados deberán preservar los documentos y expedientes en archivos administrativos organizados y actualizados, de conformidad con las disposiciones de este Capítulo y demás disposiciones aplicables, asegurando su adecuado funcionamiento y protección.

Artículo 86.- En el manejo de los documentos, los sujetos obligados deberán observar los principios de disponibilidad, eficiencia, localización expedita, integridad y conservación.

Artículo 87.- Los sujetos obligados contarán con un área coordinadora de archivos y responsables para los archivos de trámite los cuales elaborarán los instrumentos de control y consulta que permitan la correcta y adecuada organización, descripción, localización y conservación de documentos, que incluyan al menos:

I. El cuadro general de clasificación archivística;

II. El catálogo de disposición documental, y

III. Los inventarios documentales por expediente general, de transferencias y de bajas.

SECCIÓN SEGUNDA

AUTORIDADES COMPETENTES EN EL MANEJO DE ARCHIVOS

Artículo 88.- Son competentes para regular en materia de archivos:

I. Tratándose de dependencias y entidades del Poder Ejecutivo del Estado, corresponderá al Archivo General del Estado y demás entidades competentes, establecer los lineamientos específicos en materia de archivos administrai, con base en la ley de la materia, en esta ley y demás disposiciones aplicables.

II. Tratándose del Poder Judicial del Estado, contará con una unidad administrativa como responsable de la organización y regulación de su archivo administrativo;

III. Tratándose del resto de las entidades públicas estatales, corresponderá al Instituto en conjunto con cada una de ellas, establecer los lineamientos específicos en materia de archivos administrativos, y

IV. Tratándose de los ayuntamientos, corresponderá al Archivo Municipal de cada uno o la unidad administrativa que designe como responsable de la organización y regulación de sus archivos administrativos, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

La regulación en materia de archivos deberá tomar en consideración las normas archivísticas internacionalmente reconocidas así como las disposiciones vigentes en la materia  en el Estado.

Artículo 89.- El cuadro general de clasificación deberá contener al menos los tres niveles de descripción siguientes: fondo, sección y serie documental, sin perjuicio de que existan niveles intermedios según se requiera.

Artículo 90.- Las entidades públicas deberán elaborar y poner a disposición del público una guía simple de los archivos y su organización, que contenga la descripción de los fondos documentales vinculados a sus unidades administrativas, así como datos del responsable del archivo.

Artículo 91.- Los sujetos obligados deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la custodia y conservación de los expedientes clasificados como reservados o confidenciales.

Tratándose de información reservada, no podrá determinarse su baja documental hasta su desclasificación, y que transcurra un plazo mínimo de dos años, a efecto de garantizar el derecho de acceso a la información pública.

Artículo 92.- La baja documental o la conservación permanente de los documentos del Poder Ejecutivo del Estado, por contar con valores históricos, será declarado por el Archivo General del Estado o por la autoridad equivalente para cada entidad pública, en los términos de la ley de la materia.

Artículo 93.- Los archivos históricos tendrán el carácter de públicos y su acceso procederá en términos de la ley de la materia y demás disposiciones aplicables.
Artículo 94.- La autoridad en materia de archivos emitirá criterios respecto de la administración y resguardo de documentos electrónicos,  a fin de asegurar su disponibilidad, integridad y autenticidad de conformidad con los estándares internacionales.

CAPÍTULO OCTAVO

DE LAS UNIDADES DE ATENCIÓN 

SECCIÓN ÚNICA 

FUNCIONAMIENTO Y OBLIGACIONES DE 

LAS UNIDADES DE ATENCIÓN

Artículo 95.- Los sujetos obligados deberán contar con unidades de atención, en los siguientes términos: 

I. El Poder Judicial del Estado: Contará con una unidad de atención. En caso de que se estime pertinente se podrá  habilitar a servidores públicos para que reciban solicitudes en cada uno de los  distritos judiciales;

II. El   Poder Legislativo del Estado: Contará con una unidad de atención. La Auditoría Superior del Estado contará con su propia unidad de atención;

III. El Poder Ejecutivo del Estado y las entidades de la Administración Pública Estatal: Cada dependencia y entidad contará con su propia unidad de atención, sin perjuicio de que se instalen unidades de atención para los órganos desconcentrados que, por su tamaño, así lo ameriten. En caso de que se estime pertinente se podrá habilitar a servidores públicos para que reciban solicitudes en cada una de las oficinas que se encuentran en los municipios del Estado;

IV. Los Ayuntamientos y las entidades de la Administración Pública Municipal: Cada dependencia y entidad contará con su propia unidad de atención;

V. Las universidades públicas contarán con su propia unidad de atención;

VI. Los órganos constitucionales autónomos  contarán con su propia unidad de atención.  En caso de que se estime pertinente se podrá  habilitar a servidores públicos para que reciban solicitudes en cada una de las oficinas que se encuentran en los municipios del Estado, y

VII. Los partidos políticos y agrupaciones políticas contaran con su propia unidad de atención.    

Artículo 96.-  Las Unidades de Atención estarán integradas por un responsable y por el personal que para el efecto designe el sujeto obligado. Las entidades públicas harán del conocimiento del Instituto la integración de las Unidades de Atención.

Artículo 97.-  Es competencia de la Unidad de Atención:

I. Recabar, publicar y actualizar la información pública a la que se refiere el artículo 19  y demás aplicables de esta ley;

II. Administrar, sistematizar, archivar y resguardar la información pública así como los datos personales de los cuales disponga;

III. Auxiliar a las personas en la elaboración de solicitudes de información o para la protección de datos personales y, en su caso, orientarlos sobre las entidades públicas a quienes deban dirigirlas;

IV. Formular un programa de capacitación en materia de acceso a la información y datos personales, que deberá ser instrumentado por la propia Unidad;

V. Establecer los procedimientos internos que contribuyan a la mayor eficiencia en la atención de las solicitudes de acceso a la información;

VI. Recibir, dar trámite, y seguimiento hasta su conclusión, a las solicitudes de acceso a la Información o para la protección de datos personales, cumpliendo con las formalidades y plazos señalados en esta ley y demás disposiciones aplicables;

VII. Operar, dentro del sujeto obligado correspondiente, el sistema electrónico;

VIII. Registrar las solicitudes de acceso a la información o para la protección de datos que sean presentadas de manera escrita, dentro del sistema electrónico;

IX. Efectuar las notificaciones correspondientes;

X. Realizar los trámites internos de cada sujeto obligado, necesarios para entregar la información solicitada o dar satisfacción a la acción para la protección de datos personales;

.

XI. Llevar un registro de las solicitudes de Acceso a la Información y de protección de datos y sus resultados;

XII. Establecer los procedimientos para asegurarse que, en el caso de datos personales, éstos se entre​guen sólo a su titular o su representante, y

XIII. Las demás previstas en esta ley.

CAPÍTULO NOVENO

EL PROCEDIMIENTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

SECCIÓN ÚNICA

EL PROCEDIMIENTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 98.- Los procedimientos relativos al acceso a la información se regirán por los principios: de máxima publicidad, eficacia, antiformalidad, gratuito, libre, sencillo, pronto y  expedito.

Artículo 99.-  Los sujetos obligados no podrán establecer en los procedimientos de acceso a la información, mayores requisitos ni plazos superiores a los estrictamente establecidos en esta ley, a efecto de garantizar que el acceso sea sencillo, pronto y expedito. 

Artículo 100.- Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno, por si o a través de su representante legal, tendrá acceso gratuito a la información pública y a sus datos personales en poder de los sujetos obligados, salvo los casos de excepción contemplados por esta ley.

Artículo 101.- Para presentar una solicitud de acceso a la información o para iniciar otro de los proce​dimientos previstos en esta ley, las personas tienen el derecho de que el sujeto obligado le preste servicios de orientación y asesoría. Las Unidades de Atención auxiliarán a los particulares en la elaboración de solicitudes, especialmente cuando el solicitante no sepa leer ni escribir, hable una lengua indígena, o se trate de una persona que pertenezca a un grupo vulnerable.

Artículo 102.- La solicitud de información podrá formularse:

I. De manera verbal;

II. Mediante escrito libre ó en los formatos que para el efecto apruebe el Instituto, o

III. A través del sistema electrónico que el Instituto valide para tal efecto.

Cuando la solicitud se realice verbalmente, el encargado de la Unidad de Atención de la entidad pública que se trate, registrará en un acta o formato la solicitud de información, que deberá cumplir con los requisitos del artículo siguiente, y entregará una copia de la misma al interesado. Cuando la solicitud se realice en escrito libre o mediante formatos, la Unidad de Atención registrará en el sistema electrónico la solicitud y le entregará al interesado el acuse de recibo. 

Artículo 103.- La solicitud de información que se presente deberá contener cuando menos los siguientes datos:

I. Los datos de identificación del sujeto obligado a quien se dirija;

II. La descripción del o los documentos o la información que se solicita;

III. El lugar o medio para recibir la información y las notificaciones;

IV. La modalidad en la que prefiere se otorgue  la información, la cual podrá ser mediante consulta directa, copias simples, certificadas, digitalizadas, u otro tipo de medio electrónico, y

V. El nombre del solicitante y, opcionalmente, su perfil para propósitos estadísticos.

Artículo 104.- Cuando la información solicitada no sea competencia del sujeto obligado ante el cual se presentó la solicitud de acceso, en razón de las atribuciones o funciones conferidas conforme a la normatividad aplicable, la Unidad de Atención, en un plazo máximo de cinco días contados a partir de que se presentó la solicitud, deberá orientar debidamente al solicitante a través del medio que éste haya elegido.  En aquellos casos donde la incompetencia del sujeto obligado sea clara, la petición del particular no tendrá el carácter de solicitud de acceso conforme a esta ley.

Artículo 105.- Cuando la solicitud presentada no fuese precisa o clara en cuanto a la información requerida o no cumpla con todos los requisitos señalados en la presente ley, el sujeto obligado mandará requerir dentro de los cinco días, por escrito o vía electrónica, al solicitante, para que en un plazo de tres días contados a partir del día siguiente en que se efectuó la notificación, aclare y precise o complemente su solicitud de información. En caso de que el solicitante no cumpla con dicha prevención, la solicitud de información se tendrá como no presentada. Este requerimiento interrumpirá el plazo establecido en  artículo 108 de esta ley. Ninguna solicitud de información podrá desecharse si el sujeto obligado omite requerir al solicitante para que subsane su solicitud.

Artículo 106.- Admitida la solicitud de Información por el sujeto obligado, la Unidad de Atención gestionará al interior la entrega de la información y la turnará a las Unidades administrativas que correspondan.  

Artículo 107.-  Cuando la información solicitada no se encuentre en los archivos de la unidad administrativa a la que se turnó la solicitud, ésta deberá remitir a la Unidad de Atención la solicitud de acceso a la información y un documento donde se exponga la inexistencia de la misma. La Unidad de Atención analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizarla. En caso de no encontrarla, emitirá una respuesta que confirme su inexistencia en los términos de la presente ley. 

Artículo 108.- La respuesta a una solicitud de acceso a la información deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá ser mayor de veinte días, contados a partir de la presentación de aquélla. Además, se precisará el costo y la modalidad en que será entregada la información, atendiendo en la mayor medida de lo posible a la solicitud del interesado. 

Excepcionalmente, este plazo podrá ampliarse hasta por diez días más cuando existan razones que lo motiven. La ampliación del plazo se notificará al solicitante a más tardar el décimo octavo día del plazo descrito en el párrafo anterior. No podrán invocarse como causales de ampliación del plazo aquellos motivos que supongan negli​gencia o descuido del sujeto obligado en el desahogo de la solicitud.

Artículo 109.- Cuando el sujeto obligado no entregue la respuesta a la solicitud de acceso dentro de los plazos previstos en esta ley, la solicitud se entenderá negada y el solicitante podrá interponer el recurso de revisión, en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables.

En caso de que el Instituto determine la publicidad de la información motivo de dicho recurso, y que se acredite debidamente que dicha omisión fue por negligencia, la autoridad queda obligada a otorgarle la información corriendo a costa del sujeto obligado los gastos correspondientes.

Artículo 110.- Una vez notificada la respuesta prevista en el artículo 108, la Unidad de Atención contará con un plazo que no excederá de diez días para poner a disposición del solicitante la documentación requerida. En caso de que sea necesario cubrir costos para obtener la información en alguna modalidad de entrega, el plazo correrá a partir de la fecha en que el solicitante acredite haber cubierto el pago de los derechos correspondientes.

Artículo 111.- La obligación de dar acceso a la información se tendrá por cumplida cuando la información se entregue al solicitante en medios electrónicos, ésta se ponga a su disposición para consulta en el sitio en que se encuentra, o bien mediante la expedición de copias simples o certificadas. El acceso a la información se dará solamente en la forma en que lo permita el documento de que se trate.

En el caso de que la información ya esté disponible en medios electrónicos, la Unidad de Atención se lo indicará al solicitante, precisando la dirección electrónica completa del sitio donde se encuentra la información requerida, y en la medida de sus posibilidades podrá proporcionarle una impresión de la misma. 

En el caso de que la información solicitada ya esté disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, informes, trípticos o en cualquier otro medio, se le hará saber al solicitante por escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información.

Artículo 112.- Los sujetos obligados entregarán documentos que se encuentren en sus archivos. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés particular del solicitante. Sin perjuicio de lo anterior, las entidades públicas deberán sistematizar la información.
Artículo 113.- El examen y la consulta que soliciten las personas de la información pública serán gratuitos. No obstante lo anterior, en caso de la reproducción de la información, el sujeto obligado  podrá  cobrar, en términos de las disposiciones aplicables los siguientes conceptos:

I. El costo de los insumos utilizados;

II. El costo de su envío;

III. La certificación de documentos, cuando así se solicite, y

El costo unitario de la reproducción no debe ser superior al costo de los materiales utilizados en la misma. Los sujetos obligados deberán reducir al máximo los tiempos y costos de entrega de información. 

Artículo 114.- Los solicitantes tendrán un plazo de diez días a partir de que se les notifique la resolución de acceso a la información para realizar el pago a que se refiere el artículo 110 de esta ley y, en caso de no hacerlo, deberán realizar una nueva solicitud de información sin responsabilidad para el sujeto obligado.

Artículo 115.- El solicitante contará con un plazo de quince días para disponer de la información; y de no hacerlo, deberá realizar una nueva solicitud de información sin responsabilidad para el sujeto obligado. 

Artículo 116.- La certificación de documentos conforme a esta ley tiene por objeto establecer que en los archivos del sujeto obligado existe un documento en original, copia simple, digitalizada u otro medio electrónico, igual al que se entrega. En caso de que no hubiera un servidor público facultado para realizar las certificaciones, éstas podrán ser realizadas por el titular de la unidad administrativa en donde se encuentren los documentos o, en su defecto, por el titular de la Unidad de Atención del sujeto obligado correspondiente.

Artículo 117.- Cuando la información solicitada pueda obtenerse a través de un trámite, la Unidad de Atención del sujeto obligado orientará al solicitante sobre el procedimiento que corresponda, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

I. El fundamento del trámite se encuentre establecido en una Ley o Reglamento;

II. El acceso suponga el pago de una contraprestación en los términos de los ordenamientos jurídicos aplicables, y

III. No se requiera acreditar interés alguno.

En ese caso, la solicitud de información podrá desecharse por improcedente. Queda a salvo el derecho del particular de interponer el recurso de revisión.

Artículo 118.- Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les den, incluyendo en su caso, la información entregada, serán públicas. De igual forma, los sujetos obligados deberán poner a disposición de las personas esta información a través de medios electrónicos de comunicación. 

Artículo 119.- La Unidad de Atención no estará obligada a dar trámite a solicitudes de acceso ofensivas o cuando se haya entregado información sustancialmente idéntica como respuesta a una solicitud de la misma persona. 

En estos casos, la Unidad de Atención deberá indicar al solicitante que su solicitud es ofensiva o que ya se le ha entregado información pública sustancialmente idéntica.

Excepcionalmente, el superior jerárquico de la Unidad de Atención, a solicitud de ésta, podrá desechar solicitudes de información cuando su respuesta implique la elaboración o revisión de documentos o expedientes o la generación de versiones públicas de los mismos, en un número tal que cause un entorpecimiento extremo de las actividades del sujeto obligado. En estos casos, el desechamiento deberá fundar y motivar tal circunstancia.  Asimismo, se procurará establecer contacto con el solicitante para orientarlo sobre maneras alternativas de presentar la solicitud para obtener la información que busca, o bien la forma y tiempo en que paulatinamente puede darse respuesta a su solicitud. Queda a salvo el derecho del particular de interponer el recurso de revisión, si no estuviere conforme.

CAPÍTULO DÉCIMO 

EL RECURSO DE REVISIÓN

SECCIÓN PRIMERA 

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN

Artículo 120.- El recurso de revisión procede por cualquiera de las siguientes causas: 

I. La negativa de acceso a la información;

a. Por tratarse de información confidencial;

b. Por tratarse de información clasificada como reservada;

II. La declaración de inexistencia de información; 

III. La entrega de información en una modalidad distinta a la solicitada, o en un formato incomprensible; 

IV. La declaración de incompetencia de un sujeto obligado;

V. La inconformidad con los costos o tiempos de entrega de la información; 

VI. La información que se entregó sea incompleta o no corresponda con la solicitud; 

VII. La inconformidad con las razones que motivan una prórroga; 

VIII. La negativa de acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales; 

IX. El tratamiento inadecuado de los datos personales, y

X.  La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información o de datos personales dentro de los plazos establecidos en esta ley. 

Artículo 121.- El recurso de revisión podrá interponerse, de manera directa o por medios electrónicos, ante el Instituto. Para este efecto, la Unidad de Atención al momento de dar respuesta a una solicitud de acceso a la información o de datos personales, orientará al particular sobre su derecho de interponer la revisión y el modo de hacerlo.

Artículo 122.- Toda persona podrá interponer, por si o a través de su representante legal, el recurso de revisión, mediante escrito libre o a través de los formatos establecidos por el Instituto para tal efecto o por medio del sistema electrónico habilitado para tal fin, dentro de los quince días  siguientes contados a partir:

I. La notificación de la respuesta a su solicitud de información, o  

II. El vencimiento del plazo para la entrega de la respuesta de la solicitud de información, cuando dicha respuesta no hubiere sido entregada.

SECCIÓN SEGUNDA

REQUISITOS PARA LA INTERPOSICIÓN 

DEL RECURSO DE REVISIÓN

Artículo 123.- El recurso de revisión deberá contener lo siguiente:

I. El nombre del recurrente y, en su caso, el de su representante legal o mandatario, así como del tercero interesado, si lo hay;

II. El sujeto obligado ante el cual se presentó la solicitud de acceso; 

III. El domicilio o medio electrónico para oír y recibir notificaciones; en caso de no haberlo señalado, aún las de carácter personal, se harán por estrados;

IV. El acto o resolución que recurre y, en su caso, el número de expediente que identifique el mismo, o el documento con el que acredite la existencia de la solicitud o los datos que permitan su identificación en el sistema electrónico;

V. La fecha en que se le notificó;

VI. Los agravios, y

VII. Los puntos petitorios.

Adicionalmente se podrán anexar las pruebas y demás elementos que se consideren procedentes hacer del conocimiento del Instituto. 

Artículo 124.- En el caso de que se omita alguno de los requisitos previstos en las fracciones I, IV y V del artículo anterior, el Instituto tendrá un plazo de tres días para prevenir al recurrente, a fin de que subsane las deficiencias del recurso de revisión. Para lo anterior, el recurrente tendrá un plazo de cinco días contados a partir del requerimiento por parte del Instituto. Transcurrido este último plazo, sin que se hubiese cumplido la prevención, el recurso se tendrá por no interpuesto. La prevención suspende los plazos previstos en este Capítulo. 

Artículo 125.-  El Instituto deberá suplir las deficiencias que presente el  recurso de revisión, cuando se omita el cumplimiento de los requisitos previstos en las fracciones II, III, VI y VII del artículo 123 de esta ley, siempre y cuando no altere el contenido original de la solicitud de acceso o de datos personales. 

SECCIÓN TERCERA

LA SUBSTANCIACIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN

Artículo 126.- Presentado el recurso ante el Instituto, se estará a lo siguiente:

I. El Instituto designará de los miembros del Consejo General un encargado de llevar a cabo el estudio del mismo, quien determinará la admisión o no del recurso;

II. El acuerdo de admisión se dictará dentro de los tres días siguientes al de su presentación;

III. Admitido el recurso, se integrará un expediente y se notificará al sujeto obligado señalado como responsable, para que dentro del término de cinco días contados a partir del día siguiente de dicha notificación, produzca su contestación fundada y motivada y aporte las pruebas que considere pertinentes;

IV. En el caso de existir tercero interesado se le hará la notificación para que en el mismo plazo acredite su carácter, alegue lo que a su derecho convenga y presente las pruebas que considere pertinentes;

V. Si alguna de las partes ofrece medios de prueba que requieran de desahogo o de algún trámite para su perfeccionamiento, el Instituto determinará las medidas necesarias dentro de los tres días hábiles siguientes a que se recibieron. Una vez desahogadas las pruebas se declarará cerrada la instrucción y el expediente pasará a resolución;

VI. Excepcionalmente, el Instituto podrá ampliar los plazos hasta por cinco días más, cuando la importancia y trascendencia del asunto así lo amerite;

VII. Cerrada la instrucción, se elaborará el proyecto de resolución que deberá ser presentado a consideración del Consejo General;

VIII.  El Instituto podrá determinar, cuando así lo considere necesario, audiencias con las partes en cualquier momento;

X.  El Consejo General del Instituto, bajo su más estricta responsabilidad, deberá emitir la resolución debidamente fundada y motivada, en un término no mayor de cuarenta días, contados a partir de la interposición del recurso. Este plazo podrá, en casos excepcionales, ser ampliado hasta por otro igual cuando existan razones que lo motiven y éstas se le notifiquen al recurrente y al sujeto obligado.

SECCIÓN CUARTA

LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO

Artículo 127.- Las resoluciones del Instituto podrán:

I. Sobreseer o desechar el recurso por improcedente.

II. Confirmar, revocar o modificar la resolución del sujeto obligado.

Artículo 128.- Las resoluciones del Instituto deberán contener como mínimo  lo siguiente:

I. Lugar, fecha en que se pronuncia, el nombre del recurrente, sujeto obligado y extracto breve de los hechos recurridos;

II. Los preceptos que la fundamenten y las consideraciones que la sustenten;

III. Los alcances y efectos de la resolución, fijando los plazos y procedimientos necesarios para su cumplimiento;

IV. En su caso, la indicación de la existencia de una probable responsabilidad de los servidores públicos a los órganos internos de control  de los sujetos obligados; 

V. Los puntos resolutivos.

Tratándose del mal uso de los datos personales se dejarán a salvo los derechos al recurrente para que los haga valer en la vía y forma que corresponda conforme a la normatividad aplicable.

Artículo 129.- El recurso será desechado por improcedente cuando:

I. Sea extemporáneo;

II. El Instituto haya conocido anteriormente del recurso respectivo y resuelto en definitiva;

III. Se recurra una resolución o acto que no hayan sido emitidos por el sujeto obligado; y/o

IV. Se esté tramitando ante los tribunales competentes algún recurso o medio de defensa interpuesto por el recurrente.

Artículo 130.- El recurso será sobreseído en los casos siguientes:

I. Por desistimiento expreso del recurrente;

II. Cuando por cualquier motivo quede sin materia el recurso, y/o

III. Cuando admitido el recurso sobrevenga una causal de improcedencia.

Artículo 131.- El Instituto podrá en cualquier momento del procedimiento buscar una conciliación entre el recurrente y el sujeto obligado. De llegarse a un acuerdo de conciliación entre ambos, ésta se hará constar por escrito y tendrá efectos vinculantes. El recurso quedará sin materia y el órgano garante verificará el cumplimiento del acuerdo respectivo. 

Artículo 132.- El Instituto, previo acuerdo del Consejo General, podrá tener acceso a la información confidencial o reservada, siempre que sea indispensable para resolver el asunto. El Instituto será responsable de mantener con ese carácter dicha información en los términos de las disposiciones aplicables. 

Artículo 133.- Salvo prueba en contrario, la falta de contestación del sujeto obligado al recurso dentro del plazo respectivo, hará presumir como ciertos los hechos que se hubieren señalado en él, siempre que éstos le sean directamente imputables. En estos casos el plazo para resolver el recurso será de quince días. 

Artículo 134.- Interpuesto el recurso por la causal prevista en la fracción X del artículo 120 de esta ley, el Instituto dará vista, a más tardar al día siguiente de que se recibió la solicitud, al sujeto obligado para que alegue lo que a su derecho convenga en un plazo no mayor a cinco días. Recibida su contestación, el Instituto  deberá emitir su resolución en un plazo no mayor a cinco días, requiriéndole al sujeto obligado que entregue la información solicitada, siempre y cuando la información no sea reservada o confidencial, en un plazo no mayor a diez días cubriendo, en su caso, los costos de reproducción del material.
En el caso de que el sujeto obligado clasifique la información como reservada o confidencial, se dejarán a salvo los derechos del solicitante para que los pueda impugnar en la vía y forma que establece la presente ley.
Artículo 135.- Las actuaciones y resoluciones del Instituto  se notificarán, en el domicilio que al efecto señalen las partes o a través del sistema electrónico o en su defecto en los estrados. Las resoluciones deberán ser notificadas dentro de las 48 horas siguientes a que se dicten y surtirán efectos al día siguiente de que se efectúen.

Artículo 136.- Los sujetos obligados, en su caso, deberán informar al Instituto del cumplimien​to de sus resoluciones, en un plazo no mayor a diez días a partir de que sean cumplimentadas. 

Artículo 137.- Cuando el Instituto determine en una resolución derivada de la interposición de un recurso de revisión, que algún servidor público pudo haber incurrido en responsabilidad por violaciones a esta ley, deberá hacerlo del conocimiento del órgano interno de control de los sujetos obligados, para que éste inicie, en su caso, el procedimiento de responsabilidad correspondiente conforme a lo previsto en esta ley, la ley de la materia y demás disposiciones aplicables.

Artículo 138.- Las autoridades judiciales tendrán acceso a la información reservada o confidencial cuando resulte indispensable para resolver el asunto y ésta hubiera sido ofrecida en juicio. Dicha información deberá ser mantenida con ese carácter y no estará disponible en el expediente judicial.

Artículo 139.- Las resoluciones del Instituto serán definitivas e inimpugnables para los sujetos obligados y contra ellas no procederá recurso jurisdiccional alguno, salvo el control de justicia constitucional local en los términos de las disposiciones aplicables.

De igual forma las resoluciones serán públicas, salvo cuando contengan información clasificada como reservada o que sea confidencial, en cuyo caso se elaborarán versiones públicas.

Artículo 140.- A fin de que la tramitación del recurso sea expedita, el Instituto contará con las siguientes medidas de apremio:

I. Apercibimiento;

II. Amonestación privada, y

III. Amonestación pública.

CAPÍTULO DECIMOPRIMERO
LA RESPONSABILIDAD Y LAS SANCIONES

SECCIÓN PRIMERA

CAUSALES DE RESPONSABILIDAD

Artículo 141.- Son causas de responsabilidad administrativa de los servidores públicos por incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley,  las siguientes:

I. Negar intencionalmente información no clasificada como reservada ni considerada confidencial en términos de esta ley;

II. Clasificar con dolo como reservada información que no cumple con las características señaladas para tal condición en esta ley. Esta causal sólo procederá cuando exista una resolución previa respecto del criterio de clasificación de ese tipo de información emitida por el Instituto;

III. Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la substanciación de las solicitudes de acceso a la información o de datos personales, o bien, en la difusión de la información pública mínima  a que están obligados conforme a esta ley;

IV. Declarar dolosamente la inexistencia de información o de datos personales, cuando esta exista total o parcialmente en los archivos en la Unidad Administrativa;

V. Entregar información clasificada como reservada o que sea confidencial, conforme a lo dispuesto por esta ley;

VI. Omitir reiteradamente dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información o de datos personales dentro de los plazos previstos por esta ley;

VII. Usar, sustraer, destruir, ocultar, inutilizar, divulgar o alterar, total o parcialmente y de manera indebida, información que se encuentre bajo su custodia o a la cual tengan acceso o conocimiento con motivo de su empleo, cargo o comisión;

VIII. Entregar intencionalmente de manera incompleta o falsa la información requerida en una solicitud de acceso a la información o de datos personales;

IX. Dar tratamiento a sistemas de datos personales en contravención a los principios establecidos en esta ley;

X. Mantener los sistemas, espacios físicos, programas o equipos que contengan datos personales sin las debidas condiciones de seguridad que se determinen en las disposiciones reglamentarias y administrativas correspondientes;

XI. Transmitir datos personales, fuera de los supuestos permitidos, particularmente cuando la misma haya tenido por objeto obtener un lucro indebido;

XII. No cesar en el uso ilícito de los tratamientos de datos personales cuando sea requerido para ello por el Instituto, y/o

XIII. No acatar por dolo o negligencia las resoluciones emitidas por el Instituto.

Cuando el Instituto determine que algún servidor público pudo haber incurrido en responsabilidad por violaciones a esta ley, deberá hacerlo del conocimiento del órgano interno de control de los sujetos obligados, para que éste inicie, en su caso, el procedimiento de responsabilidad correspondiente conforme a lo previsto en esta ley, la ley de la materia y demás disposiciones aplicables.

SECCIÓN SEGUNDA

APLICACIÓN DE SANCIÓNES

Artículo 142.-  Las causas de responsabilidad previstas en las fracciones I, II, III, XI del artículo 141 serán sancionadas con apercibimiento público y, en caso de reincidencia,  con suspensión del cargo de tres días a tres meses sin goce de sueldo.

Artículo 143.- Las causas de responsabilidad previstas en las fracciones IV, V, VI, VIII, y IX del artículo 141, serán sancionadas con suspensión del cargo de tres días a tres meses sin goce de sueldo y, en caso de reincidencia, con la destitución del responsable.

Artículo 144.- Las causas de responsabilidad prevista en las fracciones VII, X, XII  y XIII del artículo 141, serán sancionadas con destitución del cargo y, atendiendo a la gravedad de la falta, podrá decretarse la inhabilitación del servidor público responsable.

Artículo 145.- Las sanciones previstas en esta ley se impondrán atendiendo los siguientes elementos:

I. La gravedad de la infracción en que se incurra y, en su caso, el beneficio que se hubiese obtenido con motivo de la conducta realizada;

II. El nivel jerárquico y los antecedentes del servidor público responsable;

III. Las circunstancias y condiciones en que se dio la infracción;

IV. La antigüedad en el servicio, y

V. La reincidencia en el incumplimiento de las obligaciones en materia de información pública mínima, acceso a la información pública y protección de datos personales.

Artículo 146.- Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 141 de esta ley, son independientes de las del orden civil o penal que procedan.

Artículo 147.- El Instituto podrá denunciar ante las autoridades competentes cualquier conducta prevista en el artículo 141 de esta ley y aportar las pruebas que considere pertinentes. 

Artículo 148.- El servidor público que acate una resolución del Instituto no será responsable por las consecuencias que de dicho cumplimiento deriven.

CAPÍTULO DECIMOSEGUNDO
SUPLETORIEDAD DE LA LEY
SECCIÓN ÚNICA

LEY SUPLETORIA

Artículo 149.- La Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila y demás disposiciones relacionadas con la materia, se aplicarán de manera supletoria en todo lo no previsto por esta ley.

TRANSITORIOS

PRIMERO. La presente ley deberá publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y entrará en vigor el 1 de diciembre del 2008, salvo las excepciones previstas en el artículo Cuarto Transitorio de esta ley. 

SEGUNDO. Una vez que entre en vigor la presente ley, se dejará sin efectos la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada mediante decreto número 96 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el día 4 de noviembre del 2003.
TERCERO. Los sujetos obligados contarán con un plazo de noventa días naturales posteriores a la entrada en vigor de esta ley, para que lleven a cabo  la difusión de la información pública mínima.
CUARTO. Las disposiciones de esta ley en relación a la protección de datos personales y archivos administrativos, entrarán en vigor el 1 de diciembre del 2009.

QUINTO. El Instituto deberá adecuar las disposiciones reglamentarias en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en un plazo no mayor de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor de la presente ley.
SEXTO.- Las solicitudes de información y recursos que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de la presente ley, se resolverán conforme a las disposiciones previstas en la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila y las disposiciones reglamentarias conducentes.

SÉPTIMO.- Se derogan las disposiciones que se opongan a lo establecido en esta ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 16 de junio de 2008.
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DICTAMEN de  las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y  de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para la expedición de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, así como diversas adiciones  a los ordenamientos de Ley del Instituto Coahuilense de las Mujeres, Ley Estatal de Salud, Ley de Asistencia Social del Estado, Código Penal y Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, que presenta la C. Diputada Silvia Garza Galván, conjuntamente con los integrantes del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional,  y los C. C. Diputados Alfredo Garza Castillo y  Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza” del Partido UDC, C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez del Partido Verde Ecologista de México y C. Diputado Genaro Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 12 de junio  del año próximo pasado, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa a que se ha hecho referencia, así como a dicha Comisión y a la de Justicia.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales, y a la de Justicia, la Iniciativa de Decreto para la expedición de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, así como diversas adiciones  a los ordenamientos de Ley del Instituto Coahuilense de las Mujeres, Ley Estatal de Salud, Ley de Asistencia Social del Estado, Código Penal y Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, que presenta la C. Diputada Silvia Garza Galván, conjuntamente con los integrantes del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional,  y los C. C. Diputados Alfredo Garza Castillo y  Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza” del Partido UDC, C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez del Partido Verde Ecologista de México y C. Diputado Genaro Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 93, 94, 99 fracciones I y V, 100 fracción I, y  104 fracción I,  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de Decreto para la expedición de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila; así como diversas adiciones  a los ordenamientos de Ley del Instituto Coahuilense de las Mujeres, Ley Estatal de Salud, Ley de Asistencia Social del Estado, Código Penal y Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, que presenta la C. Diputada Silvia Garza Galván, conjuntamente con los integrantes del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional,  y los C. C. Diputados Alfredo Garza Castillo y  Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza” del Partido UDC, C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez del Partido Verde Ecologista de México y C. Diputado Genaro Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática, se basa en las consideraciones siguientes:

“ El Congreso de Coahuila, se ha dicho en muchas ocasiones y así lo creemos, es una caja de resonancia de los hechos que se suscitan a nivel nacional e inclusive a nivel internacional, y no podemos estar ajenos a las grandes discusiones que se han generado en estos últimos meses. 

El aborto ... no es un tema exclusivo del Distrito Federal, como representantes populares, y con la obligación de dignificar la política, y nuestra labor legislativa, tenemos el deber de no polarizar a la sociedad si no brindar soluciones y alternativas a los coahuilenses.

En Coahuila el aborto es un delito contra la vida, es un extremo, pues se comete en contra de un ser indefenso, exceptuando los previstos en el artículo 361 del Código Penal que establece 4 supuestos: 

I. - Culpa sin previsión de la mujer 

II.-Violación (dentro de los 90 días posteriores a la concepción

III.-Peligro de muerte de la mujer embarazada 

IV.-Alteraciones genéticas o congénitas graves. 

Las mujeres tienen el derecho a decidir sobre su vida, su cuerpo y sus proyectos personales, pero también deben respetar el derecho que tiene la nueva persona., por eso estamos planteando políticas públicas para mujeres con embarazos no deseados que van desde becas, mayor información de prevención para evitar estos embarazos, continuidad a la educación, descuentos fiscales, capacitación, transporte gratuito, que las empresas hagan compatibles maternidad y trabajo, que el Estado ponga en operación mas apoyos prácticos para las madres y que la adopción sea más fácil, porque estamos seguros que el aborto no es ni será la solución, nadie tiene a decidir la muerte de otra persona. Los derechos humanos no se oponen entre si y esas nuevas personas merecen nacer y vivir tanto como sus madres. 

El Estado, la familia natural y la escuela deben proporcionar a la sociedad toda la información indispensable y que sea la misma gente quien decida que le conviene, esa sería una forma de evitar embarazos no deseados y no una despenalización del aborto indiscriminada 

La defensa de la vida no es una cuestión de religión, 0 de fe, es un asunto de derechos humanos libertades responsabilidades y democracia, 10  más valioso es la vida humana, por eso la defendemos, por que el estado tiene la obligación de proteger a los mas débiles. 

Nadie quiere el aborto, ni legal, ni clandestino. Ningún actor responsable de la política actual puede plantear a una sociedad una propuesta en la que se considere al aborto como un fin bueno en sí mismo, los que lo defienden, lo presentan como un beneficio que en un momento dado, una mujer podría obtener de practicarlo legalmente cuando un embarazo se presente sin planeación previa 0 vaya en contra de su proyecto de vida. De tal forma, que hemos considerado, en estricto sentido de equidad y responsabilidad y en concordancia con nuestro sentir y principios, sumarnos a este debate, con la consideraci6n de que el aborto no es el único, ni mejor medio para el mejoramiento de la calidad de vida de las mujeres ni mucho menos la única opción posible para enfrentar un embarazo no deseado. 

Por eso con respuestas, con opciones, venimos aquí, de frente a la sociedad, para plantear con responsabilidad una propuesta que verdaderamente ofrezca alternativas, respetando el derecho a la procreación como un proceso vital del ser humano-mujer y a la maternidad plena como una forma de realización personal esencial. 

Es cierto que en nuestra sociedad existen ciertas prácticas para que una mujer considere como algo negativo un embarazo. En algunos casos la complicada compatibilidad para ejercer la maternidad y la realización laboral en un momento dado, en otros, por la no prevención de embarazos durante diversas etapas y situaciones que cotidianamente vive la mujer. En ambos cas os, es nuestro deber eliminar barreras a la maternidad plena, cambiar la visión negativa que hemos construido sobre la procreación y la paternidad, y ofrecer condiciones sociales amigables a este proceso natural, con respeto a la vida de quien no se puede defender, . En el caso de embarazos inesperados 0 no deseados, independientemente de sus causas 0 situaciones especificas, será necesario que el Estado informe plenamente de las opciones disponibles para llevar a término el proceso con plenas garantías de salud, según sus propias convicciones y con pleno respeto al derecho del no nacido. Es deber del Estado compatibilizar de manera eficaz la preeminencia del derecho de nacer del nuevo ser y la decisión de la progenitora de no ejercer la maternidad, con opciones seguras y efectivas para dar en adopci6n a1 bebe. 
Busquemos como dignos representantes populares, el interés ciudadano, promoviendo mecanismos sustentados en principios constitucionales que sean visibles para lograr el verdadero objetivo. La realización de la maternidad y el apoyo a la mujer para compatibilizar el embarazo con su proyecto de vida, independientemente de si este es 0 no deseado. 

Si no lo hacemos, caemos en una necedad, en un argumento político, en una lucha frontal de ideologías, en una complacencia a los radicalismos irracionales que en nada resuelven los problemas cotidianos de cientos, quizás miles de mujeres. Demos cauce pues al interés superior, poniendo por encima de los medios. Los fines y adecuando buenos medios para lograr los mejores fines en una lógica clara de consecución de objetivos con medios que respetan principios éticos y legales, según nuestros ordenamientos jurídicos. 

Las mujeres rec1aman opciones reales, viables y seguras para enfrentar su condición de progenitoras y madres frente a los retos que hoy viven como actoras fundamentales de todos los procesos de vida en Coahuila, con el reciente empoderamiento como jefas de familia y actores de los procesos políticos, económicos y sociales. 

Esta iniciativa , plantea una obligación gubernamental de protección a la maternidad, desde diversos puntos de vista: defensa legal, protección efectiva con una red de protección a mujeres embarazadas desde las instituciones públicas especializadas, en la atención a la mujer con asesora legal especializada y litigante contra la discriminación en el trabajo, asistencia médica gratuita en la red de salud publica 0 privada, opciones preferenciales a programas sociales de vivienda y en el transporte público, incentivos fiscales a empresas que contraten a mujeres embarazadas, opciones para mujeres adolescentes que se encuentren estudiando, asesoría y redes para ejercer el derecho a dar en adopción a un bebe. Resaltamos la necesidad de que el gobierno de Coahuila inc1uya de manera universal a las futuras madres como sujetos de derecho a recibir un apoyo económico directo y suficiente para solventar los gastos que implica la maternidad en todas sus etapas - La gestación, el parte y cuidados postnatales. 

Lo anterior se puede lograr con una adecuación y modificación al presupuesto que ejerce el gobierno del estado de Coahuila, como consecuencia de ahorros presupuestales y eficiente administración de los recursos de los coahuilenses, por citar un ejemplo ahorro de festejos por 22 millones del día del maestro. 

Necesitamos replantearnos nuestra visión de la maternidad y dar incentivos a quienes quieren ser madres, y a quienes no, darles opciones reales para evitar la muerte de inocentes y consecuencias negativas en su salud futura por un aborto provocado. 

La procreación, la maternidad, y la paternidad son aspectos inherentes al ser humano, son aspiraciones legitimas de toda familia natural y de todo ser humano y debe velarse por todos los medios al alcance del poder público para que este se desarrolle con plenitud. 
Mas allá de cualquier fundamentalismo 0 concepci6n teológica y moralista, en esta iniciativa motivamos y obligamos al gobierno a promover activamente la difusión de opciones para que cada quien, en estricto ejercicio de su propia libertad, decida 10 que quiere hacer ante una situación no prevista 0 no deseada, dando presencia a mecanismos no abortivos, es más, promoviendo activamente la continuación del embarazo hasta el final, y que protegen el derecho del nonato, sobre mecanismos que a la larga se ha comprobado pueden generar diversos problemas de salud, (infertilidad futura, 0 trastornos psicológicos). 

I.-DESDE NUESTROS PRINCIPIOS.

Reconocemos como el fundamento de nuestras acciones y el fin de los esfuerzos la promoción, salvaguarda y la plena realización de la Persona Humana, hombre y mujer en igualdad de circunstancias. 

El reconocimiento teórico, y práctico de la superioridad de la persona humana implica que es el centro y razón de ser, es decir, el sujeto, principio y fin de la vida social y política. No concebimos proyecto político, ni política administrativa, ni legislación que tenga razón de ser. Si no se concibe a la Persona con una dignidad intrínseca 

La política no es un valor autónomo y supremo, sino que se inscribe y tiene su razón de ser en el reconocimiento de la integridad de la naturaleza humana y la excelencia de su dignidad con respecto a toda otra realidad. Todo está ordenado a la persona para su realización y perfeccionamiento. 

La persona es un todo que integra en un solo ser una pluralidad de dimensiones, que a la vez que lo constituyen son una tarea a realizar, ya que tiene vocación temporal y eterna. 

La dignidad de la persona es constitutiva de su propio ser, lo cual quiere decir que por el simple y trascendental hecho de existir, cada ser humano debe ser reconocido y respetado por si  mismo, independientemente de su condición o de su actuar. Con sus acciones, la persona puede lograr una mayor realización 0 un detrimento de sus fines existenciales. 

Afirmamos que esta dignidad debe ser reconocida y garantizada a todo ser humano, sin importar su condición de hombre o mujer, su edad, e incluso, y hoy de manera especial, al recién concebido en el seno de su madre, del minusválido, enfermo 0 desahuciado, que sea rico 0 pobre, sin importar su raza, cultura, religión, 0 creencia. Por ello, la razón de ser de todo grupo social, desde la familia natural, hasta la comunidad internacional, está en el servicio a la persona. 

Toda ideología, sistema o practica social que despersonalice al ser humano pretendiendo convertirlo, en simple objeto, es negarle su carácter de sujeto libre y responsable, es contraria a la dignidad de la persona humana. 

Nadie tiene derecho a desarrollar su vida en detrimento de la de los demás. Nada justifica que un grupo promueva su desarrollo y calidad de vida a costa de la exclusión de otros, en especial aquellos que no pueden defenderse. 

Por su carácter de persona el ser humano es sujeto de derechos y obligaciones fundamentales. El respeto a estos derechos y el cumplimiento de estas obligaciones son solo el cimiento de toda convivencia democrática, sino la base de toda sociedad justa y de la paz. 

El vivir del ser humano, es necesariamente un convivir, no solo en el orden físico y biológico, sino sobre todo en el cultural y en el espiritual. Los seres humanos somos una especie frágil, contingente y perecedera. No todo lo que se puede se debe de hacer, existe criterios de factibilidad técnica que deben completarse con criterios de exigibilidad ética. La protección del ser y la vida son condiciones necesarias y mínimas para la realización del Bien Común. 

La vida y la dignidad del ser humano deben protegerse y respetarse desde el momento de su concepción hasta su muerte natural. 

La equidad de género significa que mujeres y hombres deben desarrollarse plena, libre y responsablemente. La discriminación existente contra la mujer en la familia natural, el trabajo, la política y en las demás esferas sociales es inaceptable. Los hombres y mujeres deben reconocer mutuamente su valor propio, y responsabilizarse el uno del otro, compartiendo las tareas que les corresponden dentro y fuera de la familia natural, sobre la base de igualdad de derechos y de obligaciones. 

La familia natural es el cauce principal de la solidaridad entre generaciones. Es el espacio primario de la responsabilidad social, que debe ofrecer la más leal red de seguridad y de afecto ante contingencias y amenazas. Compete a la familia natural comunicar y desarrollar los valores morales e intelectuales necesarios para la formación y perfeccionamiento de la persona y de la sociedad. 

La familia tiene preeminencia sobre las demás formas sociales, incluso del Estado, Es función esencial de este último hacer posible y facilitar el cumplimiento de la misión propia de las familias que forman la comunidad política, que no puede realizarse plenamente sino dentro de de un orden social, económico y político. 

Para fortalecer la integración familiar en Coahuila debemos adaptar el marco institucional con el objeto de que la proteja, y promover en el hogar los lazos esenciales de la solidaridad humana. Erradicar la violencia familiar es imperativo del Estado y la sociedad. Debemos redistribuir equitativa y solidariamente entre hombres y mujeres la responsabilidad familiar. 

No, nunca más este Congreso debe de contribuir a crear familias disfuncionales, o insertar figuras ajenas a la estructura familiar natural, figura antinaturales, la familia como célula primaria de la sociedad es anterior al derecho, y por un plumazo o caprichos, no debemos destruirla. 

II- ASPECTOS FILOSÓFICOS.-

Al depender de  la naturaleza-inmutable de por si--, son universales, es decir que siempre y en todo lugar deben ser reconocidos por el derecho, y por ende, irrenunciables para el sujeto, e indisponibles para el resto de la sociedad. Al decir referimos que pertenecen a nuestra condición humana y, por ende, son anteriores a las leyes· y al estado. 

La vida humana inicia a partir de la penetración de un espermatozoide a un óvulo, dentro del cual se forma un embrión unicelular, el cual ya contiene toda la información a nivel genético para crecer y desarrollarse con todas las características del ser humano, 

Cumple, también, todas las leyes de la biología de cualquier ser pluricelular, de una forma simple va adquiriendo forma cada vez más compleja, pero en todo su desarrollo su esencia es la misma, siempre el mismo ser humano y no otro. 

EI embrión no es una parte del cuerpo de la mujer, pues tiene una dependencia externa Únicamente alimenticia, pero una independencia de crecimiento, y desarrollo intrínseca 

El respeto a la vida humana desde el momento mismo de su inicio es una obligación de cualquier ser humano al igual que un derecho inalienable. 

La legislación mexicana protege la vida del no nacido desde la concepción.

III.- TRATADOS INTERNACIONALES.-

Según  la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, y la IV Conferencia Mundial de la Mujer de las Naciones Unidas, los derechos humanos de las mujeres son entendidos como una parte inalienable, integral e indivisible de los derechos· humanos universales; debiendo asegurarse su promoción y protección a lo  largo de todo el ciclo vital. 

En el marco de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, la protección de la maternidad se relaciona con un conjunto de libertades- derecho de formar una familia, libertades reproductivas, derecho al trato igualitario, derecho a la intimidad-que los estados están obligados a proteger y respetar. 

EI Art. 25 (2) de la Declaración Universal de los Derechos Humanos sienta el derecho de las madres e hijos/as a gozar de cuidados y asistencia especial. También el Art. VII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre enuncia que todas las mujeres durante el embarazo y puerperio tienen derecho a protección cuidados y asistencia especiales. 

En el mismo sentido, La Convención sobre los Derechos del Niño establece en el artículo 24(d) el deber de los Estados de asegurar a las mujeres cuidados pre y post natales apropiados. 

La protección a la maternidad es reconocida por el Art. 10(2) de la Convención sobre derechos Económicos, Sociales y Culturales, que contempla el deber de brindar resguardo especial durante un periodo razonable antes y después del nacimiento. En similares términos, se incluye el deber estatal, en el protocolo de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Art.15 

Los instrumentos internacionales también contemplan específicamente la protección a la maternidad en el ámbito laboral. En ese sentido, el Art. 10 (2), de la Convención sobre 1os Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce el derecho de las mujeres que trabajan a percibir salarios equitativos y adecuados beneficios sociales durante un periodo razonable antes y después del nacimiento de los hijos/as. 

A continuación mencionamos algunos de más de 23 tratados internacionales signados por México relativos a la protección de la vida, la mujer, la maternidad y la familia  

DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE Fecha de adopción 2 de mayo de 1948. 

DECLARACION UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Fecha de adopción 10 de diciembre de 1948. 

DECLARACION DE LOS DERECHOS DE LOS NINOS Fecha de adopción 20 de noviembre de 1959 

DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA Fecha de adopción 25 de Junio de 1993. 

CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

Fecha de adopción 9 de junio 1994 ... Fecha en que México se adhirió 12 de noviembre de1998 

DECLARACION UNIVERSAL SOBRE EL GENOMA HUMANO Y LOS DERECHOS HUMANOS 

Fecha de adopción 11 de noviembre de 1997. 
En estos instrumentos internacionales se destacan los siguientes principios:

1.-Que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, si no que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protecci6n internacional, de naturaleza coadyuvante 0 complementaria del que ofrece el derecho interno de los estados. 

2.- Toda persona es ser humano. 

3. -Que toda persona tiene derecho a que se respete su vida. 

4.- Que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 

5.- Que el derecho a la vida estará protegido por la ley y el estado a partir de su concepción. 

6.- Que nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. 

7.- Que se entiende por niño todo menor de 18 años, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable hay a alcanzado antes la mayoría de edad. 

8.- Que todo niño tiene derecho intrínseco a la vida 

9.- que el niño por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, incluso a la debida protección legal tanto antes como después del nacimiento. 

10.- En todas y cada una de las declaraciones, pactos y tratados los estados se obligan a respetar los instrumentos internacionales, y adecuar su legislación a los mismos. 

IV.- FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA.

Nuestra Constitución hace referencia al derecho a la vida y la protección a la familia natural, y la maternidad, principalmente en los artículos 1,4 y 123, así mismo el C6digo Civil Federal, en más de 6 artículos, y el C6digo Federal Electoral en 17 artículos. 
Además de las legislaciones federales ya mencionadas podemos además ( sic ) citar a los siguientes ordenamientos.- 
Ley Federal del Trabajo, Ley General de Salud.​

Ley del Seguro Social 

Ley General de Poblaci6n 

Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 

En la Legislación local destacan nuestros C6digos Civil y Penal, que en diversos artículos salvaguardan estos derechos. 
“DERECHO A LA VIDA SU PROTECCION CONSTITUCIONAL.
 Del análisis integral de lo dispuesto en los artículos 10, 14 Y 22 de la Constituci6n Política de los Estados unidos Mexicanos, se desprende que al establecer, respectivamente, el principio de igualdad de todos los individuos que se encuentren en territorio nacional, por el que se les otorga el goce de los derechos que la propia Constituci6n consagra, prohibiendo la esclavitud y todo tipo de discriminación, que nadie podrá ser privado, entre otros derechos de la vida, sin cumplir con la garantía de audiencia, esto es, mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos en el que se sigan las formalidades esenciales del procedimiento; y que la pena de muerte solo podrá imponerse contra los sujetos que la propia norma constitucional señala, protege el derecho a la vida de todos los individuos, pues lo contempla como un derecho fundamental, sin el cual no cabe la existencia ni disfrute de los demás derechos". 

Novena Epoca, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federaci6n y su gaceta, Torno: XV, febrero de 2002, Tesis: P/J. 14/2002, Pagina 588. 

"DERECHO A LA VIDA DEL PRODUCTO DE LA CONCEPCION SU PROTECCION DERIVA DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES Y DE LAS LEYES FEDERALES Y LOCALES
Si se toma en consideraci6n, par un lado, que la finalidad de los artículos 4° y 123, apartado A, fracciones V y XV, Y apartado B, fracci6n XI, inciso c), de la Constituci6n política de los Estados Unidos Mexicanos, en relaci6n con la exposici6n de motivos y los dictámenes de las comisiones del Congreso de la Uni6n que dieron a sus reformas y adiciones , de tres de febrero de mil novecientos ochenta y tres, y treinta y uno de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro, respectivamente, es la procuraci6n de la salud y el bienestar de los seres humanos, así como los derechos de la mujer en el trabajo, en relaci6n con la maternidad, y, por ende la tutela del producto de la concepción , en tanto que este es una manifestación de aquella, independientemente del proceso bio16gico en el que se encuentre y, por otro, que del examen de lo previsto en la Convención sobre los Derechos del Niño, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos, publicados en el Diario Oficial de La Federación el veinticinco de enero de mil novecientos noventa y uno y el veinte de mayo de mil novecientos ochenta y uno, aprobados por la Cámara de Senadores del Congreso de la unión el diecinueve de junio de mil novecientos noventa, y el dieciocho de diciembre de mil novecientos ochenta, respectivamente, cuya aplicación es obligatoria conforme a lo dispuesto en el artículo 133 de la propia Norma Fundamental, se desprende que establecen, el primero, la protección de la vida del niño tanto antes como después del nacimiento y, el segundo, la protecci6n del derecho a la vida como un derecho inherente a la persona humana, así como el estudio de los Códigos Penal Federal, y Penal para el Distrito Federal" y los Códigos Civil Federal, y Civil para el Distrito Federal, se advierte que prevén la protecci6n del bien jurídico de la vida humana en el plano de su gestación fisiológica, al considerar al no nacido como alguien con vida y sancionar a quien le cause la muerte, así como que el producto de la concepci6n se encuentra protegido, desde ese momento y puede ser designado como heredero 0 donatario, se concluye que la protección del derecho a la vida del producto de la concepción, deriva tanto de la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, como de los tratados internacionales y las leyes federales y locales" 

V.- JUSTIFICACIÓN SOCIAL.- 

La incorporación de la mujer al trabajo ha motivado uno de los cambios sociales más profundos en la historia de la Humanidad. Este hecho hace necesario configurar un  sistema que contemple las nuevas relaciones sociales surgidas y un nuevo modo de cooperación y compromiso entre mujeres y hombres que permita un reparto equilibrado de responsabilidades en la vida profesional y en la privada. La necesidad de conciliación del trabajo y la familia natural ha sido ya plateada a nivel internacional como una condición vinculada de forma inequívoca a la nueva realidad social. Ello plantea una compleja y difícil problemática que debe abordarse, no solo con importantes reformas legislativas, como la presente, sino con la necesidad de promover adicionalmente servicios de atención a las personas, en un marco más amplio de política de familia natural. 

La despenalización 0 legalización del aborto no contribuye a disminuir las tasas de mortalidad materna. Evidencia basada en datos de la Organización Mundial de la salud demuestran que es un factor independiente y que no disminuyen estas tasas. Lo que realmente favorece la reducción de los índices de mortalidad materna es la atención calificada antes, durante y después del parto. En Rusia, donde la legislación sobre el aborto es muy permisiva, la mortalidad materna es de 67 por 100, 000 nacidos vivos. En Irlanda, donde el aborto es muy restringido, es de 5 por 100 000 nacidos vivos. 

Cada aborto es un fracaso del sistema. EI número de abortos sube porque falta una autentica política solidaria de apoyo a la mujer embarazada, especialmente en el caso de las adolescentes. 

Esta iniciativa propone la creación de redes de apoyo multidisciplinares que ofrezcan alternativas eficaces a las mujeres embarazadas, a los padres y madres sin recursos 0 en situación de dificultad social, para llevar a término el embarazo. 

En una sociedad desarrollada, ninguna mujer debería quedar en situación de desamparo social solo por estar embarazada y verse abocada, por eso, a sopesar la decisión de abortar. Sin embargo, es muy frecuente en nuestra sociedad que, ante un embarazo imprevisto, la mujer se sienta sola frente a los problemas que ese embarazo eventualmente pueda plantearle. Especialmente, cuando concurren circunstancias de falta integración en una relación familiar estable, minoría de edad, inestabilidad laboral o falta de recursos económicos. Estos problemas pueden ser agravados por el abandono e irresponsabilidad del padre, la amenaza expresa 0 presunta de pérdida del puesto de trabajo u otras dificultades de integraci6n social especificas. 

En estos casos, el aborto puede subjetivamente, aparecer como la única solución a una situación a la que la afectada no ve otra salida; siendo además, tristemente frecuente que muchas voces en el entorno de la embarazada-amigas, familiares, incluso asistentes sociales y médicos presenten a la afectada el aborto como la solución lógica a sus problemas y temores. Nuestra sociedad no ha sido capaz de ofrecerles alternativas reales no traumáticas. 

Una sociedad que deja sola y abandonada a la mujer ante los problemas reales que le puede generar un embarazo imprevisto no es una sociedad justa que responda a los requerimientos propios de una democracia avanzada en un Estado social. 

Todo aborto es una tragedia, no solo para el niño que no llega a nacer, sino también para la mujer que muchas veces no es libre de verdad, pues nadie le ofrece alternativas serias además del aborto y debe de acarrear con frecuencia, durante largos años con las terribles consecuencias del síndrome post-aborto, que lastra tantas veces a la mujer que ha abortado. 

Las embarazadas en situaci6n de conflicto y desamparo necesitan, sobre todo, ofertas completas de apoyo, asesoramiento y orientación que les ayuden a superar las cargas emocionales y las discriminaciones, y poder decidirse en verdadera libertad por la vida de su hijo. 

En nuestro país existen asociaciones privadas que, desde hace años, se dedican a esta labor de asistencia y apoyo a la embarazada con un alto nivel de éxito en sus trabajos, según información suministrada por estas ONG, de cada cuatro mujeres atendidas durante su embarazo, tres no abortan. 

Una política pública de apoyo a la mujer embarazada, que le ayude a poder optar en libertad por la maternidad, supone alcanzar mayores cuotas de justicia social y ayudara a sensibilizar a nuestra sociedad sobre la importancia y el valor personal del embarazo y la maternidad. 

Esta Iniciativa pretende reorientar el rumbo en su actuar de este H. Congreso de Coahuila, y de frente a la cuidadla ( sic )  dar soluciones a problemas reales, debemos rectificar y dar pasos para fortalecer las instituciones trascendentales de la sociedad y de nuestra especie como es la familia, tenemos la obligación de luchar por la vida, y defenderla siempre, y algo tan sagrado como lo es la maternidad.”

TERCERO.-  Conforme a la Ley Orgánica del Congreso del Estado, las Iniciativas de Ley deben ir precedidas por una exposición de motivos en la que se exprese el objeto de las mismas; en la especie, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales advierte que la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina propone la expedición de una Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, cuya exposición de motivos aborda ampliamente, y lo condena, el tema del aborto, como negación de la maternidad. 

Establecido lo anterior, y en relación al objeto de la Ley, que es la protección a la maternidad, ésta constituye una garantía social consagrada por el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para la mujer trabajadora y para aquélla que preste sus servicios al Estado.

En efecto, establece el citado artículo en el apartado “A” fracciones V y XV lo siguiente:

“ V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un descanso de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el periodo de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos;”

XV. El patrono estará obligado a observar, de acuerdo con la naturaleza de su negociación, los preceptos legales sobre higiene y seguridad en las instalaciones de su establecimiento, y a adoptar las medidas adecuadas para prevenir accidentes en el uso de las máquinas, instrumentos y materiales de trabajo, así como a organizar de tal manera éste, que resulte la mayor garantía para la salud y la vida de los trabajadores, y del producto de la concepción, cuando se trate de mujeres embarazadas. Las leyes contendrán, al efecto, las sanciones procedentes en cada caso;

A su vez en el apartado “B”, del citado artículo 123, se establece en la fracción XI, inciso c, lo siguiente:

“ XI. La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas:

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que hubieran adquirido por la relación de trabajo. En el periodo de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de guarderías infantiles.

Por su parte, en el artículo 73, fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establece como facultad del Congreso, expedir las leyes reglamentarias del artículo 123, entre las cuales, obviamente, está la relativa a la protección a la maternidad, que ya es objeto de regulación en la Ley Federal del Trabajo, cuyo Título Quinto se refiere al trabajo de las mujeres y en el que expresamente se establece en el artículo 165 que las modalidades que se consignan en dicho capítulo tienen como propósito fundamental,  la protección de la maternidad.

En igual sentido, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, establece en la fracción I, inciso b del artículo 3 el Seguro de Atención Médica Curativa y de Maternidad, instaurando en los artículos 35 y 39 los servicios que dicho Seguro comprende, entre los cuales está la atención obstétrica.

A nivel local, la Constitución Política del Estado, en su artículo 173 reconoce a la familia como la agrupación primaria, natural y fundamental de la sociedad, y en la legislación secundaria diversos preceptos instituyen normas protectoras de la maternidad; así por ejemplo, en el Estatuto Jurídico Para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, se establece que las medidas consignadas en el Capítulo Cuarto, para el trabajo de las mujeres, consisten en cuidar con mayor esmero su salud, proteger la maternidad en relación tanto a la madre como al niño y facilitarles el cuidado del hogar en beneficio de la sociedad mexicana. En la Ley Estatal de Salud, se establece en el artículo 56, que la atención materno infantil  comprende entre otras acciones, las referentes a la atención de la mujer durante el embarazo, el parto y el puerperio, así como las políticas de planificación familiar.

Así las cosas, la iniciativa que ahora se estudia y dictamina tiene el mérito de unificar en un código una serie de normas que se encuentran diseminadas en diversos ordenamientos; y, que por ello, se traduce para las mujeres embarazadas en un valioso instrumento de tutela de sus derechos y de aquellos referentes a la infancia temprana; pues un ordenamiento de esta naturaleza, no sólo  reconoce a las mujeres embarazadas los derechos que diversas codificaciones legales les confieren, sino que los complementan y concretizan de modo tal que Coahuila puede ufanarse de ser una entidad pionera en lo que a protección  específica de los derechos a la maternidad  y a la infancia temprana se refiere.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, es el caso de emitir el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO.-  Por las razones expuestas,  Se expide la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila:

LEY DE PROTECCIÓN A LA MATERNIDAD EN EL ESTADO DE COAHUILA

CAPITULO PRIMERO

 DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. El objeto de la presente Ley es asegurar la observancia y protección  de los derechos de la mujer embarazada, resguardar su salud, la del producto en gestación y la infancia temprana.

Articulo 2. La protección de esta ley, incluye las etapas de embarazo, parto y maternidad en infancia temprana.

Articulo 3. En la interpretación de esta ley, se aplicarán de manera supletoria:

I. Los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos vigentes en la República Mexicana, en términos de los dispuesto por el artículo 133 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos;

II. La Ley Federal del Trabajo

 III. La Ley del Seguro Social y;

IV.  La Ley General de Salud.

Articulo 4. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. Derechos de la vida: Derecho inherente al ser humano, reconocido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, instrumentos internacionales y demás normas jurídicas aplicables en el país, a partir del momento de la concepción, y hasta el momento de la muerte natural;

II. Embarazo: Periodo comprendido desde la fecundación del óvulo hasta la expulsión o extracción del feto y sus anexos; en términos de lo dispuesto por el artículo 40 fracción II del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia investigación para la Salud;

III. III. Lactancia: Fenómeno Fisiológico en el cual ocurre la secreción láctea a partir de la expulsión o extracción del feto y sus anexos, en términos de lo dispuesto por el artículo 40 fracción X del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Investigación para la Salud;

IV. Trabajo de parto: Es el periodo comprendido desde el inicio de las contracciones uterinas y que termina con al expulsión o extracción del feto y sus anexos, en términos de lo  dispuesto por el artículo 40 fracción VIII del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Investigación para la Salud;

V. Maternidad: Estado o cualidad de la madre;

VI. Gestación: Periodo que dura la gestación o la preñez;

VII. Infancia temprana: Periodo de vida humana comprendido desde que se nace hasta los 9 años;

VIII. Derecho a la protección de la salud: Garantía individual que incluye acciones a cargo      del Gobierno a efectos de que de preserve la salud, es decir, el estado en que el ser orgánico ejerce normalmente todas sus funciones; y

IX. Puerperio: Es el periodo que se inicia con la expulsión o extracción del feto y sus anexos hasta lograr la involución de los cambios gestacionales, en términos de los dispuesto por  el Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Investigación para la Salud.

Artículo 5. Toda mujer tiene derecho a la maternidad. Para tales efectos, el Gobierno de Coahuila fomentará y propiciará las condiciones para hacer efectivo este derecho.

De igual forma podrá celebrar convenios de coordinación con la federación, otros estados y los municipios  para la consecución de este objetivo. Lo anterior, sin perjuicio de lo que previenen los artículos nueve y diez de este ordenamiento.

Artículo 6. A partir del momento en que un médico del servicio de salud público o privado tenga conocimiento de que una de sus pacientes se encuentra embarazada, tiene la obligación de informarle sobre la existencia de la presente ley, de su objeto y de la protección que brinda a las mujeres embarazadas.

Deberá enfatizarse la difusión de esta información, tratándose de población con desventaja socioeconómicas y embarazadas adolescentes.

Artículo 7. El Gobierno del Estado a través de sus instituciones  podrá brindar  protección a la maternidad, en términos de la reglamentación correspondiente.

Artículo 8. El Gobierno del Coahuila podrá implementar una red de apoyo a mujeres embarazadas a través del Instituto Coahuilense de las Mujeres y demás entidades estatales y municipales involucradas en la materia. esta red tendrá por objeto la participación y corresponsabilidad de la sociedad en la política de protección a la maternidad.

Para tales efectos, el Instituto Coahuilense de las Mujeres promoverá  la participación, tanto de las instituciones públicas, privadas, académicas, empresariales, de cooperación, así como de organizaciones de la sociedad civil para la ejecución de proyectos en esta materia.

.

Artículo 9. El objeto de la Red de Apoyo a Mujeres Embarazadas, será reunir a las organizaciones públicas y privadas para que brinden asesoría y apoyo a la mujeres para superar cualquier conflicto que se les presente durante el embarazo.

Para incorporar a esta Red a las diferentes organizaciones públicas y privadas, deberá verificarse que no exista conflicto de intereses entre los objetivos de la red y los de la organización.

Artículo 10. Las personas que formen parte de las organizaciones integrantes de la Red de apoyo a Mujeres Embarazadas deberán apoyar la confidencialidad en la información que se recabe con motivo de la asesoría y apoyo brindado a las mujeres embarazadas conforme a las leyes aplicables.

Igualmente deberán respetar en todo momento las creencias religiosas y la libertad de culto de las mujeres embarazadas. 

Las organizaciones responderán objetivamente por la violación a la confidencialidad prevista en este precepto, así como por la práctica de conductas discriminatorias o que atenten contra las garantías individuales y libertades de las mujeres que soliciten su ayuda. 

Artículo 11. El Instituto Coahuilense de las Mujeres contará con un Programa Integral de Apoyo a las Mujeres Embarazadas, que establezca líneas de acción y objetivos para lograr el propósito. Este programa deberá definir:

I. La identificación de los organismos y servicios a que puede acceder la embarazada, para lograr el apoyo necesario en el desarrollo de su embarazo;

II. La previsión y realización de campañas públicas, sobre métodos de sexo protegido y seguro;

III. La instrumentación de campañas dirigidas a los adultos y adolescentes, para motivarles a asumir su responsabilidad ante un embarazo;

IV. Las medidas que se pondrán en marcha para  facilitar el acceso de la embarazada o nueva madre a los programas de apoyo social que sean adecuados a su situación; y 

V. Los mecanismos de difusión pública que se pondrán en marcha para que toda embarazada pueda conocer que existe la Red de Apoyo a Mujeres Embarazadas y las formas de acceder a ésta.

Artículo 12. El Gobierno del Estado podrá coordinarse con las organizaciones de la sociedad civil que tengan por objeto la protección del embarazo, a fin de brindarles apoyo y protección de los derechos de la maternidad y paternidad; así como promoción de la adopción con vistas al interés superior del menor.

CAPÍTULO II
DE LA APLICACIÓN DE LA LEY

Artículo 13. Son autoridades responsables de la aplicación de esta ley:

I. El  Ejecutivo  del Estado  de Coahuila

II. La Secretaría de Salud de Coahuila, a través del Sistema de Salud de Coahuila

III. La Secretaría de Gobierno de Coahuila

IV. La Secretaría de Seguridad Pública y Protección Ciudadana de Coahuila

V. La Comisión de Derechos Humanos de Coahuila

VI. El Instituto Coahuilense de las Mujeres

VII. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia de Coahuila; y 

VIII. Los Municipios del estado, en el ámbito de sus competencias o conforme a los convenios establecidos; y

IX. Las demás entidades públicas y/o privadas cuyas funciones tengan relación con lo previsto en la presente ley.

Artículo 14. El Estado de Coahuila tiene la obligación de brindar protección al individuo, desde el momento en que es concebido.

Artículo 15. Derechos de la mujer embarazada:

Además de los establecidos en otros ordenamientos, toda mujer embarazada tiene derecho a:

I. Previo estudio de trabajo social, a consultas médicas, exámenes de laboratorios, ultrasonidos, atención ginecología gratuita, orientación psicológica y psiquiatra hasta el posparto, así como orientación y vigilancia en material de nutrición, a través de instituciones públicas de salud, o bien, a través de instituciones privadas, en cuyo caso, el Gobierno podrá otorgar un apoyo económico directo mensual suficiente a las mujeres que así lo soliciten y acrediten, en términos de la regulación de la materia;

II. A gozar de estabilidad en el empleo, cargo u ocupación que desarrolle, a no desempeñar jornadas laborales nocturnas, a no ser discriminada por el hecho de estar embarazada, a tener acceso al trabajo en las mismas condiciones que las mujeres no embarazadas y gozar de  doce semanas de descanso, en los términos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III. A ocupar cargos de elección popular o de designación en los Órganos de Gobierno de Coahuila en igualdad de condiciones que lo hacen los hombres o mujeres no embarazadas;

IV. Al acceso y continuidad en la educación, por lo que no podrá restringirse el acceso de las mujeres embarazadas a los centros de educación públicos o privados; 

V. A contar con asesoría legal por cualquier acto de discriminación, vejación y vulneración de sus derechos como mujer embarazada, durante las veinticuatro horas del día. En los casos que se considere necesario, gozará de los servicios de defensoría de oficio, para interponer los recursos, juicios o medios legales de defensa necesarios para proteger o reivindicar sus derechos así como en relación con los diferentes procedimientos de adopción; en este último caso, a través del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia de Coahuila y de las demás instancias legales competentes.

VI. Al acceso a los Centros de Atención a la Mujer, Gubernamentales o Privados, mismos que conocerán a través de una línea de atención gratuita que implementará el Instituto de las Mujeres de Coahuila, o bien, a través de la implementación de una página de Internet. Por medio de esta línea telefónica o de Internet, se proporcionará  la información necesaria a las mujeres para hacer efectivos sus derechos.

VII. Recibir la ayuda psicológica o psiquiatrita durante el embarazo y después del parto cuando se trate de embarazos no previstos. Esta ayuda deberá hacerse extensiva al padre, madre y demás familiares, principalmente, cuando la madre sea menor de edad;

VIII. A obtener incentivos o descuentos fiscales por parte del Gobierno de Coahuila conforme a lo previsto en la Ley de Asistencia Social del Estado y en otros ordenamientos aplicables. 

IX. A contar con descuentos en el transporte público, cuando su situación económica lo amerite, previo estudio y dictamen de las autoridades correspondientes, quienes le deberán extender una credencial temporal para que se le hagan efectivos los descuentos.

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción IV de este artículo, el Gobierno de Coahuila, implementará un programa de incentivos fiscales para las personas físicas o morales que contraten a mujeres embarazadas.

Artículo 16. En el caso de mujeres embarazadas a las que haya sido diagnosticado Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida, contarán además con atención especializada a efecto de garantizar su salud y la del niño en gestación, otorgando las mejores condiciones de atención médica procurando que los responsables de la atención cuenten con la certificación de médico especialista, conforme a lo dispuesto por el artículo 81 de la Ley General de Salud.

Asimismo, se deberá garantizar la confidencialidad de la identidad de la madre, del padre y del niño en todo momento conforme a la legislación aplicable. 

Artículo 17. Las mujeres embarazadas que se encuentren sujetas a prisión preventiva, gozarán además de los siguientes derechos:

I. A disponer de los Servicios Médicos de la Institución de internamiento o bien, optar por servicios privados de atención médica u hospitalaria. En este último caso, se permitirá el libre acceso del médico particular al centro de internamiento, y se autorizará la atención hospitalaria privada o pública cuando no se le puedan proporcionar dentro del centro penitenciario los cuidados médicos necesarios ordenados o propuestos por su médico y avalados por las autoridades médicas penitenciarias que, bajo su más estricta responsabilidad, deberán determinar si se amerita o no la externación hospitalaria.

II. Lo previsto en esta fracción, se sujetará en todo momento a lo que prevenga la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas  de la Libertad para el Estado de Coahuila y demás disposiciones aplicables. 

III. A contar con alimentación y vestimenta adecuada, así como condiciones de seguridad e higiene.

Artículo 18. Las mujeres embarazadas que se encuentren en ejecución de la pena privativa de libertad, tendrá además los siguientes derechos:

I. A no ser internadas en instituciones del sistema penitenciario de alta seguridad, siempre y cuando no se trate de delitos del orden federal.

II. Las que reúnan el mérito y la acreditación de los estudios y valoraciones necesarias, tendrán derecho a compurgar la sanción penal en la modalidad de tratamiento en externación; o a través de reclusión domiciliaria mediante el programa de monitoreo electrónico a distancia; de acuerdo a la elección de la sentenciada. Lo anterior, en términos de lo dispuesto por la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad Para el Estado de Coahuila.

Artículo 19. Durante el embarazo, se establecen las siguientes prohibiciones:

I. En cualquier actividad que desarrolle la mujer embarazada, no podrá ser expuesta al contacto con agentes infectocontagiosos y/o inhalación de substancias toxicas volátiles, o a trabajar en áreas con emanaciones radioactivas o contacto con substancias materiales o fluidos explosivos o peligrosos. Tampoco se les podrá obligar a realizar actividades físicas vigorosas, violentas o de levantamiento de pesos y cargas que pongan en riesgo su salud y la del bebé. 

            Las mujeres que realicen actividades de pie en su trabajo, contarán con el derecho a sillas o asientos cómodos que les permitan reducir el agotamiento y los riesgos de salud inherentes. 

II.        No se podrá negar el acceso a mujeres embarazadas con hijos en infancia temprana, a los establecimientos mercantiles de acceso al público  bajo regulación del estado o los municipios, a menos que se trate de prohibiciones fundadas y acreditadas en la misma ley o que pongan en riesgo su salud o la de sus hijos. 

CAPITULO IV
DE LOS DERECHOS DURANTE EL EMBARAZO EN RELACION CON LOS SERVICIOS DE SALUD

Artículo 20. En relación con la prestación de los servicios de salud, las mujeres embarazadas tienen los siguientes derechos:

I. A ser informada sobre las opciones disponibles legalmente en relación con el embarazo, el parto y la crianza de su hijo y a recibir información detallada sobre todos los lugares, profesionales y métodos disponibles para el parto;

II. A recibir información completa y actualizada sobre los beneficios y riesgos de todos los procedimientos, fármacos y pruebas que se usan durante el embarazo, parto y posparto;

III. A que no se emplee en forma rutinaria práctica y procedimientos que no estén respaldados por evidencias científicas.

IV. A otorgar su consentimiento informado sobre los probables beneficios y riesgos potenciales inherentes a la intervención profesional.

V. A elegir métodos no farmacológicos de alivio del dolor, utilizándose analgésicos o anestésicos solo si estos son requeridos específicamente para corregir una complicación.

VI. A conocer el nombre y la calificación profesional de la persona que le administra un medicamento o le realiza un procedimiento durante la gestación, trabajo de parto y parto.

VII. A ser informada acerca de cualquier afección conocida o sospechada de su hijo

VIII. A acceder a su historia clínica y solicitar una copia de la misma.

IX. A recibir una atención cultural apropiada, es decir, una atención sensible y que responda a las creencias y valores, así como a las costumbres específicas de etnia y religión de la madre; y

X. A ser informada sobre el sistema de orientación y quejas disponibles para inconformarse por la prestación de los servicios de salud.

CAPITULO V
DE LOS DERECHOS EN RELACION AL PARTO

Artículo 21. Durante el parto, la  madre tiene derecho:

I. A recibir, previo estudio socio económico, atención digna, gratuita y de calidad durante el parto,

II. A recibir información clara y completa sobre todas las alternativas, causas y consecuencias de las decisiones que tomen durante la atención médica.

III. A decidir de manera libre e informada la forma en que se llevará a cabo el parto, de manera normal, por intervención quirúrgica, o a través de los distintos mecanismos establecidos en la práctica médica. En todo caso, la madre deberá otorgar por escrito su consentimiento, por si, o a través de las personas que autorice para otorgarlo.

IV. Al respeto pleno de sus creencias en la atención del parto, exceptuado los casos de necesidad médica.

V. A decidir libremente sobre la conservación de las células madre del recién nacido; en todo caso, sin fines de lucro.

VI. A recibir, previo estudio de trabajo social, un apoyo económico por parte del gobierno del estado, en términos de la regulación aplicable, para pagar los gastos del parto,  cuando conforme a la misma ley se amerite la  necesidad de recibir dicho apoyo.

VII. A dar en adopción al recién nacido, en términos de las disposiciones aplicables en materia civil, para lo cual recibirá asesoría psicológica y psiquiátrica gratuitas.

Artículo 22. Cuando una mujer embarazada decida que su parto se lleve a cabo haciendo uso de los servicios médicos de las instituciones de internamiento, se estará a las siguientes restricciones.

I. En ningún documento oficial se hará inscripción del domicilio del establecimiento  de reclusión como lugar de nacimiento. En este caso, se estará a lo dispuesto por los artículos 50 y 51 de la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad Para el Estado de Coahuila;  

II. No se podrá video grabar o fotografiar el alumbramiento, cuando a través de dichos medios pueda identificarse que se trata de un establecimiento de reclusión del Estado de Coahuila; y

III. La atención médica se realizará bajo los más altos estándares de calidad de la práctica médica.

Las mismas disposiciones previstas en este artículo se observarán cuando el parto se verifique en una institución médica pública o privada ajena a los centros de internamiento penal. 

Artículo 23. Tratándose de partos múltiples o de niños con necesidades especiales, el Gobierno de Coahuila, podrá brindar un apoyo económico o en especie para que la madre pueda hacer frente a las necesidades imprevistas en la atención de sus hijos.

Artículo 24. Tratándose de partos prematuros o de madres con el Síndrome  Inmunodeficiencia Adquirido, el Gobierno de Coahuila, podrá llevar a cabo acciones que garanticen atención médica y quirúrgica especializada bajo los más altos estándares de calidad en el servicio de la salud.

CAPITULO VI
 DE LOS DERECHOS EN RELACION CON LA LACTANCIA.

Artículo 25. Con independencia de las disposiciones de seguridad social previstas en otras leyes, los patrones están obligados dentro de sus posibilidades  y conforme a la legislación aplicable a contar con áreas especiales para la lactancia de los niños. La misma obligación se establece para las instituciones de educación pública o privada, centros de prevención y readaptación social, oficinas de los tres Órganos de Gobierno Estatal.

Artículo 26. Asimismo, los descansos extraordinarios de media hora para lactancia, se hacen extensivos a todas las madres trabajadoras, estudiantes, funcionarias públicas, representantes populares, y en cualquier otro ámbito de su desarrollo.

CAPITULO VII
DE LOS DERECHOS EN RELACION CON LA INFANCIA TEMPRANA.

Artículo 27. La protección de la maternidad con relación a la infancia temprana, se extiende tanto a madres biológicas, como filiales derivadas de la adopción.

Artículo 28. Las disposiciones previstas en este capítulo aplicarán también para el caso de los padres que acrediten hacerse cargo del cuidado de sus hijos en infancia temprana,  sin contar con el apoyo de la madre.

Articulo 29. Los niños tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos, contando con el apoyo del Gobierno del Estado, mismo que deberá impulsar el crecimiento físico y mental de la niñez.

Artículo 30. El Estado, a través de la Secretaría de Salud, implementará las acciones necesarias para propiciar la protección de la salud del niño, el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos, sin prejuicio de lo previsto en la legislación aplicable para protección de la niñez de Coahuila.

Artículo 31. Las madres trabajadoras con hijos menores de nueve años, gozarán de todos los derechos y garantías que previenen la Constitución General de la República y la Ley Federal del Trabajo, pero en el caso de las que pertenezcan al servicio público estatal y municipal bajo cualquier denominación, gozarán de hasta una hora de tolerancia para ingresar a sus respectivos trabajos. 

Artículo 32. Las madres trabajadoras y estudiantes con hijos menores de nueve años, gozarán de días de inasistencias cuando se justifique con motivo de los cuidados maternos derivados de la salud de sus hijos.

Articulo 33. El Gobierno de Coahuila garantizará en el ámbito de su competencia que en los centros de empleo públicos o privados, así como en las instituciones educativas y centros de reclusión, se cuente con el servicio de guarderías e instancias infantiles previsto en las disposiciones relativas a la seguridad social.

Artículo 34. En caso de imposibilidad de acceder a los servicios de guarderías o instancias infantiles del sector público, el Gobierno de Coahuila, previo estudio socio económico, podrá apoyar a la madre, en términos de la regulación de la materia, destinado  a la contratación del servicio de guardería privada.

SEGUNDO.- Se adiciona una fracción al artículo 2 y un párrafo a la fracción I del artículo 3 de la Ley del Instituto Coahuilense de las Mujeres para quedar como sigue:

ARTÍCULO 2°. El Instituto, en el ámbito de su competencia, tendrá por objeto:

I a II..

III. Crear, administrar y vigilar en el ámbito de su competencia la Red de Apoyo a Mujeres Embarazadas, con objeto de brindar todos los apoyos necesarios para el ejercicio de los derechos de la mujer embarazada, resguardar su salud, la del niño en gestación y en infancia temprana.

ARTÍCULO 3°. Para el cumplimiento de su objeto, el Instituto tendrá las atribuciones siguientes:

I. Elaborar, en coordinación con las dependencias y entidades de la administración pública del estado, el Programa Estatal de las Mujeres que deberá contener los objetivos, estrategias y líneas de acción para lograr el avance en la equidad entre las mujeres y los hombres.

Asimismo, crear, administrar y mantener vigente la Red de Apoyo a las Mujeres Embarazadas. Esto, en coordinación con todas las dependencias e instancias conforme a lo previsto en la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila. 

II a XXXV.- . . . . . . 

TERCERO.- Se reforma la fracción IV del artículo 6, se modifica el primer  párrafo del artículo 27 y se agrega una fracción al artículo 59 de la Ley Estatal de Salud para quedar como sigue:

Artículo 6o. El Sistema Estatal de Salud tiene los siguientes objetivos:

I a III…

IV. Dar impulso al desarrollo de la familia y de la comunidad, así como a la integración social y al crecimiento físico y mental de la niñez y brindar todos los servicios médicos necesarios a las mujeres embarazadas y sus hijos en gestación y en infancia temprana. 

V a VII.-. . . . . .

Artículo 27. Conforme a las prioridades del Sistema Estatal de Salud, se garantizará la extensión cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud, preferentemente a los grupos vulnerables y a las mujeres embarazadas y sus hijos en gestación y en infancia temprana

Artículo 59. En la organización y operación de los servicios de salud destinados a la atención materno-infantil, las autoridades sanitarias del Estado de Coahuila establecerán:

 I a III…

IV. La Red de Apoyo a las Mujeres Embarazadas y los mecanismos informativos y técnicos necesarios para asegurarles su derecho a atención médica oportuna y eficiente para ellas y sus hijos en infancia temprana. 

CUARTO.- Se reforma la fracción III del artículo 5, se reforma la fracción II del artículo 6 y se modifica la fracción XIV del artículo 8 de la Ley de Asistencia Social para el Estado de Coahuila para quedar como sigue:

ARTICULO 5°.- . . . . .

I a II…

III.- Establecer y llevar a cabo programas interinstitucionales, que aseguren la atención integral de los grupos sociales vulnerables y a las mujeres embarazadas y sus hijos en infancia temprana. 

ARTICULO 6°.- Son sujetos de la recepción de los servicios de asistencia social, preferentemente los siguientes:

I…

II.- Mujeres en período de gestación o lactancia y sus hijos en edad de infancia temprana conforme a lo previsto por la Ley de Protección a la Maternidad para el Estado de Coahuila. 

IV a XIII. . . . .

ARTICULO 8°.- Son servicios básicos de asistencia social los siguientes:

I a XV…

XVI.- El fomento de acciones de paternidad y maternidad responsable, que propicien la preservación de los derechos de menores a la satisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental, así como la conformación de la Red de Apoyo a las Mujeres Embarazadas. 

XVII a XVIII.-. . . . .

QUINTO. Se adiciona una fracción al artículo 82 del Código Penal de Coahuila para quedar como sigue:

ARTÍCULO 82. SUPUESTOS PARA QUE PROCEDA EL RÉGIMEN ESPECIAL EN LIBERTAD VIGILADA. El régimen especial en libertad vigilada al conceder condena condicional, procederá cuando concurra cualquiera de los supuestos siguientes: 

I a V…

VI.- MUJER EMBARAZADA. Cuando la mujer embarazada privada de su libertad. Que requiera por prescripción médica y previo dictamen de las autoridades penitenciarias el vivir su embarazo y parto en libertad temporal o internada en una institución médica externa, o bien, que con arreglo a este Código y a la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de las Libertad para el Estado de Coahuila, se le pueda conceder este beneficio aunque no medie la justificación clínica

SEXTO.  Se adiciona un párrafo al artículo 25, se modifica el artículo 32, se adiciona un párrafo al artículo 37 y se modifica el inciso c del artículo 75 de la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 25. Toda persona, al momento de quedar recluida en un establecimiento penitenciario, será examinada y valorada por el médico de la institución o en su defecto por el médico del sector salud de la localidad correspondiente, ello con el fin de conocer su estado de salud. De lo anterior se deberá dejar constancia en el expediente respectivo.

En caso de que la valoración médica así lo indique, se le suministrará la atención médica correspondiente. De igual forma, se procurará conocer sus necesidades vitales para satisfacerlas en la medida que lo permita la capacidad del establecimiento.

Las mujeres embarazadas contarán con todos los derechos previstos en la Ley Para la Protección de la Maternidad en el Estado de Coahuila, los que se aplicarán conforme a lo que prevenga esta ley y el Código Penal del estado. 

ARTÍCULO 32. Todo interno tiene derecho a comunicarse con sus familiares, médicos de su elección y otras personas, sujetándose al reglamento o a lo dispuesto por medio de las circulares pertinentes giradas por la Dirección Readaptación Social. Así mismo, los internos podrán enviar y recibir correspondencia, así como cualquier tipo de paquetes, los que podrán ser abiertos y supervisados por la Dirección del centro, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias del mismo. La apertura de paquetes destinados a los internos la hará el Director o persona que él determine en presencia del interno, resolviendo lo que proceda conforme al reglamento o a lo dispuesto por la Dirección de Readaptación Social.

ARTÍCULO 37. Cuando el interno padezca de una enfermedad para cuyo tratamiento y curación sea indispensable su externamiento, el Director del Centro la podrá autorizar, siempre y cuando la atención vaya a ser recibida dentro de la jurisdicción del mismo; en caso contrario la autorización deberá ser emitida por la Dirección de Readaptación Social.

La autorización se dará siempre y cuando se haya comprobado fehacientemente la existencia de la enfermedad, se realice en horas hábiles y previa expedición del certificado conducente por el médico del Centro o, en su defecto, por el médico del sector salud de la localidad. En estos casos, siempre se proveerá la custodia del externado, con las medidas de seguridad pertinentes.

Las internas embarazadas podrán acceder a los derechos previstos en las leyes sanitarias y de asistencia social del estado, con estricto apego los requisitos que para su externamiento disponga esta ley y la legislación penal de Coahuila. 

ARTÍCULO 75. Están exceptuados de trabajar:

a,b…

c. Las mujeres, durante las ocho semanas anteriores al parto y en las ocho siguientes al mismo. 

ARTICULOS TRANSITORIOS

PRIMERO. Esta Ley y las reformas a los demás ordenamientos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

SEGUNDO. Ante la concurrencia de normas incompatibles entre sí, que se susciten con motivo de la aplicación de esta Ley, prevalecerá aquella que otorgue mayor protección a la mujer embarazada.

TERCERO. El Instituto Coahuilense de las Mujeres, contará con un plazo de seis meses a partir de la publicación de esta Ley, para crear la Red de Apoyo a Mujeres Embarazadas de Coahuila.

CUARTO. Publíquese en el Periódico Oficial del Estado. 

QUINTO.- En lo referente a los subsidios de transporte que se mencionan en la presente ley, los ayuntamientos tendrán que tomar los acuerdos necesarios conforme a la  legislación.

SEXTO. El Instituto Coahuilense de las Mujeres creará el Reglamento para la Cooperación y Funcionamiento de las Redes de Apoyo a Mujeres Embarazadas de Coahuila.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, Diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luis Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez. Saltillo, Coahuila, a 12 de mayo de 2008
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	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. DIP. JOSÉ LUÍS ALCALÁ DE LA PEÑA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual autoriza al Gobierno del Estado, a enajenar a título gratuito, un terreno con una superficie de 2,000.00 m2, conocido como Parque Las Maravillas, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Asociación “POR AMOR A TI Fundación Saltillo, A.C”, con objeto de la construcción y puesta en marcha de sus instalaciones.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de mayo de 2008, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual autoriza al Gobierno del Estado, a enajenar a título gratuito, un terreno con una superficie de 2,000.00 m2, conocido como Parque Las Maravillas, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Asociación “POR AMOR A TI Fundación Saltillo, A.C”, con objeto de la construcción y puesta en marcha de sus instalaciones.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Uno de los objetivos primordiales de esta Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2005-2011 y sus Programas, con las diferentes instancias de Gobierno, sea Federal, Estatal o Municipal, así como con los representantes de los grupos sociales y con los particulares interesados, lo que favorecerá el desarrollo social, cultural y económico del Estado.

SEGUNDO. El Gobierno del Estado confirma su vocación de coadyuvar con las instalaciones públicas y privadas que tienen por objeto la prestación de los servicios de rehabilitación integral, terapia y atención a personas con problemas de parálisis cerebral, autismo, síndrome de Down, problemas de aprendizaje, del lenguaje u otros de origen neurológico, lo cual les impide acceder al mismo rango de oportunidades para desarrollarse plenamente en el ámbito estudiantil, laboral o relacionarse con las personas que existen en su entorno.

TERCERO. En congruencia con lo anterior, esta Administración Estatal ha decidido apoyar, con recursos materiales, a la Asociación denominada “POR AMOR A TI FUNDACION SALTILLO A.C.” para que cumpla, eficazmente, con la consecución de los fines para la que fue creada.

CUARTO. En ese tenor, el Gobierno del Estado es propietario y poseedor, con pleno dominio, de un terreno con una superficie de 2,000.00 m2, ubicado en el lugar conocido como Parque Las Maravillas en la ciudad de Saltillo, Coahuila.

QUINTO. La propiedad de dicho predio se hace constar, en mayor extensión, mediante la Escritura Pública N° 17, de fecha 19 de marzo de 1998, otorgada ante la fe del Lic. Ramiro Valdés de la Peña, Notario Público N° 39 del Distrito Notarial de Saltillo e inscrita en la Oficina Saltillo del Registro Público del Estado, bajo la Partida 55971, Libro 560, Sección I S.C. el 09 de septiembre de 1998.

SEXTO. La Administración Pública que me honro encabezar considera prioritario y de vital importancia la atención de manera profesional a las personas que presenten los tipos de problemas descritos con anterioridad, sin embargo, para que el inmueble referido sea donado a la asociación civil denominada “Por Amor a Ti Fundación Saltillo, A.C.”, se requiere de la autorización de ese H. Congreso Estatal, por lo que me permito someter a esa Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se desincorpora como bien del dominio público y se autoriza al Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para que enajene a título gratuito, un terreno con una superficie de 2,000.00 m2, comprendido en el lugar conocido como Parque Las Maravillas, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, cuyos datos de identificación se describen a continuación:

SUPERFICIE: 2,000.00 m2

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                             Y 

	1
	2
	8.231
	N 46°07’32”W
	2
	302705.638
	2812462.065

	2
	3
	12.282
	N 57°15’23”W
	3
	302695.307
	2812468.708

	3
	4
	11.980
	N 68°37’44”W
	4
	302684.151
	2812473.073

	4
	5
	11.391
	N 78°41’39”W
	5
	302672.981
	2812475.306

	5
	6
	50.073
	S 13°49’54”W
	6
	302661.010
	2812426.685

	6
	7
	42.000
	S 76°10’06”E
	7
	302701.792
	2812416.644

	7
	1
	40.902
	N 13°49’54”E
	1
	302711.571
	2812456.360


Con las colindancias siguientes: Al Norte con la vialidad Eje N°5; al Sur con el Parque Las Maravillas; Al Oriente con el Parque Las Maravillas y al Poniente con Instalaciones de la Asociación Civil Un Regalo que da Vida.
ARTÍCULO SEGUNDO. La donación que se autoriza es este Decreto se realizará a favor de la institución denominada “POR AMOR A TI FUNDACION SALTILLO, A.C.”, con la finalidad de que sobre el terreno donado, dicha asociación realice la construcción y puesta en marcha de sus instalaciones para el cumplimiento eficaz de su objeto social.
ARTÍCULO TERCERO. Se faculta al Titular del Ejecutivo del Estado para que, por si mismo, o por conducto del Representante Legal que designe, otorgue a favor de la institución denominada “POR AMOR A TI FUNDACION SALTILLO A.C.”, el Título de Propiedad correspondiente a la donación que con el presente Decreto se autoriza.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y Registro de la operación autorizada en este Decreto, serán cubiertos totalmente por la asociación civil denominada “POR AMOR A TI FUNDACION SALTILLO, A.C.”

ARTÍCULO QUINTO. Si dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que entre en vigor este Decreto, la donataria no iniciare la construcción de las instalaciones a que hace referencia el Artículo Segundo de este instrumento, el inmueble se revertirá de pleno derecho, al patrimonio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEXTO. El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad correspondiente.           

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 9 de junio de 2008.

COMISION DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 11,163.3537 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Colinas de San Lorenzo” de esa ciudad a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la Secretaría de Educación y Cultura, para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 465 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de marzo de 2008.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 13 de abril de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 11,163.3537 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Colinas de San Lorenzo” de esa ciudad a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la Secretaría de Educación y Cultura, para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 465 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de marzo de 2008.

SEGUNDO. Que por acuerdo por el Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 31 de octubre de 2007, en la que se contiene la autorización por mayoría, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie total de 11,163.3537 m2, en dos fracciones de terreno, la primera con una superficie de 4,871.3461 m2, y la segunda con 6,292.0076 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Colinas de San Lorenzo” de esa ciudad a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la Secretaría de Educación y Cultura, para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 465 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de marzo de 2008.

Para el Jardín de Niños, superficie de 4,871.3461 m2.

Al Norte:
mide 70.00 metros y colinda con calle Cuarta.

Al Sur:
mide 69.96 metros y colinda con calle Quinta.

Al Oriente:
mide 70.13 metros y colinda con área municipal.

Al Poniente:
mide 70.42 metros y colinda con escuela primaria.

Para la Escuela Primaria, superficie de 6,292.0076 m2.

Al Norte:
mide 90.00 metros y colinda con calle Cuarta.

Al Sur:
mide 89.95 metros y colinda con calle Quinta.

Al Oriente:
mide 70.42 metros y colinda con Jardín de Niños.

Al Poniente:
mide 70.78 metros y colinda con calle Utacas Sur.

Que el R. Ayuntamiento de Saltillo es propietario en plena posesión y dominio del área municipal identificada como manzana número 23, ubicada en el Fraccionamiento Colinas de San Lorenzo de esta ciudad, con una superficie total de 14,213.72 m2, como se acredita con escritura pública número treinta y uno de fecha 02 de febrero de 2005, pasada ante la fe del notario público número 29, Licenciado Homero Gómez García de este distrito de Saltillo, Coahuila; de la cual se desincorporará una superficie de 11,163.3537 m2.

TERCERO. El objeto es la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila para enajenar a título gratuito un predio con una superficie total de 11,163.3537 m2, en dos fracciones de terreno, la primera con una superficie de 4,871.3461 m2, y la segunda con 6,292.0076 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Colinas de San Lorenzo” de esa ciudad a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la Secretaría de Educación y Cultura, para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria, el cual fue desincorporado con Decreto número 465 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de marzo de 2008.

Para el Jardín de Niños, superficie de 4,871.3461 m2.

Al Norte:
mide 70.00 metros y colinda con calle Cuarta.

Al Sur:
mide 69.96 metros y colinda con calle Quinta.

Al Oriente:
mide 70.13 metros y colinda con área municipal.

Al Poniente:
mide 70.42 metros y colinda con escuela primaria.

Para la Escuela Primaria, superficie de 6,292.0076 m2.

Al Norte:
mide 90.00 metros y colinda con calle Cuarta.

Al Sur:
mide 89.95 metros y colinda con calle Quinta.

Al Oriente:
mide 70.42 metros y colinda con Jardín de Niños.

Al Poniente:
mide 70.78 metros y colinda con calle Utacas Sur.

Que el R. Ayuntamiento de Saltillo es propietario en plena posesión y dominio del área municipal identificada como manzana número 23, ubicada en el Fraccionamiento Colinas de San Lorenzo de esta ciudad, con una superficie total de 14,213.72 m2, como se acredita con escritura pública número treinta y uno de fecha 02 de febrero de 2005, pasada ante la fe del notario público número 29, Licenciado Homero Gómez García de este distrito de Saltillo, Coahuila; de la cual se desincorporará una superficie de 11,163.3537 m2.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio  de 2008.

COMISION DE FINANZAS
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 7,038.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Misión Cerritos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de mayo de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 7,038.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Misión Cerritos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 27 de marzo de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público una superficie total de 7,038.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Misión Cerritos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria.

Superficie total de 7,038.00 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide    69.00 metros y colinda con calle Misión de la Cruz.

Al Sur:
mide    69.00 metros y colinda con calle Misión Santo Tomás.

Al Oriente:
mide  102.00 metros y colinda con calle Misión San Andrés.

Al Poniente:
mide  102.00 metros y colinda con calle Misión San Francisco.

Tomando en cuenta que de la totalidad de este predio se destinarán 2484.00 m2, para la construcción del Jardín de Niños y 4,554.00 m2, para la construcción de la Escuela Primaria.

QUINTO.  El objeto es la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila, a desincorporar del dominio público una superficie total de 7,038.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Misión Cerritos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños y una Escuela Primaria.

Superficie total de 7,038.00 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide    69.00 metros y colinda con calle Misión de la Cruz.

Al Sur:
mide    69.00 metros y colinda con calle Misión Santo Tomás.

Al Oriente:
mide  102.00 metros y colinda con calle Misión San Andrés.

Al Poniente:
mide  102.00 metros y colinda con calle Misión San Francisco.

Tomando en cuenta que de la totalidad de este predio se destinarán 2484.00 m2, para la construcción del Jardín de Niños y 4,554.00 m2, para la construcción de la Escuela Primaria.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 26 de mayo de 2008.
COMISION DE FINANZAS 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual solicitan la autorización  para que el Colegio de Bachilleres de Coahuila, suscriba un convenio para la contratación del servicio médico con el Instituto Mexicano del Seguro Social.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 06 de mayo de 2008, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual solicitan la autorización  para que el Colegio de Bachilleres de Coahuila, suscriba un convenio para la contratación del servicio médico con el Instituto Mexicano del Seguro Social

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Proporcionar a los trabajadores adscritos a las dependencias y entidades del Gobierno Estatal servicios de seguridad social, constituye una preocupación primordial de la administración pública que me honro encabezar.

SEGUNDO. El Colegio de Bachilleres de Coahuila, tiene adscrito un importante número de servidores públicos, los cuales es su propósito incorporar a los servicios médicos que proporciona el Instituto Mexicano del Seguro Social, (IMSS) mediante la celebración de un Convenio de Subrogación de Servicios Médicos, con el objeto de que a través de este instrumento básico de seguridad social, otorgue a sus trabajadores los servicios médicos convenidos.

TERCERO. Para tal propósito y en los términos de las disposiciones aplicables, el citado Colegio de Bachilleres gestionó ante la Comisión Técnica de Financiamiento, prevista en la Ley de Deuda Pública del Estado, la opinión que, conforme a los lineamientos señalados en este ordenamiento le corresponde emitir.

CUARTO. Esa Comisión emitió, con fecha 13 de Marzo de 2008, opinión favorable para que el Colegio de Bachilleres de Coahuila, celebre un convenio de servicio médico con el Instituto Mexicano del Seguro Social y para que el Gobierno del Estado se constituya en su aval y/o deudor solidario.

QUINTO. En virtud de lo anterior y dada la importancia y trascendencia de que el Colegio de Bachilleres de Coahuila, se encuentre en posibilidad de convenir con el Instituto Mexicano del Seguro Social la prestación de los servicios y seguros médicos necesarios para los trabajadores, el Ejecutivo a mi cargo estima plenamente justificado que el Gobierno Estatal se constituya como aval y/o deudor solidario del mismo y afecte, en su caso, con tal objeto, las participaciones presentes y futuras que en impuestos federales le correspondan, respecto de las obligaciones derivadas del pago de cuotas.

SEXTO. Por lo anterior, y para que el Colegio de Bachilleres de Coahuila pueda celebrar ese convenio, así como para afectar sus ingresos en garantía del cumplimiento de las obligaciones que del mismo se deriven y para que el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del mismo, es necesaria la autorización de esa Legislatura Estatal, por lo que, a solicitud del citado Colegio de Bachilleres, me permito someter par su estudio, resolución y, en su caso, aprobación de ese Honorable Congreso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Colegio de Bachilleres de Coahuila, para que celebre con el Instituto Mexicano del Seguro Social, un Convenio de Prestación de Servicios, a efecto de incorporar al régimen del citado Instituto a sus trabajadores y, en su caso, pensionados. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza, así mismo, al Colegio de Bachilleres de Coahuila para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones a su cargo, derivadas del Convenio de Prestación de Servicios Médicos que celebre con el Instituto Mexicano del Seguro Social, afecte a favor de dicho Instituto las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan, sin perjuicio de afectaciones anteriores. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Único de Deuda Pública a cargo de la Secretaría de Finanzas del Estado.
ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que por su conducto el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del Colegio de Bachilleres de Coahuila, en el convenio que el mismo suscriba con el Instituto Mexicano del Seguro Social por cuanto hace al seguro y los servicios médicos de los trabajadores del citado Colegio.

En virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, se autoriza al Ejecutivo del Estado para que concurra, por conducto de la Secretaría de Finanzas, a la suscripción del convenio que celebre el Colegio de Bachilleres de Coahuila, con el Instituto Mexicano del Seguro Social y pacte las condiciones que estime más convenientes para el Colegio y para el Estado respectivamente.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza, así mismo, al Ejecutivo del Estado para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que contraiga el Colegio de Bachilleres de Coahuila, derivadas del convenio que celebre con el Instituto Mexicano del Seguro Social, afecte solidariamente a favor del Instituto las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan a Estado. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamente del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Estatal en que deba constar la afectación.

ARTÍCULO QUINTO. En caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del Colegio de Bachilleres de Coahuila se autoriza al Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas, lleve a cabo los descuentos que correspondan a los ingresos destinados a dicho Colegio de Bachilleres conforme a las partidas presupuestales respectivas, con el propósito de que sean cubiertas sus obligaciones.

ARTÍCULO SEXTO. El Colegio de Bachilleres de Coahuila, deberá garantizar suficientemente al Gobierno del Estado el cumplimiento de las obligaciones contraídas a fin de cubrir el riesgo avalado, así como las condiciones a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado,.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 9 de junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una superficie de 34,145.68 m2., que conforman el asentamiento humano denominado “Teotihuacan, parte baja” ubicado en Acuña, Coahuila, a favor de sus actuales poseedores.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de abril de 2008, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una superficie de 34,145.68 m2., que conforman el asentamiento humano denominado “Teotihuacan, parte baja” ubicado en Acuña, Coahuila, a favor de sus actuales poseedores.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Uno de los objetivos primordiales de la presente Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2005-2011 y los esquemas y programas que de él se deriven, entre los que se encuentra el otorgar seguridad jurídica a los poseedores de lotes habitacionales, tanto urbanos, como suburbanos y rústicos, con la implementación de acciones concretas que permitan entregar los Títulos de Propiedad correspondientes, lo cual incide en un mejoramiento paulatino del nivel económico y social de las personas beneficiadas.

SEGUNDO. En ese tenor, el Gobierno del Estado considera prioritario y de vital importancia la seguridad jurídica por lo que representa a la titularidad de la propiedad urbana y rural, por lo cual realiza cotidianamente la regularización de la tenencia de la tierra principalmente en beneficio de las personas económicas menos favorecidas, instrumentando acciones concretas e inmediatas para proceder a la escrituración de los predios a favor de sus actuales poseedores, situación que repercute directamente en un mejoramiento evidente del nivel social de sus habitantes.

TERCERO. El presente Decreto hace referencia a un inmueble vacante, conforme a la certificación expedida por el Director Registrador del Registro Público del Municipio de Acuña, Coahuila, y que se acompaña al presente, por lo que se solicita al H. Congreso del Estado lo declare parte de los bienes del dominio privado del Estado y autorice que por conducto de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, sea enajenado a título gratuito a favor de sus actuales ocupantes.

CUARTO. Lo anterior con la finalidad de proceder gradualmente a la regulación de los asentamientos humanos tanto en los centros poblacionales como en el área rural, por lo que me permito someter a esa H. Soberanía para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se declara como bien del dominio privado del Gobierno del Estado, el inmueble cuyas características se describen más adelante, en virtud de la Certificación expedida por el Director Registrador del Registro Público del Municipio de Acuña, Coahuila, en el sentido de que no se encuentra inscrito a favor de persona alguna.

El inmueble a que se hace referencia en el párrafo anterior tiene las distancias rumbos y coordenadas siguientes:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

    SUPERFICIE: 34,145.68 M2.

	EST
	P.V
	DISTANCIA 

(MTS)
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                    Y

	1
	2
	222.32
	S 33°32’01“E
	2
	323667.03
	3141489.03

	2
	3
	310.61
	S 47°56’16”E
	3
	323897.64
	3141697.12

	3
	1
	354.15
	S 86°18’49”W
	1
	323544.22
	3141674.35


ARTÍCULO SEGUNDO. El presente Decreto constituye el Título de Propiedad a favor del Gobierno del Estado, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Acuña, Coahuila, para que surta efecto respecto de terceras personas.
ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Gobierno del Estado de Coahuila para que enajene a título gratuito, a favor de sus actuales poseedores, la superficie de terreno descrita en el Artículo Primero de este Decreto.

La enajenación que se autoriza en este Decreto se realizará por conducto de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, conforme a los datos de identificación de los poseedores y lotes que se encuentran en el censo que obra en poder de dicha Comisión.

ARTÍCULO CUARTO. El objeto de la donación que se autoriza es el de regularizar la posesión precaria de los particulares que actualmente poseen los lotes de terreno que conforman el asentamiento humano irregular conocido como “Teotihuacan, Parte Baja”, en el municipio de Acuña, Coahuila.

Para los efectos de lo dispuesto en este Artículo, la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, deberá verificar la posesión legal de aquellas personas que obren registradas en el censo que para tal efecto se haya levantado.

ARTÍCULO QUINTO. Se faculta al Titular del Ejecutivo del Estado para que por conducto de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, otorgue los Títulos de Propiedad relativos a la enajenación a título gratuito que con el presente Decreto se autoriza.

ARTÍCULO SEXTO. Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y Registro de la operación autorizada en este Decreto, serán cubiertos por los donatarios de los lotes.

ARTÍCULO SEPTIMO. El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad correspondiente.

ARTÍCULO OCTAVO. En el supuesto de que no se formalicen las operaciones que se autorizan en un plazo de veinticuatro meses, computados a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto, quedará sin efectos las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso de nueva autorización Legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que se hace referencia en el Artículo Tercero de este Decreto.

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 14 de mayo  de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la C. Victoria Araceli Sánchez Valdés, viuda del Lic. René Dávila Cepeda.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 29 de abril de 2008, se recibió Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la C. Victoria Araceli Sánchez Valdés, viuda del Lic. René Dávila Cepeda.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Pleno del Congreso, dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva, como por lo dispuesto en los artículos 104, 144 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. El principio de igualdad de las personas es el elemento que constituye la base fundamental e indispensable para el desarrollo pleno e integral de la gente, acorde a la dignidad del ser humano.

La igualdad representa una situación inherente a toda persona y crea una relación jurídica en la cual el Estado y sus autoridades debemos reconocer el primordial contenido de los derechos públicos subjetivos y la fuente de las prerrogativas fundamentales de la gente.

Al reconocer esta realidad social, el Estado, se encuentra obligado a la difusión, protección, defensa y conservación de los derechos humanos de los individuos y grupos sociales que regula la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En el orden jurídico internacional, a través de diversos instrumentos, como son la Declaración Universal de los Derecho Humanos, la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, la Declaración de los Derechos de los impedidos, el Convenio relativo a la Discriminación en materia de Empleo y Ocupación, la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad, entre otros, de los que México forma parte, así como la Constitución Federal en sus artículos 1,2,3,4,8,12,13 y 17; la Constitución de Coahuila en sus artículos 7 y 8; se reconoce la igualdad de las personas como un derecho fundamental que debe ser tutelado por el Estado a través de los instrumentos jurídicos correspondientes para beneficio de la población y de igual forma se establece la prohibición expresa de realizar conductas discriminatorias en contra de persona alguna.

En el Coahuila de hoy existe una necesidad imperiosa de construir relaciones sociales, culturales, económicas y políticas ajenas a la exclusión, a la marginación y a la desigualdad, garantizando una protección efectiva de los derechos inalienables de la persona, toda vez que éstos constituyen los pilares insustituibles de cualquier democracia que se considere legítima.

La equidad social, debe ser el resultado de complejas relaciones sociales entre hombres y mujeres que pueden contribuir al fortalecimiento de esta condición y por tanto se hace obligatorio que el Estado coadyuve a la formación de las conciencias de su población para que se establezca dicha equidad y permanezca entre los coahuilenses. En la construcción de ella se juega en gran medida, la calidad de vida de las personas y la legitimidad misma de las instituciones y de las reglas de la democracia.

En Coahuila, el Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011 establece como prioridad que la Administración Pública que me honro en dirigir; lleve a cabo acciones planeadas, comprometidas con el presente y futuro del Estado; que el Gobierno no sea de un solo hombre, sino un Gobernador de todos y para todos, un Gobierno de la Gente. Para ello es importante impulsar una justicia social sin exclusiones de ninguna índole, con especial enfoque en la población marginada y en los grupos vulnerables, con trabajo y esfuerzo constante para que cada coahuilense tenga las mismas oportunidades de desarrollo sin importar, su condición de discapacitado.

Se trata del necesario equilibrio de bienestar, oportunidades y respeto mutuo para nuestra democracia política. Las nuevas formas de convivencia democrática a las que debemos aspirar como país sólo podrán existir si se asegura la eliminación de las barreras que impiden el ejercicio cabal de los derechos fundamentales y de las libertades básicas de las personas, así como su acceso a la igualdad real de oportunidades. Si no construimos relaciones justas y recíprocas en nuestra vida social, nuestra vida democrática se mantendrá frágil y el tejido de nuestra sociedad se verá fragmentado y plagado de desigualdades irreductibles.

No obstante todo lo anterior, observamos con preocupación limitaciones de las libertades fundamentales y un tratamiento político y legal desigual hacia personas y grupos vulnerables. De manera equivalente, la ausencia de derechos de la persona y de igualdad legal y política, se convierte en un caldo de cultivo para la exclusión y el desprecio social. La discriminación forma parte de la espiral de la dominación autoritaria, puesto que tiende a estigmatizar grupos sociales, conductas específicas y visiones del mundo, y termina cancelando derechos y garantías legales y políticas.

De igual forma reconocemos como un área de oportunidad la regulación jurídica que garantice a funcionarios públicos considerados como de confianza, un ingreso, permanencia y retiro dignos, que permita la continuidad en los programas y acciones de gobierno que beneficie la función pública y al mismo tiempo, proporcione estabilidad y seguridad de los funcionarios, así como un retiro digno para ellos y su familia que permita un nivel socioeconómico aceptable.

Por tanto, no podemos admitir en Coahuila prácticas discriminatorias tan extendidas como oprobiosas que, entre otros efectos, generen un gigantesco daño humano a través de la inequidad y la fragmentación sociales, vulnerando en su derechos, libertades y oportunidades, tanto a las personas como a grupos y comunidades provocando un gran daño social que puede ser resarcido en parte con acciones positivas o compensatorias como la que se propone en este Decreto.

En tal sentido, la presente Iniciativa pretende coadyuvar al resarcimiento del tejido social dañado a través de las conductas discriminatorias o por lo menos omisas en la atención de personas con discapacidad, otorgando a la C. Victoria Araceli Sánchez Valdés, viuda del Lic. René Humberto Dávila Cepeda, una pensión vitalicia, en mérito a la entrega profesional y humana del Lic. Dávila Cepeda, quien falleció el 15 de abril del año en curso, por las siguientes causas insuficiencia respiratoria, disfunción orgánica múltiple y pancreatitis severa, aunado a una perdida total de su vista por una degeneración congénita avanzada, que desde hace años padecía.

En este orden de ideas resulta oportuno señalar aquí la trayectoria del Lic. Dávila Cepeda, la que a grandes rasgos se compone de la siguiente manera: Licenciado en derecho por la Universidad Autónoma de Coahuila y concluyó sus estudios de maestría en Ciencias de la Familia por el Instituto Superior de Estudios  para la Familia.

Inició su desarrollo laboral en el año de 1993 dentro de la Comisión Estatal electoral, para posteriormente en el año 1994 participar en programas provisionales para el abatimiento del rezago en la Procuraduría General de Justicia del Estado (tiempo laborando no reconocido), a partir de marzo de 1995 en la Agencia Investigadora del Ministerio Público de Arteaga y General Cepeda, a partir de mayo de 2000 en la Dirección de Asuntos Jurídicos del R. Ayuntamiento de Saltillo, a partir de septiembre de 2001 en la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Estado, a partir de febrero de 2004 en el Centro de Mediación Familiar del Poder Judicial del Estado, a partir de marzo de 2006 en la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos del Gobierno de Coahuila y hasta el día de su fallecimiento se encontraba adscrito a la Defensoría Jurídica Integral.

Además se desempeño como Presidente de la Asociación Mexicana de Enfermedades Visuales y Estudios de la Retina, AMEVER A.C., organismo que desde 2004 se dedica a la atención de personas con discapacidad visual trabajando en la capacitación y rehabilitación de toda persona ciega o con debilidad visual que le solicite, ofreciendo en este momento clases de inglés, computación, baile, manualidades, música, educación física, terapia psicológica, audio cinema y la posibilidad de cursar en línea, con ayuda de computadoras parlantes, la primaria y secundaria en coordinación con el Instituto Estatal de Educación para los Adultos. Tareas estas que requieren de un gran esfuerzo y dedicación de tiempos y recursos.

La lucha contra la discriminación obliga, sobre todo en su dimensión jurídica y social, a encarar una faceta de la diversidad estatal poco reconocida y menos atendida: aquélla que se refiere a los múltiples sectores de la sociedad mexicana vulnerados en sus derechos fundamentales por una o más formas de diferenciación arbitraria e ilegítima. Sería imposible soslayar el hecho de que detrás de las prácticas discriminatorias, se encuentran prejuicios basados en estereotipos creados y transmitidos socialmente y que, de manera más o menos explícita, se han incorporado a los distintos niveles de la legalidad que debe regir la convivencia colectiva en Coahuila.

Existen formas de trato diferenciado que son incluso necesarias y deseables en la lucha contra la discriminación. Las formas deseables de trato diferenciado son aquéllas que posibilitan la reparación del daño histórico generado por la discriminación y que permiten construir condiciones de igualdad real de oportunidades y de reciprocidad entre las personas.
El esfuerzo para construir un Estado con las mismas oportunidades para todos es un proceso constante que se construye día tras día. En esta administración estatal pretendemos dar otro paso importante en aras de esta noble meta, apoyando a un coahuilense que a su vez dedico su tiempo en apoyar y fortalecer a otras personas con discapacidad.

En base a las consideración anteriores el Ejecutivo a mi cargo, considera procedente otorgar la referida pensión a la C. Victoria Araceli Sánchez Valdés, como reconocimiento a toda una vida de esfuerzo del Lic. Dávila Cepeda, a su impecable trayectoria en el servicio público y a su ejemplar entrega en su trabajo, así como para brindar seguridad y estabilidad económica a su familia después del sentido fallecimiento del Lic. Rene Humberto Dávila Cepeda el pasado 15 de abril.

Por lo que me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que otorgue una pensión vitalicia a favor de la C. VICTORIA ARACELI SÁNCHEZ VALDÉS por la cantidad de $23,300.00 (Veintitrés Mil Trescientos pesos 00/100 M.N).

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje del aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto será pagada al beneficiario por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente Decreto será incompatible con cualquier otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedará sin efecto las disposiciones del mismo.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto deberá pagarse retroactivamente a la beneficiaria a partir de la fecha del fallecimiento del Lic. René Humberto Dávila Cepeda.

SEGUNDO. En caso del fallecimiento de la C. Victoria Araceli Sánchez Valdés, la pensión vitalicia que se otorga mediante este Decreto automáticamente se continuará otorgando a sus menores hijos hasta que cumplan su mayoría de edad o acrediten continuar con sus estudios. Por lo tanto, la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá realizar los procedimientos administrativos, contables y financieros que correspondan, para proceder conforme los términos previstos en este Decreto.

TERCERO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a un oficio del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Monclova, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para otorgar en comodato por un plazo de 10 años, el Parque Zoológico y su Bosque Urbano, a la Asociación Civil “Parque Santiago de la Monclova”,con el fin de participar en la adecuación y construcción del zoológico municipal.

RESULTANDO

ÚNICO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el 30 de noviembre del año 2007, se recibió un oficio del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Monclova, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para otorgar en comodato por un plazo de 10 años, el Parque Zoológico y su Bosque Urbano, a la Asociación Civil “Parque Santiago de la Monclova”,con el fin de participar en la adecuación y construcción del zoológico municipal.

CONSIDERANDO

PRIMERO.  Para efectos del presente dictamen, vale la pena traer a cuentas lo dispuesto por el artículo 2817 del Código Civil de Coahuila, el cual reza al tenor literal siguiente: “El comodato, o préstamo de uso, es el contrato por el cual el comodante se obliga a conceder gratuita y temporalmente el uso de un bien no fungible, mueble o inmueble y el comodatario contrae la obligación de restituir el mismo bien, al terminar el contrato”.

SEGUNDO. Que esta comisión es competente para emitir el presente dictamen; lo anterior de conformidad con las disposiciones relativas vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

TERCERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción I, inciso 11, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para aprobar con el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los Ayuntamientos, los actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento. 

CUARTO. Que de conformidad con lo dispuesto por el tercer párrafo de la fracción V del artículo 158-P de la Constitución Política Local, el Congreso está facultado para resolver sobre la validez o invalidez de las resoluciones que aprueben los municipios.

QUINTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en sesión de cabildo celebrada el 19 de octubre de 2007, se aprobó por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo, otorgar en comodato, por un plazo de 10 años, el Parque Zoológico y su Bosque Urbano, a la Asociación Civil “Parque Santiago de la Monclova”, con el fin de participar en la adecuación y construcción del zoológico municipal.

Que el inmueble con una superficie de 66-68-54.08 hectáreas, se identifica de la siguiente manera:

Del punto marcado con el número 1 con rumbo N 66°59’11”W se tira una línea que mide 73.70 metros, hasta llegar al punto número 2, de este punto, con rumbo S 76°41’43”W, se tira una línea que mide 109.15 metros, hasta llegar al punto número 3 de este punto, con rumbo S 06°15’42”E se tira una línea que mide 264.79 metros, hasta llegar al punto número 4 de este punto, con rumbo S 29°07’47”W  se tira una línea que mide 152.86 metros hasta llegar al punto número 5 con rumbo N 74°17’36”W se miden 776.76 metros hasta llegar al punto número 6, del punto 6 con rumbo S 08°11’12”W  se miden 89.24 metros hasta llegar al punto número 7, del punto 7 con rumbo S 74°17’36”E se miden 1,494.195 hasta llegar al punto número 8, del punto 8, con rumbo N 36°22’06”E se miden 426.932  hasta llegar al punto número 9 con rumbo N 12°44’26”E se miden 361.69 metros hasta llegar al punto número 10, del punto número 10 con rumbo N 15°55’28”W se miden 80.00 metros hasta llegar al punto número 11, del punto 11 con rumbo N 72°22’20”W se miden 165.38 metros hasta llegar al punto número 12, del punto número 12 con rumbo          N 79°30’29”W se miden 126.00 hasta llegar  al punto número 13 y finalmente del punto 13 con rumbo S 70°41’25”W se miden 516.90 metros hasta llegar al punto número1, que fue el de partida cerrándose el perímetro, colindando por todos y cada uno de los puntos con terrenos propiedad del Asilo de Ancianos.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la Propiedad de la ciudad de Monclova, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Monclova, Coahuila, bajo la Partida 4474,  Libro 45, Sección I, de Fecha 29 de julio de 2003.

SEXTO.- Que atendiendo a lo dispuesto en el Artículo 158-U, fracción I, incisos 6 y 10 de la Constitución Política de Estado de Coahuila de Zaragoza, los cuales establecen:

 “Los Ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

I. En materia de gobierno y régimen interior: 

6. Nombrar entre los munícipes, comisiones permanentes y temporales, para la atención de los asuntos públicos, de conformidad con lo que establezca la ley de la materia y la reglamentación respectiva.

10. Aprobar, con el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los Ayuntamientos, los actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al período del Ayuntamiento, con arreglo a la ley.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el acuerdo para otorgar en comodatos un bien inmueble cumple con las formalidades necesarias, esta Comisión somete a consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Monclova, para otorgar mediante contrato de comodato por un plazo de 10 años, el Parque Zoológico y su Bosque Urbano, a la Asociación Civil “Parque Santiago de la Monclova”, con el fin de participar en la adecuación y construcción del zoológico municipal.

Que el inmueble con una superficie de 66-68-54.08 hectáreas, se identifica de la siguiente manera:

Del punto marcado con el número 1 con rumbo N 66°59’11”W se tira una línea que mide 73.70 metros, hasta llegar al punto número 2, de este punto, con rumbo S 76°41’43”W, se tira una línea que mide 109.15 metros, hasta llegar al punto número 3 de este punto, con rumbo S 06°15’42”E se tira una línea que mide 264.79 metros, hasta llegar al punto número 4 de este punto, con rumbo S 29°07’47”W  se tira una línea que mide 152.86 metros hasta llegar al punto número 5 con rumbo N 74°17’36”W se miden 776.76 metros hasta llegar al punto número 6, del punto 6 con rumbo S 08°11’12”W  se miden 89.24 metros hasta llegar al punto número 7, del punto 7 con rumbo S 74°17’36”E se miden 1,494.195 hasta llegar al punto número 8, del punto 8, con rumbo N 36°22’06”E se miden 426.932  hasta llegar al punto número 9 con rumbo N 12°44’26”E  se miden 361.69 metros hasta llegar al punto número 10, del punto número 10 con rumbo N 15°55’28”W se miden 80.00 metros hasta llegar al punto número 11, del punto 11 con rumbo N 72°22’20”W se miden 165.38 metros hasta llegar al punto número 12, del punto número 12 con rumbo          N 79°30’29”W se miden 126.00 hasta llegar  al punto número 13 y finalmente del punto 13 con rumbo S 70°41’25”W se miden 516.90 metros hasta llegar al punto número1, que fue el de partida cerrándose el perímetro, colindando por todos y cada uno de los puntos con terrenos propiedad del Asilo de Ancianos.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la Propiedad de la ciudad de Monclova, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Monclova, Coahuila, bajo la Partida 4474,  Libro 45, Sección I, de Fecha 29 de julio de 2003.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Monclova, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante Legal acreditado, deberá formalizar el contrato que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.  El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila, mediante el cual solicita la reforma para adicionar en el capítulo 7, la sección novena e incluir el artículo 16 bis, a la Ley de Ingresos del Municipio de Múzquiz para el ejercicio fiscal 2008, la cual fue Publicada con Decreto número 444 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de abril de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Múzquiz, Coahuila, mediante el cual solicita la reforma para adicionar en el capítulo 7, la sección novena e incluir el artículo 16 bis, a la Ley de Ingresos del Municipio de Múzquiz para el ejercicio fiscal 2008, la cual fue Publicada con Decreto número 444 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

SEGUNDO. Por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno  del Congreso, se turnó el expediente a esta Comisión para estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que como antecedente del expediente en estudio, cabe señalar que el municipio de Múzquiz, señala que en la sesión de cabildo del Ayuntamiento 2006-2009, con fecha 17 de octubre de 2007, fue autorizada por el cabildo, en la cual se incluyó el cobro del derecho de alumbrado público, sin embargo, fue aprobada y se publicó, en el Periódico Oficial de nuestro Estado, el 28 de Diciembre de 2007, mediante Decreto número 444, en el cual no aparece el citado concepto de cobro, por lo cual, el Cabildo 2006-2009, se ha permitido promover una Iniciativa de reforma para adicionar a la mencionada Ley de Ingresos, el punto en referencia, y acordando en la sesión de cabildo del día 09 de abril del presente año.

SEGUNDO.  La presente iniciativa de reforma para adicionar la Ley de Ingresos del Municipio de Múzquiz, Coahuila, la fundamentamos en los contenidos del Artículo 115 Constitucional; en el Artículo 59 fracción IV, 60, 67 fracción I, y IX, 158-P fracción II, de la Constitución Política de nuestro Estado; en el Artículo 104 inciso A, fracciones I, y IV, del Código Municipal.

TERCERO. Que para tal efecto acompañó a la Iniciativa la documentación necesaria, por lo que realizado el análisis correspondiente, se autorizó lo anterior mediante Decreto número 444, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de diciembre de 2007.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona en el capítulo Séptimo, la sección novena y se incluye el artículo 16 bis, con relación al Servicio de Alumbrado Público en la Ley de Ingresos del Municipio de Múzquiz para el ejercicio fiscal 2008, la cual fue Publicada con Decreto número 444 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007, quedando de la siguiente forma:

CAPITULO SEPTIMO

DE LOS DERECHOS POR LA PRESTACION DE SERVICIO PUBLICOS

ARTÍCULO 9.-  al 16. - ……….

SECCION NOVENA

DE LOS SERVICIOS DE ALUMBRADO PÚBLICO

ARTÍCULO 16 BIS.- Es objeto de este derecho la prestación del Servicio de Alumbrado Público para los habitantes del municipio de Múzquiz, Coahuila. Se entiende por Servicio de Alumbrado Público el que el municipio otorga a la comunidad en calles, plazas, jardines y otros lugares de uso común.

La tarifa mensual correspondiente al derecho de alumbrado público, será la obtenida como resultado de dividir el costo anual global general actualizado, erogado por el municipio en la prestación de este servicio, entre el número de usuarios registrados en la Comisión Federal de Electricidad y el número de predios rústicos o urbanos detectados que no están registrados en la C.F.E. El resultado será dividido entre doce, y lo que de cómo resultado de esta operación, se cobrará mensualmente en los recibos que la CFE expida, y su monto no podrá ser superior al 4% de las cantidades que deban pagar los contribuyentes en forma particular, por el consumo de energía eléctrica.

Los propietarios o poseedores de predios rústicos o urbanos que no estén registrados en la CFE, pagarán la tarifa resultante mencionada en el párrafo anterior, mediante el recibo que, para tal efecto, expida la Tesorería Municipal.

Se entiende, para los efectos de ésta Ley, por “costo anual global general actualizado erogado”, la suma que resulte del total de las erogaciones por gasto directamente involucrado con la prestación de éste servicio traídos a valor presente, tras la aplicación de un factor de actualización que se obtendrá, para el ejercicio 2008, dividiendo el índice nacional de precios al consumidor, del mes de noviembre de 2007, entre el índice nacional de precios al consumidor correspondiente al mes de octubre de 2006.

TRANSITORIO

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en este decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Publique el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Nava, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Chamizal, Sector Poniente, Otros Sectores, Colonia Carlos Salinas de Gortari y Colonia Juan Antonio Osuna de ese municipio, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 233 de fecha 15 de diciembre de 1998, y Decreto 47 de fecha 26 de mayo del 2000, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 15 de abril de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Nava, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Chamizal, Sector Poniente, Otros Sectores, Colonia Carlos Salinas de Gortari y Colonia Juan Antonio Osuna de ese municipio, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 233 de fecha 15 de diciembre de 1998, y Decreto 47 de fecha 26 de mayo del 2000, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 23 de enero de 2008, en la que se contiene la autorización por unanimidad, enajenar a título gratuito los lotes de terreno, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Chamizal, Sector Poniente, Otros Sectores, Colonia Carlos Salinas de Gortari y Colonia Juan Antonio Osuna de ese municipio, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 233 de fecha 15 de diciembre de 1998, y Decreto 47 de fecha 26 de mayo del 2000, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

TERCERO.  El objeto es regularizar la tenencia de la tierra.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Nava, Coahuila para enajenar a título gratuito los lotes de terreno, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Chamizal, Sector Poniente, Otros Sectores, Colonia Carlos Salinas de Gortari y Colonia Juan Antonio Osuna de ese municipio, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 233 de fecha 15 de diciembre de 1998, y Decreto 47 de fecha 26 de mayo del 2000, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Nava, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Guerrero, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para obtener como reserva territorial para el municipio la superficie de 76-28-31.60 hectáreas que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “EL PELILLAL” ubicado en el Ejido Santa Mónica del Municipio de Guerrero, Coahuila, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 494 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de abril de 2008, con objeto de que esta administración construya viviendas habitacionales, escuela, centro de salud, plaza pública, unidad deportiva, una biblioteca, además de reserva territorial para desarrollo industrial, agrícola, ganadero y cinegético.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 3 de junio de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Guerrero, Coahuila, para obtener como reserva territorial para el municipio la superficie de 76-28-31.60 hectáreas que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “EL PELILLAL” ubicado en el Ejido Santa Mónica del Municipio de Guerrero, Coahuila, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 494 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de abril de 2008, con objeto de que esta administración construya viviendas habitacionales, escuela, centro de salud, plaza pública, unidad deportiva, una biblioteca, además de reserva territorial para desarrollo industrial, agrícola, ganadero y cinegético.

SEGUNDO. Que por acuerdo por la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 28 de mayo de 2008, en la que se contiene la autorización por unanimidad, para obtener como reserva territorial para el municipio la superficie de             76-28-31.60 hectáreas que constituyen el asentamiento humano irregular denominado         “EL PELILLAL” ubicado en el Ejido Santa Mónica del Municipio de Guerrero, Coahuila, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 494 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de abril de 2008, con objeto de que esta administración construya viviendas habitacionales, escuela, centro de salud, plaza pública, unidad deportiva, una biblioteca, además de reserva territorial para desarrollo industrial, agrícola, ganadero y cinegético.

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

Superficie 76-28-31.60 has.

                                                                                                   COORDENADAS

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	254.34
	S 35°20’16”E
	 2
	339875.92
	3120456.33

	2
	3
	Long: 124.22
	Radio:183.23
	3
	339844.62
	3120338.57

	3
	4
	Long: 254.75
	Radio:311.77
	4
	339764.50
	3120104.16

	4
	5
	Long: 279.90
	Radio:324.29
	5
	339682.68
	3119845.50

	5
	6
	31.02
	N 89°33’56”E
	6
	339713.69
	3119845.73

	6
	7
	380.15
	S 22°19’11”E
	7
	339858.07
	3119494.06

	7
	8
	348.82
	N 73°32’58”E
	8
	310192.60
	3119592.84

	8
	9
	158.40
	N 83°47’41”E
	9
	340350.07
	3119609.97

	9
	10
	218.21
	N 55°10’24”E
	10
	340529.20
	3119734.59

	10
	11
	228.32
	N 20°19’27”E
	11
	340608.51
	3119948.70

	11
	12
	313.44
	N 04°04’45”E
	12
	340586.21
	3120261.34

	12
	13
	167.94
	N 14°56’09”E
	13
	340629.49
	3120423.61

	13
	14
	223.08
	N 71°49’18”E
	14
	340417.55
	3120493.20

	14
	15
	9.12
	N 72°32’54”W
	15
	340408.85
	3120495.94

	15
	16
	17.36
	N 76°10’59”W
	16
	310391.99
	3120500.08

	16
	17
	43.43
	N 71°16’48”W
	17
	340350.85
	3120514.02

	17
	18
	69.94
	N 68°53’27”W
	18
	340285.61
	3120539.21

	18
	19
	46.84
	N 56°43’43”W
	19
	340246.45
	3120564.91

	19
	20
	80.92
	N 50°02’19”W
	20
	340184.43
	3120616.88

	20
	21
	38.71
	N 45°02’39”W
	21
	340157.04
	3120644.23

	21
	22
	57.44
	S 53°56’34”W
	22
	340110.60
	3120610.42

	22
	23
	12.94
	N 56°47’19”W
	23
	340099.77
	3120617.50

	23
	24
	27.27
	N 58°01’20”W
	24
	340076.64
	3120631.94

	24
	25
	19.11
	N 57°08’04”W
	25
	310060.59
	3120642.32

	25
	26
	38.33
	N 60°09’09”W
	26
	340027.34
	3120661.39

	26
	1
	4.95
	N 60°45’28”W
	1
	340023.02
	3120663.81


TERCERO.  El objeto es para obtenerla como reserva territorial, para la construcción de viviendas habitacionales, escuela, centro de salud, plaza pública, unidad deportiva, una biblioteca, además de reserva territorial para desarrollo industrial, agrícola, ganadero y cinegético.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Guerrero, Coahuila para obtener como reserva territorial para el municipio la superficie de 76-28-31.60 hectáreas que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “EL PELILLAL” ubicado en el Ejido Santa Mónica del Municipio de Guerrero, Coahuila, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 494 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de abril de 2008, con objeto de que esta administración construya viviendas habitacionales, escuela, centro de salud, plaza pública, unidad deportiva, una biblioteca, además de reserva territorial para desarrollo industrial, agrícola, ganadero y cinegético, el cual se identifica de la siguiente manera:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

Superficie 76-28-31.60 has.

                                                                                                   COORDENADAS

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	254.34
	S 35°20’16”E
	 2
	339875.92
	3120456.33

	2
	3
	Long: 124.22
	Radio:183.23
	3
	339844.62
	3120338.57

	3
	4
	Long: 254.75
	Radio:311.77
	4
	339764.50
	3120104.16

	4
	5
	Long: 279.90
	Radio:324.29
	5
	339682.68
	3119845.50

	5
	6
	31.02
	N 89°33’56”E
	6
	339713.69
	3119845.73

	6
	7
	380.15
	S 22°19’11”E
	7
	339858.07
	3119494.06

	7
	8
	348.82
	N 73°32’58”E
	8
	310192.60
	3119592.84

	8
	9
	158.40
	N 83°47’41”E
	9
	340350.07
	3119609.97

	9
	10
	218.21
	N 55°10’24”E
	10
	340529.20
	3119734.59

	10
	11
	228.32
	N 20°19’27”E
	11
	340608.51
	3119948.70

	11
	12
	313.44
	N 04°04’45”E
	12
	340586.21
	3120261.34

	12
	13
	167.94
	N 14°56’09”E
	13
	340629.49
	3120423.61

	13
	14
	223.08
	N 71°49’18”E
	14
	340417.55
	3120493.20

	14
	15
	9.12
	N 72°32’54”W
	15
	340408.85
	3120495.94

	15
	16
	17.36
	N 76°10’59”W
	16
	310391.99
	3120500.08

	16
	17
	43.43
	N 71°16’48”W
	17
	340350.85
	3120514.02

	17
	18
	69.94
	N 68°53’27”W
	18
	340285.61
	3120539.21

	18
	19
	46.84
	N 56°43’43”W
	19
	340246.45
	3120564.91

	19
	20
	80.92
	N 50°02’19”W
	20
	340184.43
	3120616.88

	20
	21
	38.71
	N 45°02’39”W
	21
	340157.04
	3120644.23

	21
	22
	57.44
	S 53°56’34”W
	22
	340110.60
	3120610.42

	22
	23
	12.94
	N 56°47’19”W
	23
	340099.77
	3120617.50

	23
	24
	27.27
	N 58°01’20”W
	24
	340076.64
	3120631.94

	24
	25
	19.11
	N 57°08’04”W
	25
	310060.59
	3120642.32

	25
	26
	38.33
	N 60°09’09”W
	26
	340027.34
	3120661.39

	26
	1
	4.95
	N 60°45’28”W
	1
	340023.02
	3120663.81


ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Guerrero, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa.

 ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del Municipio.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio  de 2008.
COMISION DE FINANZAS
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE DESARROLLO SOCIAL Y DE EDUCACIÓN DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, RESPECTO A LA PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE  “INTERVENCIÓN DEL EJECUTIVO FEDERAL, EN RELACIÓN AL DECOMISO Y ASEGURAMIENTO DE DIVERSAS CANTIDADES EN LA COLONIA LOMAS DE CHAPULTEPEC DEL DISTRITO FEDERAL, POR LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA”.  

Dictamen que emiten las Comisiones de Desarrollo Social y de Educación de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila, respecto a la proposición con punto de acuerdo que sobre  “Intervención del Ejecutivo Federal, en relación al decomiso y aseguramiento de diversas cantidades en la Colonia Lomas de Chapultepec del Distrito Federal, por la Procuraduría General de la República”, presentada por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y  

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado se trató lo relativo a una Proposición con Punto de Acuerdo, que fue turnada a las Comisiones de Desarrollo Social que preside el Diputado Alfio Vega de la Peña, y de Educación que coordina el Diputado Julián Montoya de la Fuente, para que ambas comisiones trabajando unidas emitan el dictamen correspondiente.

SEGUNDO. Que la Proposición con punto de acuerdo se refiere a la: “Intervención del Ejecutivo Federal, en relación al decomiso y aseguramiento de diversas cantidades en la Colonia Lomas de Chapultepec del Distrito Federal, por la Procuraduría General de la República”, presentada por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

TERCERO. Que el punto de acuerdo único que contiene señala: Que a través de las Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de Educación, se dictamine sobre la procedencia de solicitar la intervención del Ejecutivo Federal, para que conforme a los ordenamientos legales aplicables, se permita que los activos decomisados y asegurados por la Procuraduría General de la República, con un monto mayor a 205 millones de dólares, sean asignados a favor de programas en beneficio social orientados a grupos sociales con mayores carencias y, fundamentalmente, a programas y reformas estructurales educativas eficaces y eficientes. 

 CUARTO. Que el documento de referencia fue remitido a esta Comisión, para dictaminar lo que en derecho corresponde, y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que estas Comisiones de Desarrollo Social y de Educación son competentes para conocer y resolver sobre los asuntos turnados por el Pleno del Congreso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, 105, 130, 134 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  Que las referidas Comisiones Unidas han analizado con detenimiento la proposición con punto de acuerdo sometida a su consideración, allegándose de la información necesaria para su valoración y no encontrando impedimento alguno para dictaminar al respecto.

TERCERO. Que estas Comisiones sesionando en la Sala Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe y estando presentes la totalidad de sus integrantes, analiza los argumentos esgrimidos con motivo de la proposición con punto de acuerdo que fue turnada para dictaminarse conforme a derecho.

CUARTO. Que de la proposición se desprende la preocupación por el destino y uso de un aseguramiento que realizó la Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia Organizada de la Procuraduría General de la República, en un domicilio particular del Distrito Federal, perteneciente a un extranjero considerado por la propia PGR como el principal introductor de “seudoefedrina”, de Asia a México.

Entre otros bienes asegurados está la cantidad de 205 millones de dólares, que según información de la misma PGR es el producto de las actividades ilícitas de dicha persona derivadas de lavado de dinero y ganancias por el tráfico de la droga desde Hong Kong y China hacia México y por lo tanto, el dinero encontrado pasó a formar parte de los bienes asegurados por la PGR.

En los casos de aseguramientos se puede establecer la donación o compraventa de los bienes y en el supuesto de que se trata, la cantidad de dinero, si bien es cierto es de origen ilícito, sería justo que se utilizara para fines de asistencia social y de educación, como una forma de resarcir los daños y perjuicios ocasionados a nuestra niñez con dicha droga, por lo que se considera importante se autorice la donación de los recursos económicos asegurados en beneficio de las instituciones de educación y de asistencia social, por consiguiente en beneficio de todos los mexicanos, de conformidad a lo establecido en esta proposición.
Sin embargo, en fechas pasadas, el Procurador General de la República Eduardo Medina Mora informó que el dinero decomisado en la casa de Las Lomas será repartido entre el Poder Judicial, la Secretaría de Salud y la dependencia que él encabeza, es decir, el reparto del decomiso será en la forma tripartita señalada, de acuerdo al artículo 89 del Código Federal de Procedimientos Penales; sólo cuando ya se puedan enajenar esos millones se repartirán en partes iguales, a la Secretaría de Salud -que es la que instrumenta los trabajos en contra de las adicciones-; al Poder Judicial de la Federación y a la Procuraduría General de la República.
Además, en fecha 20 de abril del año 2006 el Presidente de la República anunció el reparto de los millones de dólares incautados sosteniendo que se van a destinar a “la prevención y al tratamiento de adicciones”, no se ha dado a conocer oficialmente la sentencia del Juez que tiene el caso, hay disposiciones legales sobre el destino final de las requisas de propiedades o de dinero en efectivo que realicen las fuerzas policíacas, las que están reglamentadas en el artículo 182 del Código Federal de Procedimientos Penales, el que ordena que sólo “mediante sentencia en el proceso penal correspondiente se podrá decretar el decomiso de bienes”, por lo que es importante conocer la decisión final y oficial sobre el destino del recurso económico incautado.
QUINTO. Que de lo anteriormente analizado, fundado y motivado, estas Comisiones Ordinarias, trabajando unidas, con fundamento en los artículos 96, 99, 102, 108, 130, 131, 132 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, 

ACUERDAN

UNICO. Que estas Comisiones de Desarrollo Social y de Educación resolviendo unidas, acuerdan que el presente dictamen sea enviado al Titular de la Procuraduría General de la República, solicitando que tenga a bien hacer del conocimiento de este Congreso, el estado que actualmente guarda el proceso penal en cuestión, y en su caso, la oficial  adjudicación de los recursos obtenidos del histórico decomiso. 
Así lo acordaron y firman en la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a los 14 días del mes de mayo del año 2008, los integrantes de las Comisiones de Desarrollo Social y de Educación, los CC. Diputados:

ALFIO VEGA DE LA PEÑA

COORDINADOR DE LA COMISIÓN 

DE DESARROLLO SOCIAL

JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

COORDINADOR DE LA COMISIÓN

DE EDUCACIÓN

JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

LETICIA RIVERA SOTO

JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE

ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ

SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN

JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA

LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

VIRGILIO MALTOS LONG

JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA

JULIETA LÓPEZ FUENTES

CÉSAR FLORES SOSA

GENARO EDUARDO FUANTOS SÁNCHEZ




































� Fracción II del artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


� LÓPEZ AYLLÓN, Sergio. La Transparencia en la República: un recuento de buenas prácticas. Página 19. www.ifai.org.mx


� Artículo séptimo y octavo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, adicionados en el Periódico Oficial del Estado el 19 de septiembre de 2003.


� Coahuila fue el segundo Estado de la República Mexicana que reformó su Constitución Local, a fin de garantizar, los principios básicos y estándares mínimos que deben observarse en materia de acceso al información pública y respecto de la protección de los datos personales.


� Ley publicada en el Periódico Oficial el viernes 4 de noviembre de 2003.


� Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 12; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo17; Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículos 5, 9 y 18; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 16.


� Convención Americana sobre los Derechos Humanos, artículo 11, fracción II.


� GÓMEZ ROBLEDO, Alonso, Protección en Datos Personales En México: El Caso del Poder Ejecutivo Federal  � HYPERLINK "http://www.bibliojuridica.org/libros/5/2299/3.pdf" �http://www.bibliojuridica.org/libros/5/2299/3.pdf�


� Artículo segundo transitorio de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de julio de 2007.





� Se recomienda tener en cuenta la reforma de los artículos 14 y 22 de la Constituci6n Política de 105 Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federaci6n con fecha 09 de diciembre de 2005.


2 Se recomienda tener en cuenta la reforma de los artículos 14 y 22 de la Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federaci6n con fecha 09 de diciembre de 2005. 








